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LXI

LEGISLATURA

H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA





Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza
“2018, AÑO DEL CENTENARIO DE LA CONSTITUCIÓN DE COAHUILA”


	



Orden del Día de la Décima Séptima Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

19 de junio del año 2018.

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado.

2.- Declaratoria de apertura de la Sesión. 

3.- Lectura, Discusión y, en su caso aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de la Sesión. 

4.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de la Minuta de la Sesión anterior.

5.- Lectura del informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado.

6.- Lectura del informe sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión anterior.


7.- Lectura de Iniciativas de Reforma Constitucional:

A.- Iniciativa con Proyecto de Decreto mediante la cual plantea realizar distintas reformas y adiciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como a la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley Orgánica del Congreso del Estado y a la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa, referente al proceso de designación de los Magistrados del Poder Judicial de nuestro Estado, planteada por el Diputado Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, del  Grupo Parlamentario “Brígido Ramiro Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, conjuntamente con las Diputadas y Diputados que suscriben el presente documento.


B.- Iniciativa con Proyecto de Decreto para adicionar y reformar la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García”, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA), con el objeto de establecer la revocación de mandato como instrumento de democracia directa de las y los ciudadanos Coahuilenses.


8.- Lectura de Iniciativas de Diputadas y Diputados:

A.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 50 y la fracción II del artículo 74 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Diana Patricia González Soto, mediante la cual propone actualizar la denominación de la Procuraduría General de Justicia  del Estado, por la de Fiscalía General del Estado.

B.- Iniciativa con  Proyecto de Decreto que crea la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de Coahuila  de Zaragoza, planteada por el Diputado Juan Carlos Guerra López Negrete, conjuntamente con los Diputados  del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”. 
C.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el artículo 285 del Código Penal Coahuila de Zaragoza, a fin de adicionar como calificativa especial de robo, el robo a centros educativos, planteada por la Diputada Zulmma Verenice Guerrero Cázares, del Grupo Parlamentario “Brígido Ramiro Moreno Hernández”, de Partido Unidad Democrática de Coahuila, conjuntamente con las Diputadas y Diputados que suscriben el presente documento.

D.- Propuesta de Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se reforma el artículo 132 de la Ley del Seguro Social, planteada por la Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto”, del Partido de la Revolución Democrática, en materia de derechos de seguridad social.


E.- Iniciativa con  Proyecto de Decreto por el que se modifica el contenido de las fracciones VII y IX del artículo 27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputada Rosa Nilda González Noriega, conjuntamente con los Diputados del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”, mediante la cual propone que la Secretaría de Desarrollo Rural, tenga como facultad el formular y ejecutar los planes, programas y acciones para el desarrollo integral de las personas que viven y trabajan en zonas rurales del Estado, principalmente aquellos dirigidos a mejorar las condiciones de las mujeres.
F.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Edgar Sánchez Garza, del Grupo Parlamentario “Brígido Ramiro Moreno Hernández”, de Partido Unidad Democrática de Coahuila, mediante la cual propone que las comunicaciones que la Oficialía Mayor del Congreso envíe a los Ayuntamientos  por instrucciones del Pleno o la Diputación Permanente, se puedan realizar vía electrónica.


G.- Iniciativa con  Proyecto de Decreto por el que se reforman los artículos13 y 20 de la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila  de Zaragoza, planteada por el Diputado Fernando Izaguirre Valdés, conjuntamente con los Diputados  del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”, mediante la cual propone que las sesiones ordinarias del Comité Coordinador se celebren cada mes.

9.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes y Acuerdos en cartera:
A.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado para que se autorice al Gobierno del Estado, para que desincorpore y enajene a título gratuito, un predio de su propiedad, con una superficie de 3,946.591 M2., ubicado en el Municipio de Saltillo, Coahuila a favor del Instituto Electoral de Coahuila, con objeto de llevar a cabo la construcción de las oficinas administrativas de dicho organismo.

B.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 11,081.809 M2., ubicado en el Polígono CN-5 del Desarrollo Ciudad Nazas-San Antonio, de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor del Consejo de la Judicatura Federal del Poder Judicial de la Federación, con objeto de llevar a cabo la ampliación del Centro de Justicia Penal Federal.

10.- Proposiciones de Grupos Parlamentarios, Fracción Parlamentaria y Diputadas y Diputados:


A.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Gerardo Abraham Aguado Gómez, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", “Con el objeto de que el Pleno solicite al titular de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, que, conforme a sus atribuciones, considere disponer que las averiguaciones  previas o carpetas de investigación relativas a los delitos cometidos por la contratación de créditos ilegales por parte del Estado (Megadeuda) que aún se encuentran abiertas, sean remitidas para su conocimiento y resolución final a la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción”. 
De urgente y Obvia Resolución

B.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Fernando Izaguirre Valdés, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", “Por el que se exhorta al Ingeniero Miguel Ángel Riquelme Solís, Gobernador del Estado de Coahuila, al Lic. José Luis Pliego Corona, Secretario de Seguridad Pública del Estado, al Lic. Gerardo Márquez Guevara, Fiscal General del Estado de Coahuila, y demás funcionarios del Poder Ejecutivo  Local, a que no interfieran, más allá de lo que la ley les permita, de manera directa o indirecta en el actual proceso electoral”. 

De urgente y Obvia Resolución

C.- Proposición con Punto de Acuerdo planteada por el Diputado Edgar Sánchez Garza, del Grupo Parlamentario “Brígido Ramiro Moreno Hernández”, de Partido Unidad Democrática de Coahuila, “Con relación a la falta de asistencia médica en los Ejidos y en las Comunidades Rurales en el Municipio de San Pedro, Coahuila”.
De urgente y Obvia Resolución

D.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado José Benito Ramírez Rosas, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García”, del Partido Movimiento Regeneración Nacional (MORENA), “A fin de que se dé cumplimiento a la Proposición con Punto de Acuerdo aprobada el pasado 6 de abril, relativo a la solicitud de que comparezca ante la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, el Secretario de Salud en Coahuila, Dr. Roberto Bernal Gómez, con el objeto de que informe en torno a un creciente número de asuntos de su competencia”.
De urgente y Obvia Resolución

E.- Proposición con Punto de Acuerdo que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada María Esperanza Chapa García, “Con objeto de solicitar a las Dependencias Gubernamentales del Estado y Municipios, que se garantice el derecho de las madres trabajadoras a contar con un espacio acondicionado como lactario y poder amamantar a su bebé en su centro de trabajo”. 
De urgente y Obvia Resolución

F.- Proposición con Punto de Acuerdo que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Jesús Berino Granados, “Por el que se solicita a la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión la reforma al artículo 201 de la Ley del Seguro Social, con el propósito de que garantice el derecho de servicios de guardería a trabajadores de los diferentes turnos, asimismo, se envíe un atento exhorto al IMSS para que realicen las gestiones necesarias, para que el servicio de guarderías  sea de tiempo completo”. 
De urgente y Obvia Resolución


11.- Agenda Política:

A.- Pronunciamiento que presenta la Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto”, del Partido de la Revolución Democrática, “Con motivo del Día Mundial de  los Refugiados”.


12.- Clausura de la Sesión y citatorio para la próxima Sesión.
MINUTA DE LA DÉCIMA SEXTA SESIÓN DEL PRIMER PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, DEL PRIMER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA PRIMERA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA DE  ZARAGOZA, EN EL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA,  SIENDO LAS 10:00 HORAS, CON 16 MINUTOS DEL DÍA 12 DE JUNIO DEL AÑO 2018, DIO INICIO LA SESIÓN, ESTANDO PRESENTES 23 DE 25 DE LOS INTEGRANTES DE LA LEGISLATURA.

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

2.- SE DIO LECTURA A LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS, DISPENSÁNDOSE SU LECTURA.

3.- SE DIO LECTURA DEL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO.

4.- SE DIO LECTURA DEL INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO QUE SE PRESENTARON EN LA SESIÓN ANTERIOR.

5.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON  PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN NUEVO CONTENIDO A LA FRACCIÓN XV, RECORRIENDO EL CONTENIDO ACTUAL A LA XVI, HACIENDO LO MISMO CON EL RESTO DE LAS FRACCIONES DEL ARTÍCULO 3, DE LA LEY DE DESARROLLO ECONÓMICO DEL ESTADO DE COAHUILA  DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO FERNANDO IZAGUIRRE VALDÉS, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS  DEL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL”, MEDIANTE LA CUAL PROPONE INCORPORAR LA DEFINICIÓN DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD, Y FUE TURNADA COMISIÓN DE DESARROLLO ECONÓMICO, COMPETITIVIDAD Y TURISMO, PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.

6.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA DIVERSAS  DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO EDGAR SÁNCHEZ GARZA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “BRÍGIDO RAMIRO MORENO HERNÁNDEZ”, DE PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA, MEDIANTE LA CUAL PROPUSO QUE LAS INICIATIVAS DE LEY, PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO O PRONUNCIAMIENTOS, SE PUEDAN REGISTRAR DE MANERA ELECTRÓNICA CON LA FIRMA DIGITALIZADA DE ÉL O LOS PROMOVENTES, CON EL FIN DE AGILIZAR EL PROCESO DE REGISTRO, ADEMÁS DE AHORRAR TIEMPO Y GENERAR AHORRO EN EL USO DE PAPEL, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE REGLAMENTOS Y PRACTICAS PARLAMENTARIAS PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.
7.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO CON EL OBJETO DE EXPEDIR LA LEY PARA EL USO NO SEXISTA DEL LENGUAJE EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PRESIDENTE BENITO JUÁREZ GARCÍA”, DEL PARTIDO MOVIMIENTO DE REGENERACIÓN NACIONAL, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE IGUALDAD Y NI DISCRIMINACIÓN PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.

8.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 297 Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 311 BIS, AMBOS DE LA LEY PARA LA FAMILIA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “ELVIA CARRILLO PUERTO”, DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA, EN MATERIA DE PENSIONES ALIMENTICIAS, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.

9.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON  PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE MODIFICA EL CONTENIDO DE LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 25; ASÍ COMO EL CONTENIDO DE LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 26 Y DE LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 33 DE LA LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS  DEL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL”, MEDIANTE LA CUAL PROPONE DISMINUIR LOS PORCENTAJES REQUERIDOS PARA LA PROCEDENCIA DEL PLEBISCITO Y REFERENDO, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.

10.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL ARTÍCULO 239 BIS DEL CÓDIGO PENAL DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA ZULMMA VERENICE GUERRERO CÁZARES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “BRÍGIDO RAMIRO MORENO HERNÁNDEZ”, DE PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA, MEDIANTE LA CUAL PROPONE INCORPORAR EL DELITO DE VIOLENCIA POLÍTICA DE GÉNERO, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.

11.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON  PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN IV, DEL ARTÍCULO 22, DE LA LEY DE REGISTRO CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA GABRIELA ZAPOPAN GARZA GALVÁN, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS  DEL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL”, CON RELACIÓN A LOS REQUISITOS PARA SER OFICIAL DEL REGISTRO CIVIL, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.

12.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE CREA EL FONDO PARA LA PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE EMERGENCIAS Y DESASTRES NATURALES PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO EMILIO ALEJANDRO DE HOYOS MONTEMAYOR, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “BRÍGIDO RAMIRO MORENO HERNÁNDEZ”, DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.
13.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO, EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, RELATIVO A UNA PROPUESTA DE INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE PROPONE ADICIONAR UNA FRACCIÓN A LOS  ARTÍCULOS 132 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y 40 DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, SUSCRITA POR LA DIPUTADA CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “ELVIA CARRILLO PUERTO”, DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA. APROBADO LO ANTERIOR, LA PRESIDENCIA ORDENÓ QUE SE REMITIERA ESTA INICIATIVA AL CONGRESO DE LA UNIÓN PARA LOS EFECTOS QUE SE DISPONEN EN LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO  70 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
14.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO, EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN AL OFICIO DEL C. VÍCTOR MANUEL CAMPOS PEÑA, SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DE SABINAS, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA SE DESIGNE A QUIEN DEBERÁ CUBRIR LA VACANTE DE PRIMER REGIDOR DE DICHO AYUNTAMIENTO, Y A UN OFICIO ENVIADO POR EL PRESIDENTE DEL COMITÉ ESTATAL DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA UNA PROPUESTA PARA DESIGNAR AL PRIMER REGIDOR DEL AYUNTAMIENTO DE SABINAS, COAHUILA DE ZARAGOZA.

15.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO, EL ACUERDO DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, RELATIVO A LA INICIATIVA POPULAR PRESENTADA POR INTEGRANTES DE LA COALICIÓN DE TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN PÚBLICA DE COAHUILA, MEDIANTE LA CUAL PLANTEAN LA MODIFICACIÓN A LA LEY DEL SERVICIO MÉDICO PARA LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA.

16.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO, EL ACUERDO DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, RELATIVO AL OFICIO QUE SUSCRIBEN LA SÍNDICO DE VIGILANCIA Y DIVERSOS REGIDORES DEL MUNICIPIO DE FRANCISCO I. MADERO, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL INFORMAN QUE NO SE LES HA DADO RESPUESTA POR PARTE DEL PRESIDENTE MUNICIPAL Y DEL CONTRALOR DE DICHO AYUNTAMIENTO, A UNA SERIE DE SOLICITUDES PLANTEADAS POR LOS MISMOS. 

17.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO, EL ACUERDO DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, RELATIVO AL OFICIO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COLIMA, EN EL CUAL INFORMA QUE MEDIANTE ACUERDO APROBADO POR LA LEGISLATURA DE DICHO ESTADO REMITE AL CONGRESO DE LA UNIÓN UNA INICIATIVA DE DECRETO PARA REFORMAR EL ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, CON RELACIÓN A PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA, LO ANTERIOR PARA CONOCIMIENTO Y ADHESIÓN EN SU CASO.

SE CONOCIÓ Y RESOLVIÓ SOBRE LAS SIGUIENTES PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO:

18.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR AL TITULAR DE LA SECRETARÍA DE SALUD EN EL ESTADO, PARA QUE, A LA BREVEDAD POSIBLE, REALICE LAS ACCIONES NECESARIAS A FIN DE QUE FUNCIONEN CON TOTAL CAPACIDAD LOS CENTROS DE SALUD RURAL EN LA ENTIDAD, ASIMISMO, QUE SE INVESTIGUE Y SE DETERMINEN LAS CAUSAS DEL ABANDONO EN QUE SE ENCUENTRAN, INFORMANDO A ESTE PLENO LOS RESULTADOS”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA GABRIELA ZAPOPAN GARZA GALVÁN, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL".

19.- EN VIRTUD, DE QUE NO FUE PRESTADA DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO SOBRE  “SOLICITAR A LOS TITULARES DE LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD, A LA COMISIÓN NACIONAL FORESTAL, A LA SECRETARÍA DE MEDIO AMBIENTE Y DESARROLLO URBANO, A LA SUBSECRETARÍA DE PROTECCIÓN CIVIL DEL ESTADO Y AL R. AYUNTAMIENTO DE ARTEAGA, PARA QUE COORDINEN ESFUERZOS EN DESARROLLAR UN  PROGRAMA QUE, CON APEGO A LAS NORMAS OFICIALES EN LA MATERIA, ESTABLEZCAN ACCIONES DE MANTENIMIENTO DE LAS ESTACIONES Y SUBESTACIONES ELÉCTRICAS, PÚBLICAS Y PRIVADAS, ASÍ COMO DE LAS ÁREAS DONDE SE ENCUENTRAN, A EFECTO DE QUE SE REDUZCAN AL MÍNIMO EL RIESGO DE INCENDIOS FORESTALES POR ESA CAUSA”, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. ANDRÉS S. VIESCA", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LAS DIPUTADAS LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA Y  DIANA PATRICIA GONZÁLEZ SOTO, FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA PARA LOS EFECTOS PROCEDENTES.

20.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR AL GOBIERNO MUNICIPAL DE SALTILLO, ASÍ COMO A LA COMISIÓN ESTATAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO (CEAS) Y A LA PROCURADURÍA FEDERAL DEL CONSUMIDOR (PROFECO) QUE, DE MANERA PROFUSA, INFORMEN Y ORIENTEN A LA CIUDADANÍA ACERCA DEL SUSTANCIAL AHORRO FAMILIAR Y MEJORA AMBIENTAL QUE SIGNIFICA DEJAR DE COMPRAR AGUA EMBOTELLADA, EN VIRTUD DE QUE DICHO GASTO ES INNECESARIO, PUES LA POTABILIDAD DEL AGUA QUE AGSAL SUMINISTRA HA SIDO DEBIDAMENTE CERTIFICADA”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JOSÉ BENITO RAMÍREZ ROSAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PRESIDENTE BENITO JUÁREZ GARCÍA”, DEL PARTIDO MOVIMIENTO REGENERACIÓN NACIONAL, CON EL AGREGADO PROPUESTO POR EL DIPUTADO JOSÉ ANTONIO GARCÍA VILLA, EN EL SENTIDO DE QUE TAMBIÉN SE ENVIARA A LA COMISIÓN ESTATAL PARA LA PROTECCIÓN CONTRA RIESGOS SANITARIOS.

21.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR AL INSTITUTO NACIONAL DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES, DELEGACIÓN COAHUILA (INAPAM) Y A LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DEL ESTADO, PARA QUE DE ACUERDO A SUS FACULTADES, COORDINEN, PROMUEVAN, APOYEN, FOMENTEN, VIGILEN Y EVALÚEN LAS ESTRATEGIAS Y PROGRAMAS  DIRIGIDOS A LOS ADULTOS MAYORES, E INTENSIFIQUEN SUS ACTIVIDADES EN LA PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE ESTE IMPORTANTE SECTOR, ADEMÁS DE SUPERVISAR Y VIGILAR QUE LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS Y PRIVADAS QUE  TENGAN A CARGO EL CUIDADO Y LA ATENCIÓN DE LOS ADULTOS MAYORES SE ENCUENTREN EN ÓPTIMAS CONDICIONES Y EL PERSONAL QUE LABORE EN DICHOS ESPACIOS SE DISTINGA POR SU SENSIBILIDAD Y BUEN TRATO”, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. ANDRÉS S. VIESCA", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA DIANA PATRICIA GONZÁLEZ SOTO.
AGENDA POLÍTICA: 

22.- SE DIO LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA SEXAGÉSIMA PRIMERA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, “MEDIANTE EL CUAL LAMENTAN Y CONDENAN ENÉRGICAMENTE LOS RECIENTES HECHOS DE VIOLENCIA POLÍTICA SUCEDIDOS EN NUESTRA ENTIDAD”.
LA PRESIDENCIA MANIFESTÓ QUE NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR EN EL ORDEN DEL DÍA, DIO POR TERMINADA LA SESIÓN A LAS 12:00 HORAS, CON 58 MINUTOS DEL MISMO DÍA, CITANDO A LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS A LA DÉCIMA SÉPTIMA SESIÓN QUE SE LLEVARA A CABO A LAS 10:00 HORAS, DEL DÍA MARTES 19 DE JUNIO DEL AÑO 2018.
DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA

	DIP. CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA.
	DIP. JOSE BENITO RAMÍREZ ROSAS.

	SECRETARIA
	SECRETARIO.


INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN

RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO

19 DE JUNIO DE 2018

1.- OFICIO DEL DIRECTOR GENERAL DEL CENTRO DE LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES EN COAHUILA,  MEDIANTE EL CUAL DA RESPUESTA AL PUNTO DE ACUERDO APROBADO POR EL PLENO DEL CONGRESO, PARA SOLICITAR A LA DELEGACIÓN DE LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES Y AL CONCESIONARIO DEL TRAMO CARRETERO NUEVA ROSITA-ALLENDE, CREE UN PADRÓN DE USUARIOS FRECUENTES DE LAS ZONAS ALEDAÑAS.
DE ENTERADO Y QUEDA A DISPOSICIÓN DE LOS INTEGRANTES DE ESTA LEGISLATURA 
2.- OFICIO DEL SUBSECRETARIO DE DESARROLLO ECONÓMICO Y COMPETITIVIDAD, DE LA SECRETARÍA DE ECONOMÍA Y TURISMO DEL ESTADO, MEDIANTE EL CUAL DA RESPUESTA AL PUNTO DE ACUERDO APROBADO POR EL PLENO DEL CONGRESO, EN EL QUE SE SOLICITA A LA DELEGACIÓN ESTATAL EN COAHUILA, DE LA SECRETARÍA DE ECONOMÍA Y TURISMO DEL GOBIERNO FEDERAL, A NACIONAL FINANCIERA Y A LA SECRETARÍA DE ECONOMÍA Y TURISMO DEL ESTADO, UN INFORME EN EL QUE SE DETALLE EL NÚMERO DE MICRO, PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS (PYMES), QUE FUERON CREADAS EN LOS ÚLTIMOS 10 AÑOS EN EL ESTADO DE COAHUILA, ASÍ COMO LOS EMPLEOS GENERADOS POR TAL HECHO Y LA INVERSIÓN QUE SE  GENERÓ PARA EL APOYO A CADA UNA DE ELLAS.

DE ENTERADO Y QUEDA A DISPOSICIÓN DE LOS INTEGRANTES DE ESTA LEGISLATURA 
3.- OFICIO DEL SUBSECRETARIO DE PROTECCIÓN CIVIL DEL ESTADO, MEDIANTE EL CUAL DA RESPUESTA AL PUNTO DE ACUERDO APROBADO POR EL PLENO DEL CONGRESO, CON RELACIÓN AL PUNTO TERCERO DEL MISMO PARA QUE LA SUBSECRETARÍA DE PROTECCIÓN CIVIL DEL ESTADO IMPARTA A LA BREVEDAD CURSOS DE CAPACITACIÓN A LOS 38 MUNICIPIOS DE MANERA QUE TENGAN LOS CONOCIMIENTOS BÁSICOS NECESARIOS PARA PREVENIR Y HACER FRENTE A CONTINGENCIAS CAUSADAS POR FENÓMENOS NATURALES.

DE ENTERADO Y QUEDA A DISPOSICIÓN DE LOS INTEGRANTES DE ESTA LEGISLATURA 
4.- OFICIO DEL SECRETARIO DE SERVICIOS LEGISLATIVOS DEL CONGRESO DEL ESTADO DE HIDALGO, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA EL PÁRRAFO SEGUNDO DE LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 7 Y LA FRACCIÓN V BIS AL ARTÍCULO 49 DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS, SOLICITANDO SU ADHESIÓN A LA MISMA.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

5.- OFICIO DEL SECRETARIO DE SERVICIOS LEGISLATIVOS DEL CONGRESO DEL ESTADO DE HIDALGO, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA UN PÁRRAFO AL ARTÍCULO 212 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, SOLICITANDO SU ADHESIÓN A LA MISMA.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

6.- OFICIO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE CHIHUAHUA, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA UN ACUERDO APROBADO POR LA LEGISLATURA DE DICHO CONGRESO EN EL CUAL SE EXHORTA AL SENADO DE LA REPÚBLICA, A EFECTO DE QUE TENGA A BIEN APROBAR EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE FUERO CONSTITUCIONAL; ASÍ MISMO, SE EXHORTA A LAS LEGISLATURAS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS QUE CUENTEN CON LA INSTITUCIÓN DEL FUERO, A QUE INICIEN EL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO QUE CORRESPONDA, PARA QUE SE DICTAMINE SI ASÍ LO CONSIDERAN. 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

7.- OFICIO DE LA PRESIDENTA MUNICIPAL DE RAMOS ARIZPE, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA REFORMAR EL ARTÍCULO 22 FRACCIÓN III INCISO 2 SUB INCISOS B) Y C), DE LA LEY DE INGRESOS DE DICHO MUNICIPIO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2018.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA
8.- ESCRITO DEL C. FRANCISCO CUÉ MARTÍNEZ, DE VINCULACIÓN LEGISLATIVA DEL GRUPO DE INFORMACIÓN EN REPRODUCCIÓN ELEGIDA, A.C., MEDIANTE EL CUAL ENVÍA CONSIDERACIONES A LA INICIATIVA DE REFORMA AL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EN LO REFERENTE A LA VIOLENCIA OBSTÉTRICA.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

9.- ESCRITO PRESENTADO POR EL CIUDADANO AGUSTIN JAVIER DURON PÉREZ, MEDIANTE EL CUAL PLANTEAN UNA INICIATIVA POPULAR CON PROYECTO DE DECRETO, QUE DEROGA LA FRACCIÓN C DEL ARTÍCULO 156, SE ADICIONA EL ARTÍCULO 156 BIS Y SE REFORMA EL ARTÍCULO 189 DE LA LEY ESTATAL DE SALUD DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.   
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, PARA EL EFECTO DE QUE SE CUMPLA CON EL TRÁMITE DE DICHA INICIATIVA, CONFORME A LO QUE SE DISPONE EN EL ARTÍCULO 43 DE LA LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

10.- ESCRITO PRESENTADO POR EL CIUDADANO FRANCISCO BOTELLO MEDELLÍN SECRETARIO GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN POLÍTICA INDEPENDIENTE, MEDIANTE EL CUAL PLANTEAN UNA INICIATIVA POPULAR CON PROYECTO DE DECRETO, POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 33 Y 34 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.   
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, PARA EL EFECTO DE QUE SE CUMPLA CON EL TRÁMITE DE DICHA INICIATIVA, CONFORME A LO QUE SE DISPONE EN EL ARTÍCULO 43 DE LA LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

11.- OFICIO DE LA CONTRALORA MUNICIPAL DEL MUNICIPIO DE SALTILLO,  MEDIANTE EL CUAL DA RESPUESTA AL PUNTO DE ACUERDO APROBADO POR EL PLENO DEL CONGRESO, EN EL QUE SE SOLICITA AL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO QUE EN COORDINACIÓN CON ESTE CONGRESO, REALICEN LAS ACCIONES NECESARIAS PARA LA CREACIÓN DE UNA COMISIÓN INTERINSTITUCIONAL DE CARÁCTER ESTATAL, CON LA FUNCIÓN DE VIGILAR LA CORRECTA APLICACIÓN Y MANEJO DE LOS PROGRAMAS SOCIALES DURANTE EL PROCESO ELECTORAL, EN TANTO PERMANEZCA VIGENTE LA LEGISLACIÓN EN MATERIA DE DESARROLLO SOCIAL; ASÍ COMO VIGILAR Y GARANTIZAR QUE NO SE DE USO ELECTORAL A LOS CUERPOS DE SEGURIDAD DEL ESTADO PARA NINGÚN PARTIDO, COADYUVANDO EN LA VIGILANCIA PARA GENERAR UN AMBIENTE DE EQUIDAD E IMPARCIALIDAD EN EL ESTADO DURANTE EL RESTO DEL PROCESO ELECTORAL 2018. DICHA COMISIÓN DEBERÁ CONTAR CON OBJETIVOS ESPECÍFICOS, CALENDARIO DE REUNIONES Y EL DEBER DE RENDIR UN INFORME CADA SEMANA, ASÍ COMO LOS RECURSOS HUMANOS Y FINANCIEROS NECESARIOS PARA DESARROLLAR SU ACTIVIDAD. ASIMISMO, SE EXHORTE A LOS 38 MUNICIPIOS DE LA ENTIDAD A QUE CONSIDEREN LA CONFORMACIÓN DE COMISIONES DE SIMILAR NATURALEZA.

DE ENTERADO Y QUEDA A DISPOSICIÓN DE LOS INTEGRANTES DE ESTA LEGISLATURA 
12.- OFICIO DE LA DELEGADA FEDERAL DE LA SECRETARÍA MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES, MEDIANTE EL CUAL DA RESPUESTA AL PUNTO DE ACUERDO APROBADO POR EL PLENO DEL CONGRESO, EN EL QUE SE EXHORTA AL TITULAR DE LA SECRETARÍA DEL MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES DEL GOBIERNO FEDERAL, ASÍ COMO A LOS TITULARES DE LAS DELEGACIONES FEDERALES EN LAS ENTIDADES FEDERATIVAS DE DICHA DEPENDENCIA, A FORTALECER E IMPLEMENTAR CAMPAÑAS DE INFORMACIÓN A LA CIUDADANÍA EN MATERIA DEL DEPÓSITO DE PILAS Y BATERÍAS EN DESUSO.

DE ENTERADO Y QUEDA A DISPOSICIÓN DE LOS INTEGRANTES DE ESTA LEGISLATURA 
13.- OFICIO DE LA SUBSECRETARIA DEL AYUNTAMIENTO DE SALTILLO,  MEDIANTE EL CUAL SE ACOMPAÑA CERTIFICACIÓN DE UNA ACTA DE CABILDO EN LA CUAL SE EMITE OPINIÓN FAVORABLE A UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO, POR EL QUE SE ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 117 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO MARCELO DE JESÚS TORRES COFIÑO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL”, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBE, MEDIANTE LA CUAL SE PROPONE ESTABLECER QUE LA EDUCACIÓN PÚBLICA QUE EL ESTADO DEBE DE OTORGAR A LOS ESCOLARES, DEBERÁ DE CONTRIBUIR A UNA MEJOR CONVIVENCIA HUMANA, FOMENTANDO EL CUIDADO, PRESERVACIÓN Y PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE Y DE TODOS LOS SERES VIVOS QUE FORMAN PARTE DE ESTE, INCLUYENDO A LOS ANIMALES DOMÉSTICOS, BAJO LA PERSPECTIVA DE CONSOLIDAR UNA CONDUCTA PACÍFICA Y AMIGABLE HACIA TODOS LOS SERES VIVOS.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO PRESENTADAS EN LA SESIÓN CELEBRADA POR EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO EL 12 DE JUNIO DE 2018.


Sobre el trámite realizado respecto de las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión celebrada el 12 de junio de 2018, el Pleno del Congreso del Estado, informa lo siguiente:

1.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Secretaría de Salud de la Entidad, el punto de acuerdo, en el que se le solicita que “Realice las acciones necesarias a fin de que funcionen con total capacidad los Centros de Salud Rural en la Entidad.  Asimismo, que se investigue y se determinen las causas del abandono en que se encuentran, informando a este Pleno los resultados”, planteado por la Diputada Gabriela Zapopan Garza Galván, conjuntamente con las Diputadas y los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", para los efectos procedentes.

2.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Comisión de Salud, Medio Ambiente y Recursos Naturales, el punto de acuerdo, en el que se le solicita a que “Esta Soberanía, envíe un atento exhorto a los titulares de la Comisión Federal de Electricidad, la Comisión Nacional Forestal, la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Urbano, la Subsecretaría de Protección Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza y el R. Ayuntamiento del Municipio de Arteaga, para que coordinen esfuerzos en desarrollar un programa que, con apego a las normas oficiales en la materia, establezca acciones de mantenimiento de las estaciones y subestaciones eléctricas, públicas y privadas, así como de las áreas donde se encuentran, a efecto de que se reduzca al máximo el riesgo de incendios forestales por esa causa”, planteado por las Diputadas Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga y Diana Patricia González Soto, conjuntamente con las Diputadas y los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes. 

3.-  Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió al Ayuntamiento de Saltillo, a la Comisión Estatal de Aguas y Saneamiento (CEAS), a la Procuraduría Federal del Consumidor (PROFECO)  y a la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios Delegación Coahuila , el punto de acuerdo, en el que se les solicita que “Informen y orienten a la ciudadanía acerca del sustancial ahorro familiar y mejora ambiental que significa dejar de comprar agua embotellada, en virtud de que dicho gasto es innecesario, pues la potabilidad del agua que AGSAL suministra ha sido debidamente certificada”, planteado por el Diputado José Benito Ramírez Rosas, Coordinador del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García”, del Partido Movimiento Regeneración Nacional (MORENA), para los efectos procedentes.

4.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió al Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores, Delegación Coahuila y a la Comisión de Derechos Humanos del Estado, el punto de acuerdo, en el que se les exhorta a que “De acuerdo a sus facultades, coordinen, promuevan, apoyen, fomenten, vigilen y evalúen las estrategias y programas dirigidos a los adultos mayores, e intensifiquen sus actividades en la promoción de los derechos humanos de este importante sector, además de supervisar y vigilar que las instituciones públicas y privadas que tengan a cargo el cuidado y la atención de los adultos mayores se encuentren en óptimas condiciones y el personal que labore en dichos espacios se distinga por su sensibilidad y buen trato”, planteado por la Diputada  Diana Patricia González Soto, conjuntamente con las Diputadas y los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.

A T E N T A M E N T E

SALTILLO, COAHUILA, A 19 DE JUNIO DE 2018.

EL PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA.

DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA.
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE PRESENTA EL DIPUTADO EMILIO ALEJANDRO DE HOYOS MONTEMAYOR, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “BRIGIDO RAMIRO MORENO HERNANDEZ” DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRATICA DE COAHUILA CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN, A TRAVES DE LA CUAL SE PLANTEA REALIZAR DISTINTAS REFORMAS Y ADICIONES A LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA., ASI COMO A LA LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO, LA LEY ORGANICA DEL CONGRESO DEL ESTADO Y LA LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE COAHUILA DE ZARAGOZA REFERENTE AL PROCESO DE DESIGNACION DE LOS MAGISTRADOS DEL PODER JUDICIAL DE NUESTRO ESTADO.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO
PRESENTE.
El suscrito Diputado Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, del Grupo Parlamentario “Brígido Ramiro Moreno Hernández” del Partido Unidad Democrática de Coahuila conjuntamente con las Diputadas y Diputados que suscriben el presente documento, con fundamento en el artículo 59 fracción I; 65; 67 fracción I; 196 fracción I y 197 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 159, 160 y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, pongo a consideración de ustedes, compañeras y compañeros legisladores, la presente iniciativa con proyecto de decreto a través de la cual se realizan diversas reformas y adiciones a los  artículos 82 fracciones IX y XXIII; 135 fracción I; 143; 145; 146 y 168-A de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; así como diversas reformas y adiciones a los artículos 7; 79, se adiciona la fracción VII del artículo 80 y se realizan diversas reformas y adiciones al artículo 81 y 95, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza; se reforma el artículo 270 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza; se reforma el artículo 17 y se adiciona la fracción IX del artículo 19 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza conforme a la siguiente:
EXPOSICION DE MOTIVOS
El núcleo axiológico de las democracias occidentales está constituido por valores fundamentales esenciales como: libertad, igualdad, justicia y propiedad. Además el modelo de democracia representativa en el mundo occidental tiene diversos principios instrumentales, que son indispensables: soberanía, división de poderes, gobierno representativo, entre otros.

El Poder Judicial en las entidades federativas, como uno de los tres poderes del estado, tiene a su cargo, regularmente, el ejercicio de la función jurisdiccional en los asuntos que son de competencia local, concurrente o auxiliar; ejerciendo su jurisdicción sobre conflictos en los que se deban aplicar las leyes expedidas por los órganos legislativos del estado. 

Para lograr órganos jurisdiccionales profesionales e independientes, se requiere implementar garantías judiciales, cuyo fin, de acuerdo con Orozco Henríquez, es asegurar el carácter jurídico de la función jurisdiccional, al promover, tanto para el órgano judicial como para los juzgadores que lo integran, la especialización material y la independencia que indispensablemente se requieren para establecer con rigor técnico el sentido preciso del mandato de la ley y ajustarse a él con absoluta fidelidad, al margen de cualquier consideración ajena a lo jurídico.
Para poder hablar de un Poder Judicial integral no basta con que sus órganos gocen de autonomía en sus diferentes vertientes, sino también se requiere que sus juzgadores, en este caso los magistrados que los integran, actúen con absoluta independencia, imparcialidad y profesionalismo, sin subordinarse a los intereses externos a los de la propia justicia.

Al respecto, para analizar el perfil ciudadano que se requiere para integrar los órganos jurisdiccionales, es importante analizar, de acuerdo con el maestro Esquiaga Ganuzas, los compromisos que debe asumir el juez demócrata:

a) Sentirse vinculado y sometido no solo a la ley, sino también a la Constitución y a los valores y principios que ella maneja.

b) Como un corolario de ese primer  compromiso, reaccionando contra las vulneraciones de la Constitución o de la ley, aunque provengan de los poderes públicos.

c) Empleando, con todas sus limitaciones, el método jurídico aunque se trate de temas políticos.

d) Manejándose en los inevitables márgenes valorativos sin sesgos y con independencia.

e) Reclutando y formando un modelo de juez apto para esta tarea, lo que podríamos denominar juez ciudadano.

En este sentido, es necesario que los mecanismos de designación de magistrados cumplan con requisitos de imparcialidad, trasparencia, objetividad e independencia, con el fin de que sean elegidos los mejores perfiles, los más preparados y quienes cumplen de manera idónea con las características del cargo. Además, es imperativo que los procedimientos contengan 
mecanismos de participación ciudadana, con el fin de que los miembros de la sociedad civil sepan cómo, cuándo y por qué fueron elegidos los juzgadores del Poder Judicial.

Aunado a lo anterior, consideramos importante reformar de 15 a siete años el periodo constitucional de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal de Justicia Administrativa. Esto, con la finalidad de proteger la independencia y autonomía de los órganos jurisdiccionales; evitando que los juzgadores atiendan a intereses políticos y personales como consecuencia del excesivo tiempo que ostentarán el cargo, por lo que, es preferible la renovación periódica en menor tiempo con el procedimiento de evaluación que se propone en  el presente decreto.
En conclusión, compañeras Diputadas y compañeros Diputados, las reformas constitucionales y legales que se proponen en la presente iniciativa, pretenden  que las autoridades que intervienen en la designación de los magistrados del Poder Judicial, incluido este Congreso del Estado,  no elijamos como Magistrado a una persona sólo por acuerdos políticos como se ha venido haciendo en la práctica. Más bien, debemos dejar de lado esos acuerdos y sustituirlos por procesos que nos lleven a encontrar los mejores perfiles para fortalecer la función del Poder Judicial.
En virtud de lo anterior, es que se somete a consideración de este Honorable Congreso del Estado para su revisión, análisis y en su caso aprobación, la siguiente:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

A través de la cual se proponen diversas reformas y adiciones a los  artículos 82 fracciones IX y XXIII; 135, fracción I; 143; 145; 146 y 168-A, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar de la forma siguiente:  

Artículo 82. Son facultades del Gobernador:

(…)
IX.
Someter al Congreso del Estado las ternas de los aspirantes para aprobar los nombramientos de los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza.

XXIII. Someter al Congreso del Estado, en los términos de esta Constitución y demás disposiciones aplicables, las ternas de los aspirantes para aprobar los nombramientos de Magistrados Numerarios y Supernumerarios del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje.
Artículo 135. El poder Judicial se deposita, para su ejercicio, en el Tribunal Superior de Justicia, en el Tribunal de Conciliación y Arbitraje, en los Tribunales Distritales, en los Juzgados de Primera Instancia, cualquiera que sea su denominación, en el Consejo de la Judicatura y en los demás órganos judiciales que con cualquier otro nombre determinen las leyes.

El periodo constitucional de los integrantes del Poder Judicial será: 

I.-  
De siete años, para los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; 

(…)
Artículo 143. El Consejo de la Judicatura es un órgano del Poder Judicial del Estado, que tendrá como funciones la administración, vigilancia y disciplina de los órganos jurisdiccionales. La administración de las dependencias del Pleno, la Presidencia y las Salas, estará a cargo del Presidente del Tribunal Superior de Justicia.
El Consejo de la Judicatura estará integrado por seis Consejeros, uno de los cuales será el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, quien lo presidirá con voz y voto de calidad; uno designado por el Ejecutivo del Estado; uno designado por el 
Congreso del Estado; un Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, un Magistrado de Tribunal Distrital y un Juez de Primera Instancia, que serán los de mayor antigüedad en el ejercicio de los respectivos cargos. El Presidente del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, formará parte siempre del Consejo con voz, pero sólo tendrá voto cuando se trate de asuntos relativos al Tribunal que preside.

Los consejeros deberán reunir los requisitos para ser magistrados y durarán tres años en su cargo, salvo su Presidente. Por cada uno de los consejeros, habrá un suplente.

Las ausencias temporales del Presidente, serán suplidas por el Consejero Magistrado del Tribunal Superior.

Los consejeros ejercerán su función con independencia e imparcialidad y durante su encargo, sólo podrán ser removidos en los términos del Título Séptimo de esta Constitución.

El Consejo designará a cinco abogados de reconocido prestigio en el Estado para que integren un Comité Consultivo que funcionará según lo disponga la ley.

El Consejo funcionará en Pleno o en comisiones. El Pleno resolverá sobre la designación, adscripción, readscripción y remoción de magistrados de Tribunales Unitarios y jueces, así como de los demás asuntos que la ley determine y estará facultado para expedir los reglamentos y acuerdos generales con el fin de regular el adecuado funcionamiento del Poder Judicial, de conformidad con lo que establezca la ley. Las comisiones tendrán la duración, objeto y funciones que acuerde el Pleno del Consejo.

Las decisiones del Consejo se tomarán por mayoría de votos y serán definitivas e inatacables. 
El Consejo será el responsable de emitir la Convocatoria del procedimiento de designación de magistrados establecido en el artículo 146 de esta Constitución. La Convocatoria, como mínimo, deberá contener lo siguiente:

1. Cargo o cargos por los que se aspira.

2. Periodo de registro de los aspirantes.

3. Documentación que deberán presentar los aspirantes para el registro.

4. Requisitos de elegibilidad del cargo.

5. Responsable de elaborar el examen de conocimientos.

6. Fecha y lugar de presentación de examen de conocimientos.

7. Fecha y lugar de publicación de calificaciones del examen de conocimientos.

8. Requisitos para participar como Observador Ciudadano.

La Convocatoria deberá aprobarse cuando menos 30 días naturales antes del inicio del registro de aspirantes y deberá publicarse de manera inmediata en la página oficial del Poder Judicial y del Congreso de Estado; además, en cuando menos dos diarios de mayor circulación del estado de Coahuila de Zaragoza, se publicará por un periodo de cuando menos ocho días naturales antes al inicio del periodo de registro de aspirantes. Asimismo deberá publicarse en el Periódico Oficial del Estado. 

Artículo 145. Los nombramientos de los Magistrados y Jueces, integrantes del Poder Judicial, serán hechos entre aquellos aspirantes que hayan acreditado el examen de conocimientos. Además, preferentemente, se tomará en cuenta a los aspirantes que hayan prestado sus servicios con eficiencia y probidad en la administración de justicia, o que lo merezcan por su honorabilidad, competencia y antecedentes en otras ramas de la profesión jurídica.
Artículo 146. Los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia serán hechos por el Congreso del Estado, tomando en cuenta las ternas que presente el Gobernador del Estado basadas en la lista de candidatos que, previa acreditación del examen de conocimientos, le presente el Consejo de la Judicatura y sometidos a la aprobación del Congreso, o en su caso, de la Diputación Permanente, cuando proceda, el que la otorgará o negará dentro del improrrogable término de quince días.  
El procedimiento de designación de los magistrados del Tribunal de Conciliación y Arbitraje se hará por el Congreso del Estado en base la propuesta que haga el Consejo de la Judicatura entre las ternas que le hayan presentado los Poderes del Estado, organismos públicos autónomos, Municipios y los trabajadores por conducto de sus representantes sindicales, en los términos de la ley de la materia. Las personas integrantes de las referidas ternas, deberán acreditar previamente el examen de conocimientos.
Cuando el Congreso o la Diputación Permanente no resuelvan dentro del término que se señala para el efecto, dentro de los cinco días naturales posteriores, en sesión pública se deberán elegir las vacantes correspondientes por medio de sorteo, respetando, en todo momento, la integración de las ternas presentadas.

Por ningún motivo se podrá nombrar a personas o aspirantes que no acreditaron el examen de conocimientos. El aspirante deberá tener una calificación mínima de 80 sobre 100 para poder aspirar al cargo. 

El examen de conocimientos deberá ser elaborado, previa convocatoria y acuerdo del Consejo, por universidades públicas y privadas de la entidad, académicos y colegios de abogados. Dicho examen se compondrá de tres apartados:

1. Conocimientos constitucionales

2. Conocimientos generales

3. Conocimientos específicos

Tanto el Consejo de la Judicatura como el Congreso del Estado, deberán garantizar mecanismos de transparencia y participación ciudadana.

La aplicación del examen se realizará en un espacio que permita la participación de Observadores Ciudadanos, cuyos requisitos deberán establecerse en la Convocatoria referida.

El aspirante, para poder ser designado, deberá obtener una calificación mínima de 80 sobre 100; una vez calificados los exámenes, la lista de candidatos que hubieren cubierto los requisitos de ley, será publicada en la página oficial del Congreso y del consejo de la Judicatura, para que la sociedad, por el medio previamente aprobado y difundido, pueda hacer llegar al órgano legislativo sus opiniones respecto de los candidatos; quienes hubieran obtenido la calificación aprobatoria, serán incluidos en la lista de candidatos elegibles que se propone al Pleno para pasar a la elección de Magistrado.
Artículo 168-A. El Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, es un organismo, con personalidad jurídica y patrimonio propios, dotado de plena autonomía para dictar sus fallos, y que establecerá su organización, su funcionamiento y los recursos para impugnar sus resoluciones.

Es competente para resolver las controversias que se susciten entre la administración pública del Estado y los municipios y los particulares; imponer sanciones a los servidores públicos por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves y a los particulares que participen en actos vinculados con dichas responsabilidades; y fincar el pago de indemnizaciones y sanciones pecuniarias derivadas de los daños y perjuicios a la hacienda pública del estado o de los municipios, o al patrimonio de los entes públicos estatales y municipales.

Estará integrado al menos por 5 magistrados, designados por el Congreso del Estado a propuesta del Gobernador, de conformidad con los establecido en los artículos 143, 145 y 146 de esta Constitución, la duración de su encargo será de siete años improrrogables y sólo podrán ser removidos del mismo por las causas graves señaladas por la ley.

Para ser Magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza se requiere:

I.
Ser mexicano por nacimiento, en ejercicio de sus derechos políticos y civiles y haber residido efectivamente en el Estado durante los últimos cinco años;

II.
Tener 35 años cumplidos al día de su designación;

III.
No padecer enfermedad física o mental, que lo inhabilite para el desempeño del encargo;
IV.
Ser licenciado en derecho con título y cédula profesional, con ocho años de antigüedad, al día de su designación;

V.
Tener por lo menos cinco años de experiencia profesional en materia administrativa o fiscal;

VI.
Ser de notoria buena conducta y honorabilidad manifiesta;

VII.
No ser ministro de algún culto religioso, a menos que se separe formal y definitivamente de su ministerio, cuando menos cinco años antes del día de su designación; y
VIII.
No haber sido condenado en sentencia ejecutoria, por delito intencional, ni haber sido inhabilitado o suspendido por más de tres meses como servidor público.
IX.  Haber acreditado el examen de conocimientos con una calificación mínima de 80 sobre 100.
El Congreso expedirá la ley en que se determine la organización y funcionamiento del Tribunal, así como su procedimiento y los recursos que procedan contra sus resoluciones.

En cuanto a la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, se proponen diversas reformas y adiciones a los artículos 7 y 79, se adiciona la fracción VII del artículo 80 y se realizan diversas reformas y adiciones al artículo 81 y 95 para quedar de la manera siguiente:

ARTICULO  7o.- Los magistrados numerarios que integren el Tribunal Superior de Justicia durarán en su encargo siete años y sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos del Título Séptimo de la Constitución Política local.

Los magistrados supernumerarios del Tribunal Superior de Justicia durarán en su cargo seis años, al término del cual podrán ser designados para un nuevo período.
ARTÍCULO  79.- Los nombramientos de los Magistrados y Jueces integrantes del Poder Judicial serán hechos entre aquellos aspirantes que hayan acreditado el examen de conocimientos. Además, preferentemente, entre aquellas personas que hayan prestado su servicio con eficiencia y probidad en la administración de justicia, o que lo merezcan por su honorabilidad, competencia y antecedentes en otras ramas de la profesión jurídica.

ARTÍCULO 80. Para ser nombrado Magistrado del Tribunal Superior de Justicia o del Tribunal de Conciliación y Arbitraje se requiere:
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en el pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;

II. Tener cuando menos 35 años cumplidos el día de la designación;

III. Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima de diez años, título profesional de Licenciado en Derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello;

IV. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena; y

V. Haber residido en el Estado durante los dos años anteriores al día de la designación;

VI. No haber  ocupado el cargo de Secretario del Ramo, o su equivalente, en la Administración Pública Estatal, Fiscal General del Estado, Diputado Local, o alguno de los cargos mencionados en la fracción VI del artículo 95 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, durante el año previo al día de su nombramiento.
VII. Haber acreditado el examen de conocimientos con una calificación mínima de 80 sobre 100.
Los nombramientos de los Magistrados deberán recaer preferentemente entre aquellas personas que hayan servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia o que se hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica.

ARTÍCULO 81. Los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia serán hechos por el Congreso del Estado, tomando en cuenta las ternas que presente el Gobernador del Estado basadas en la lista de candidatos que, previa acreditación del examen de conocimientos, le presente el Consejo de la Judicatura y sometidos a la aprobación del Congreso, o en su caso, de la Diputación Permanente, cuando proceda, el que la otorgará o negará dentro del improrrogable término de quince días.  

El procedimiento de designación de los magistrados del Tribunal de Conciliación y Arbitraje se hará por el Congreso del Estado en base la propuesta que haga el Consejo de la Judicatura entre las ternas que le hayan presentado los Poderes del Estado, organismos públicos autónomos, Municipios y los trabajadores por conducto de sus representantes sindicales, en los términos de la ley de la materia. Las personas integrantes de las referidas ternas, deberán acreditar previamente el examen de conocimientos.

Cuando el Congreso o la Diputación Permanente no resuelvan dentro del término que se señala para el efecto, dentro de los cinco días naturales posteriores, en sesión pública se deberán elegir las vacantes correspondientes por medio de sorteo, respetando, en todo momento, la integración de las ternas presentadas.

Por ningún motivo se podrá nombrar a personas o aspirantes que no acreditaron el examen de conocimientos. El aspirante deberá tener una calificación mínima de 80 sobre 100 para poder aspirar al cargo. 

El examen de conocimientos deberá ser elaborado, previa convocatoria y acuerdo del Consejo, por universidades públicas y privadas de la entidad, académicos y colegios de abogados. Dicho examen se compondrá de tres apartados:

1. Conocimientos constitucionales

2. Conocimientos generales

3. Conocimientos específicos

Tanto el Consejo de la Judicatura como el Congreso del Estado, deberán garantizar mecanismos de transparencia y participación ciudadana.
La aplicación del examen se realizará en un espacio que permita la participación de Observadores Ciudadanos, cuyos requisitos deberán establecerse en la Convocatoria referida.

El aspirante, para poder ser designado, deberá obtener una calificación mínima de 80 sobre 100; una vez calificados los exámenes; la lista de candidatos que hubieren cubierto los requisitos de ley, será publicada en la página oficial del Congreso y del consejo de la Judicatura, para que la sociedad, por el medio previamente aprobado y difundido, pueda hacer llegar al órgano legislativo sus opiniones respecto de los candidatos; quienes hubieran obtenido la calificación aprobatoria, serán incluidos en la lista de candidatos elegibles que se propone al Pleno para pasar a la elección de Magistrado.
ARTÍCULO 95. El periodo constitucional de los integrantes del Poder Judicial será:

I.- De siete años, para los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia;
(…)
Respecto a la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se reforma el artículo 270, para quedar de la manera siguiente: 

ARTÍCULO 270.- Es facultad del Congreso o de la Diputación Permanente, aprobar los nombramientos de Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de Justicia Administrativa y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, que les someta el Gobernador del Estado, en los términos de la Constitución y las leyes.

Igualmente, ratificar, el nombramiento del Procurador General de Justicia del Estado y de aquellos otros titulares de la administración pública estatal que presente el Ejecutivo del Estado.
En relación con la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, se reforma el artículo 17 y se adiciona la fracción IX del artículo 19, para quedar de la manera siguiente:

Artículo 17. Los magistrados del Tribunal serán designados por el Congreso del Estado o, en sus recesos, por la Diputación Permanente por el voto de las dos terceras partes de los miembros, atendiendo las ternas que le presente el Titular del Ejecutivo del Estado de conformidad con el artículo 144 y 146 de la Constitución del Estado. Durarán en su encargo nueve años improrrogables.

Los magistrados supernumerarios serán designados por el procedimiento mencionado en el párrafo anterior. Durarán en su encargo seis años, al cabo de los cuales podrán ser ratificados por una sola ocasión para otro periodo igual.

Las Comisiones Legislativas encargadas del dictamen correspondiente, deberán solicitar información a las autoridades, relativa a antecedentes penales y administrativos que consideren necesarias para acreditar la idoneidad de las propuestas.

Artículo 19. Son requisitos para ser magistrado, los siguientes:

I. Ser mexicano por nacimiento, en ejercicio de sus derechos políticos y civiles y haber residido efectivamente en el Estado durante los últimos cinco años;

II. Tener 35 años cumplidos al día de su designación;

III. No padecer enfermedad física o mental, que lo inhabilite para el desempeño del encargo;

IV. Ser licenciado en derecho con título y cédula profesional, con ocho años de antigüedad, al día de su designación;

V. Tener por lo menos cinco años de experiencia profesional en materia fiscal o administrativa;

VI. Ser de notoria buena conducta y honorabilidad manifiesta;

VII. 
No ser ministro de algún culto religioso, a menos que se separe formal y  definitivamente de su ministerio, cuando menos cinco años antes del día de su designación; y
VIII.  No haber sido condenado en sentencia ejecutoria, por delito intencional, ni haber sido                 inhabilitado o suspendido por más de tres meses como servidor público.
IX. Haber acreditado el examen de conocimientos con una calificación mínima de 80 sobre     100.
ARTÍCULO TRANSITORIO

PRIMERO.- Las presentes reformas y adiciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, a la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, a la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza y a la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza entrarán en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
SEGUNDO. Se ordena al Poder Judicial del Estado de Coahuila para que, en un periodo de 60 días naturales, armonice su normatividad interna acorde a las reformas constitucionales y legales del presente decreto.

TERCERO. Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.
 “POR UN GOBIERNO DE CONCERTACION DEMOCRATICA”

GRUPO PARLAMENTARIO “BRIGIDO RAMIRO MORENO HERNANDEZ”

Saltillo, Coahuila de Zaragoza a  19 de junio de 2018

Diputado Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor

Diputada Zulmma Verenice Guerrero Cázares

Diputado Edgar Gerardo Sánchez Garza
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE PRESENTA LA DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO PRESIDENTE BENITO JUÁREZ GARCÍA, DEL  PARTIDO MOVIMIENTO DE REGENERACIÓN NACIONAL (MORENA), PARA REFORMAR Y ADICIONAR LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, CON EL OBJETO DE ESTABLECER LA REVOCACIÓN DE MANDATO COMO INSTRUMENTO DE DEMOCRACIA DIRECTA DE LAS Y LOS CIUDADANOS COAHUILENSES.

Honorable Asamblea Legislativa:

Con fundamento en el artículo 196, fracción I, de la Constitución Política del Estado, la suscrita, DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ, del Grupo Parlamentario Presidente Benito Juárez García, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA), respetuosamente comparezco para presentar Iniciativa con Proyecto de Decreto, relativa a incorporar la consulta de revocación de mandato en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, sustentando mi Iniciativa al tenor de la siguiente

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Justificación. El proceso de transición a la democracia demanda el establecimiento de instrumentos que fomenten y propicien la participación de las y los ciudadanos en los asuntos públicos. La democracia representativa debe ser complementada y ensanchada con la democracia participativa y, para ello, son indispensables mecanismos constitucionales que garanticen la participación ciudadana.

En nuestra Constitución contamos con el plebiscito, el referendo y la iniciativa ciudadana pero, durante muchas legislaturas, se ha impedido establecer, dentro de la Constitución, la revocación de mandato. Yo abrigo la esperanza de que, como se ha dicho en reiteradas ocasiones, esta Legislatura sea diferente y, por fin, cumpla una importante demanda de la sociedad civil incorporando la revocación de mandato en el texto constitucional.

Incorporar a la Constitución la revocación de mandato, implica reconocer el derecho de las y los coahuilenses para determinar, mediante un ejercicio de democracia directa, la conclusión anticipada del mandato conferido a un servidor público de elección popular. 

Implica, también, que el mandato popular conferido en las urnas puede ser revocado cuando, a través de una consulta democrática y a juicio de una mayoría significativa de electores, el representante popular, sea éste el titular del poder ejecutivo, los integrantes de la legislatura estatal o los presidentes municipales, sea despojado de esa representación y, en consecuencia, deba cesar en el desempeño de su encargo.

El artículo 2º de nuestra Constitución establece que la soberanía del Estado reside esencial y originariamente en el pueblo coahuilense. Esta soberanía la ejerce el pueblo de manera directa, a través del sufragio popular, el plebiscito y el referendo, y de forma indirecta, por medio de los poderes públicos del estado y de los municipios. 

La iniciativa con proyecto de decreto que someto a la consideración del Pleno, propone reformar la fracción I del artículo 2º constitucional, para los efectos de incorporar la revocación de mandato como instrumento de la democracia directa, de tal manera que el resultado de la consulta sea expresión de la soberanía popular, en los mismos términos que el sufragio popular, el plebiscito y el referendo.

Es evidente que los servidores públicos de elección popular están obligados a la rendición de cuentas, pero tal obligación se vuelve una simulación cuando no existe una sanción política por su incumplimiento o cuando, simplemente, el representante popular deja de representar los intereses de sus electores. Esa posibilidad, la de imponer una sanción política se materializa al reconocer, constitucionalmente, el derecho de las y los coahuilenses a la revocar el mandato de sus representantes.

Coincido con quien argumente que esta iniciativa no es nueva. En efecto, legislatura tras legislatura se han presentado, sin éxito hasta ahora, diversas iniciativas en la materia. En todo caso, lo relevante es que, para sustentarla, se examinan todos los textos constitucionales locales, así como las leyes que, en su caso, regulan la revocación de mandato y se extraen conclusiones para darle funcionalidad democrática a las reformas y adiciones que se proponen.

Rango constitucional. Sostenemos que la revocación de mandato debe tener rango constitucional porque, esencialmente, representa una restricción al principio de periodicidad de los mandatos. En efecto, por disposición expresa de la Constitución Federal, reproducida por todas las constituciones locales, la renovación de los poderes públicos y de los ayuntamientos debe realizarse mediante elecciones libres y periódicas.

El principio de periodicidad es la garantía de que la representación, otorgada por el sufragio popular, será ejercida por un tiempo determinado. Ello significa, por un lado, que el servidor público de elección popular no podrá ejercer el cargo por un tiempo mayor al que fue electo, pero, por otro lado, tampoco podrá ser despojado de esa representación, durante el tiempo de su encargo, salvo por las causas que la propia Constitución disponga expresamente.

El Estado de Nuevo León reguló la revocación de mandato para Gobernador, Diputados y Presidentes Municipales en la Ley de Participación Ciudadana para esa entidad pero, en ninguna parte de la Constitución del Estado de Nuevo León, estableció la revocación de mandato.

En nuestra opinión, establecer la revocación de mandato en una ley secundaria, sin que esa figura jurídica se contenga en la Constitución, genera un vicio de inconstitucionalidad, pues la norma jerárquicamente superior no establece expresamente la restricción o excepción al principio de periodicidad. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en diversos precedentes, ha señalado que la restricción de los derechos debe estar contenida en el texto constitucional o derivar directamente de ella, además de que las restricciones y excepciones deben ser expresas.

Ciertamente no se promovió ninguna acción de inconstitucionalidad, por lo que no se realizó un control abstracto de su constitucionalidad. Sin embargo, frente a un acto de aplicación, podrá ser recurrido ante la jurisdicción federal, a través del juicio de amparo y, en ese caso, la autoridad jurisdiccional deberá resolver sobre la constitucionalidad de la norma secundaria, al realizar el control difuso.

Es por ello que, al igual que el plebiscito y el referendo, la revocación de mandato debe tener base constitucional.

Antecedentes en México. La revocación de mandato es uno de los instrumentos de participación ciudadana que ha provocado más resistencia tanto en las legislaturas federales como en las locales. No obstante, a finales de la década de los noventas del siglo pasado, algunas entidades del país la incluyeron en sus textos constitucionales, cada una con matices diferentes.

Es necesario precisar que, en casi todos los casos, se imponían requisitos que hacían prácticamente imposible su procedencia, entre ellos, un número desproporcionado de firmas para solicitar la revocación de mandato o un número igualmente gravoso para que el resultado de la consulta fuera vinculatorio y tuviera por efecto la revocación del mandato.

Desde la primera alternancia, a partir del año 2000, y hasta la fecha, las cosas no mejoraron en relación a la revocación del mandato, al contrario, paulatinamente se presentó un retroceso. Entidades que incluían en sus textos constitucionales la revocación de mandato, derogaron tales disposiciones. Son los casos, por ejemplo, de Guerrero, Morelos y Zacatecas. Incluso, en Guerrero y Zacatecas, aunque derogaron las disposiciones legales relativas a la revocación de mandato, dejaron intocadas, en su texto constitucional, algunas disposiciones referentes a la revocación.

Derecho Comparado. De las 32 entidades federativas, 24 no incluyen en su texto constitucional la revocación de mandato. Con Guerrero y Zacatecas que, aunque la mencionan, en los hechos derogaron las disposiciones secundarias, dejándola sin sustento legal, llegaríamos a 26.

Del resto, el caso de Sinaloa resulta ejemplar para mostrar la simulación y el engaño. Bajo el título de “Revocación de mandato”, el texto constitucional de esa entidad consignó el derecho de los ciudadanos para “recusar” el nombramiento de autoridades, hecho por el Ejecutivo, el Tribunal de Justicia o por los Ayuntamientos; La solicitud debe presentarse por escrito ante la “superioridad” que realizó el nombramiento y, si la solicitud es resuelta en sentido negativo, se podrá acudir al Congreso del Estado para que resuelva lo que en justicia corresponda.

Con independencia a que pueda estimarse que, lo establecido en la Constitución de Sinaloa, constituye una vulneración a la división de poderes o, en su caso, a la autonomía municipal, la supuesta revocación de mandato es una simulación porque no es aplicable a los servidores públicos de elección popular.

En Baja California el capítulo II del Título Segundo de la Constitución de esa entidad, fue denominado “De la Revocación de Mandato” y, en mi opinión, es también una simulación, aunque parcial. Todo el capítulo está integrado por un solo artículo con seis fracciones. Se incluyen, como “mecanismos” para revocar el mandato de servidores públicos de elección popular: El juicio político, la responsabilidad penal determinada por autoridad competente, la incapacidad total y permanente declarada por autoridad judicial y ratificada por el Congreso, la suspensión o revocación de ayuntamientos en los términos del artículo 115 de la Constitución Federal, así como cuando lo solicite la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Como podrá constatarse, todos los supuestos “mecanismos” no son, ni pueden ser, instrumentos de participación ciudadana.

Sin embargo, la última fracción, adicionada en 2015 dispone: “Tratándose de Diputados, la revocación de mandato procederá mediante sufragio universal que emitan los ciudadanos, en términos de las disposiciones que resulten aplicables.”

En relación a lo anterior, tres cosas se deben destacar: Primera, se trata exclusivamente de la revocación de mandato de legisladores locales; segunda, el texto constitucional remite a la ley los términos en que deba realizarse la solicitud, trámite y, en su caso,  procedimiento de revocación señalando, expresamente, que éste último será mediante sufragio universal; y, por último, de conformidad al tercer transitorio del decreto de fecha 11 de junio de 2015, la adición constitucional entrará en vigor hasta el día 1º de agosto de 2021, es decir, se establece una vacatio legis de más de seis años. 

Por otro lado, vale la pena examinar el caso de Yucatán, donde se estableció la revocación de mandato del Gobernador y de los Diputados, aclarando que dicha fracción fue declarada inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al sustanciar el expediente AI 8/2010.
 La Legislatura yucateca incorporó la revocación de mandato dentro de las facultades del Congreso del Estado, en los siguientes términos: “Revocar el mandato conferido al Gobernador del Estado, y a los Diputados en lo particular. En ambos casos será necesaria la determinación del sesenta y cinco por ciento de los electores inscritos en el listado nominal correspondiente, comunicada al Congreso y aprobada por el voto unánime de la Legislatura en el caso del Gobernador, y de las dos terceras partes en el de los Diputados.”

Más allá de la inconstitucionalidad de la disposición, conviene apuntar la carga excesiva, desproporcionada e irracional para que se materialice la revocación de mandato, esto es, se exigen dos condiciones: Que la revocación, en primera instancia, sea determinada por el “sesenta y cinco por ciento de los electores inscritos en el listado nominal correspondiente” y, después, que la revocación sea “aprobada por el voto unánime de la Legislatura en el caso del Gobernador, y de las dos terceras partes en el de los Diputados.” 

Lo anterior demuestra que lo lesivo que resulta, para cualquier instrumento o mecanismo de democracia directa, establecido a favor de las y los ciudadanos, la intromisión del poder legislativo o del poder ejecutivo.

En ese mismo sentido, debe examinarse el caso del Estado de Oaxaca. En esta entidad federativa se estableció la revocación de mandato exclusivamente para el cargo de Gobernador,
 en los siguientes términos: Deberá ser solicitada por, al menos, el 20% de los electores inscritos en la lista nominal del Estado. Posteriormente, el Congreso del Estado, por mayoría calificada de las dos terceras partes del voto de sus integrantes, deberá declarar la procedencia de la consulta de revocación de mandato. 

Es decir, no basta con que el 20% de los electores del Estado soliciten la consulta de revocación de mandato, sino que, una vez acreditado el cumplimiento de ese requisito, todavía el poder legislativo debe declarar, por mayoría calificada, la procedencia de la consulta. 

En virtud de que, sin la declaración de procedencia del Congreso, no puede realizarse la consulta de revocación de mandato, se introduce en el texto constitucional un requisito de procedencia que puede anular el ejercicio del derecho ciudadano reconocido por la propia Constitución. Esto es, se reconoce un derecho político a los ciudadanos y, a renglón seguido, se hace depender el ejercicio de ese derecho de la decisión del Poder legislativo, evocando un pasado político ominoso que creíamos superado.

Este tipo de disposiciones que, en los hechos, anulan el ejercicio de la democracia directa, mediante la cual el pueblo ejerce su soberanía, derivan de la simulación, el engaño, el autoritarismo y la demagogia de legisladores y gobernantes que privilegian sus intereses políticos por sobre la representación popular que ostentan.

Ya hemos abordado el Caso de Nuevo León, pero es necesario señalar que la Ley de Participación Ciudadana de esa entidad
, regula el procedimiento de revocación de mandato en los siguientes términos: Deberá ser solicitado, cuando menos, por el 10% de los electores inscritos en la lista nominal, para el caso de Gobernador; del 10% al 20% de electores tratándose de Presidentes Municipales; y el 10% en el caso de Diputados. El resultado de la revocación de mandato será vinculante, siempre y cuando, en el caso del Gobernador, el 40% de los electores inscritos en la lista nominal, voten a favor de la revocación; Tratándose de Presidentes Municipales, deberán votar a favor de la revocación, del 40% al 50% de los electores inscritos; y, en el caso de Diputados, se requerirá el 40%.

Esto implica que no es suficiente con que el resultado de la consulta favorezca la revocación, sino que los votos a favor de la revocación deben representar, por lo menos, del 40% al 50% del total de personas inscritas en la lista nominal. Resulta paradójico que se exijan porcentajes de votación, a favor de la revocación, que muchas veces son superiores al porcentaje con que resultó electo el representante popular sujeto a la consulta. En efecto, el porcentaje con el que resulta electo un servidor público de representación popular se calcula en base a los electores que efectivamente sufragaron en los comicios, mientras que el porcentaje exigido para que el resultado de la consulta sea vinculatorio se calcula sobre el total de electores inscritos en la lista nominal, sin tomar en cuenta si participaron o no en la consulta. 

Aguascalientes y Jalisco. Del estudio de derecho comparado se desprende, en nuestra opinión, que deben ponderarse por separado los casos de Aguascalientes, Jalisco y la Ciudad de México, en atención a que sus disposiciones constitucionales y, en su caso, legales, posibilitan el ejercicio real de la revocación de mandato.

En el Estado Aguascalientes se establece la revocación de mandato con rango constitucional
 y se hace remisión a la ley para su regulación. La Ley de Participación Ciudadana del Estado de Aguascalientes, en lo relativo al tema que nos ocupa, dispone: “La Consulta de la Revocación de Mandato es el instrumento de participación por el cual los ciudadanos del Estado, sus municipios o sus distritos, según sea el caso, someten a consulta y votación la permanencia en el cargo de un ciudadano que desempeña un puesto de elección popular.”

Podrán solicitar la consulta el 10% de ciudadanos inscritos en el padrón electoral, en el caso del Gobernador y del 10% al 20% tratándose de Diputados Locales o Presidentes Municipales. “Para que la consulta de la revocación de mandato surta efectos vinculatorios se requerirá una votación emitida superior al número de sufragios emitidos en la elección de origen en la que haya sido electo el funcionario objeto de la consulta.”

En el Estado de Jalisco, su Constitución
 dispone que podrán solicitar la revocación de mandato, el 5% de las personas inscritas en la lista nominal, sin embargo, adiciona la condición de que ese porcentaje deba estar distribuido en las dos terceras partes de los distritos o secciones electorales, según corresponda al ámbito territorial de que se trate.

Además, para que el resultado sea vinculatorio se requiere que, en la consulta, se actualicen dos condiciones: Primero, que participen en la consulta, por lo menos, el mismo número de electores que en la elección que originó el nombramiento que pretenda revocase y, segundo, que el número de votos por la revocación sea mayor al número de votos con que originalmente fue electo el servidor público de elección popular cuyo mandato se quiera revocar.

Por último, el texto constitucional remite a la legislación electoral, los términos y procedimientos para la organización de la consulta.
 

Ciudad de México. El constituyente de la Ciudad de México, tras una larga discusión, acordó introducir la revocación de mandato en los siguientes términos: “Las y los ciudadanos tienen derecho a solicitar la revocación del mandato de representantes electos cuando así lo demande al menos el diez por ciento de las personas inscritas en la lista nominal de electores del ámbito respectivo.”

La consulta de revocación de mandato solo procederá una vez y siempre que haya transcurrido, al menos, la mitad del período de encargo del servidor público de elección popular objeto de la consulta.

Para que el resultado de la consulta sea vinculante y tenga por efecto el cese del encargo, se deberán cumplir dos condiciones: Primero, que participen en la consulta, por lo menos, el 40% de las personas inscritas en la lista nominal de electores del ámbito de que se trate, y segundo, que del porcentaje anterior, al menos, el 60% se manifieste a favor de la revocación.

Resulta importante precisar que la revocación de mandato, en la Constitución de la Ciudad de México, se inscribe dentro del artículo 25, relativo a la democracia directa, diferenciándolo de los mecanismos contenidos en los artículos 26 (democracia participativa) y 27 (democracia representativa) del texto constitucional.

Conclusiones. La revocación de mandato, al igual que el sufragio popular y las consultas de plebiscito y referendo, son instrumentos de la democracia directa y, por tanto, expresión de la soberanía popular consagrada en todos los textos constitucionales locales.

En virtud de que la revocación de mandato es una restricción al principio de periodicidad, es indudable que debe tener rango constitucional.

Existe coincidencia en que la consulta de revocación de mandato solo debe proceder en una única ocasión sobre un mismo servidor público de elección popular.

También existe consenso en que la consulta debe realizarse una vez transcurrido, por lo menos, la mitad del período para el que fue electo el servidor público. En Aguascalientes se establece un período menor, de una tercera parte del período, pero es importante señalar que se trata de una disposición legal y no constitucional.

En relación al porcentaje de personas que deben suscribir la solicitud de revocación de mandato, varias entidades establecen porcentajes diferenciados dependiendo del número de electores con que cuente el municipio y, en otros casos, el distrito. Es decir, mientras menor sea el número de ciudadanos, mayor será el porcentaje requerido y viceversa. Estimamos que esta diferenciación no tiene razón de ser porque se trata del mismo derecho y debe ser reconocido en condiciones de igualdad a menos que, por supuesto, se busque dificultar o restringir el ejercicio del derecho, en los municipios con menor número de electores, lo que resultaría discriminatorio y deleznable.

Por otro lado, es evidente que fijar un porcentaje excesivo o desproporcionado solo puede tener por objeto restringir, limitar o anular de facto el ejercicio del derecho. 

El porcentaje menor está establecido en la Constitución del Estado de Jalisco. Sin embargo, el 5% requerido debe estar distribuido o “dispersado” en las dos terceras partes de los distritos o secciones electorales, lo que adiciona un mayor grado de dificultad. Por ello, consideramos que el 10% establecido en la Constitución de la Ciudad de México y en la leyes de Aguascalientes y Nuevo León
, representa un porcentaje adecuado, toda vez que resulta razonable para posibilitar el ejercicio del derecho, no de revocar el mandato, sino de accionar la consulta para la revocación. 

En relación a las condiciones para que, en su caso, el resultado de la consulta sea vinculatorio y tenga por efecto el cese del encargo, también estimamos razonable lo dispuesto en la Constitución de la Ciudad de México, esto es, que en la consulta participe, por lo menos, el 40% de las personas inscritas en la lista nominal de que se trate y que en la consulta se manifieste, a favor de la revocación, por lo menos el 60% de los votantes.

Propuesta. Derivado de las consideraciones y conclusiones anteriores, se propone reformar la fracción I del artículo 2º de nuestra constitución, para incluir la revocación de mandato, dentro de los instrumentos en que el pueblo coahuilense ejerce, de manera directa, su soberanía.

Se propone adicionar un último párrafo al artículo 2º para definir la revocación de mandato como la consulta popular por la que las y los ciudadanos coahuilenses pueden determinar la conclusión anticipada del cargo de un servidor público de elección popular, y se incorporan cuatro incisos en los siguientes términos:

a) La consulta deberá ser solicitada por, cuando menos, el diez por ciento de las personas inscritas en la lista nominal de electores del ámbito que corresponda;

b) La consulta procederá una sola vez, después de que haya transcurrido, al menos, la mitad del período de encargo del representante popular de que se trate;

c) Para que los resultados sean vinculatorios y tengan por efecto el cese del representante popular en el cargo, deberán participar en la consulta, por lo menos, el cuarenta por ciento de las personas inscritas en la lista nominal de electores del ámbito que corresponda y que de éstas, por lo menos, el sesenta por ciento se manifieste a favor de la revocación; y

d) La ley de la materia establecerá el trámite, procedimientos y formalidades a que deberán sujetarse la solicitud, organización y resultados de la consulta.

También se propone reformar el primer párrafo de los artículos 18 y 19 para decir: “Son deberes de las y los ciudadanos coahuilenses”, en el primero, y “son derechos de las y los ciudadanos coahuilenses”, en el segundo. En el mismo sentido, se propone reformar el cuarto párrafo del artículo 19, relativo al voto en el extranjero, para que tal derecho pueda ser ejercido por “las y los coahuilenses”.

Además, se propone reformar la fracción II del artículo 18 y la fracción I del artículo 19, para incluir, como derechos y deberes, respectivamente, votar en las consultas de plebiscito, referendo y revocación de mandato. 

Finalmente, se propone reformar el artículo 27, numeral 5, primer párrafo y su inciso d), así como el primer párrafo del numeral 6 del mismo artículo. Las primeras, con el objeto de que el Organismo Público Local Electoral tenga a su cargo la organización de las consultas de revocación de mandato, y la última, para que el Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, resuelva las controversias relacionadas con la consulta popular de revocación de mandato.

Por las razones expuestas, someto a la consideración de esta honorable asamblea, a efecto de que se le de el trámite que corresponda, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO: Se reforman los artículos 2º, fracción I, 18, primer párrafo y fracción II, 19, primer párrafo y fracción primera, en sus párrafos primero y cuarto y 27, numeral 5, primer párrafo e inciso d) y numeral 6, primer párrafo, y se adiciona un último párrafo y cuatro incisos al artículo 2º, para quedar como sigue:

Artículo 2º. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

I. En forma directa, por medio del sufragio popular, el plebiscito, el referendo y la revocación de mandato, para vincular en forma obligatoria a los poderes públicos del estado y de los municipios, o, en su caso, para concluir anticipadamente el ejercicio del cargo de un servidor público de elección popular, en los términos que disponga esta Constitución y demás leyes aplicables.

II. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

La revocación de mandato es la consulta popular por la que las y los ciudadanos coahuilenses pueden determinar la conclusión anticipada del cargo de un servidor público de elección popular, conforme a lo siguiente:

a) La consulta deberá ser solicitada por, cuando menos, el diez por ciento de las personas inscritas en la lista nominal de electores del ámbito que corresponda;

b) La consulta procederá una sola vez, después de que haya transcurrido, al menos, la mitad del período de encargo del representante popular de que se trate;

c) Para que los resultados sean vinculatorios y tengan por efecto el cese del representante popular en el cargo, deberán participar en la consulta, por lo menos, el cuarenta por ciento de las personas inscritas en la lista nominal de electores del ámbito que corresponda y que de éstas, por lo menos, el sesenta por ciento se manifieste a favor de la revocación; y

d) La ley de la materia establecerá el trámite, procedimientos y formalidades a que deberán sujetarse la solicitud, organización y resultados de la consulta. 

Artículo 18. Son deberes de las y los ciudadanos coahuilenses:

I. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

II. Votar en las elecciones populares y en las consultas de plebiscito, referendo y revocación de mandato, en los términos que prescriban las leyes.

III al IV. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Artículo 19. Son derechos de las y los ciudadanos coahuilenses:

I. Votar en las elecciones populares y en las consultas de plebiscito, referendo y revocación de mandato, y ser electos para los empleos y cargos públicos en la forma y términos que prescriban las leyes.

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Las y los coahuilenses podrán ejercer su derecho a votar, aún estando en territorio extranjero, acorde a las disposiciones legales en la materia.

II al IV. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

Artículo 27. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

1 al 4. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

5. La organización de las elecciones, consultas de plebiscitos, referendos y revocación de mandato, es una función estatal encomendada a un Organismo público Local Electoral denominado Instituto Electoral de Coahuila dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya integración participan los partidos políticos y los ciudadanos. El Instituto se regirá por las siguientes normas y lo que establezca la ley; 

a) al c) - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

d) Tendrá a su cargo, de manera integral y directa, todas las actividades relativas a la organización y desarrollo de los procesos electorales locales, de los plebiscitos, referendos y revocación de mandato; los cómputos, declaración de validez y otorgamiento de constancias en las elecciones de Gobernador, diputados y ayuntamientos; la fiscalización de los recursos de los partidos políticos, cuando el Instituto Nacional le delegue esta función, el seguimiento de los compromisos de campaña de los candidatos mediante la emisión de informes anuales con fines meramente informativos y sin efecto vinculatorio alguno, y las demás que señale la ley;

e) al g) - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

6. Para garantizar los principios de constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones electorales y los relativos a plebiscitos,  referendos y revocación de mandato, la ley establecerá un sistema de medios de impugnación del que conocerá el Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza. En materia electoral la interposición de los medios de impugnación no producirá efectos suspensivos sobre la resolución o el acto reclamado. El Tribunal Electoral será órgano permanente, autónomo y máxima autoridad jurisdiccional electoral. Se integrará por tres Magistrados, que durarán en su encargo siete años y cuya designación se realizará de conformidad con lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las Leyes en la Materia.

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

7. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el periódico oficial del Gobierno del Estado;

Segundo. Dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a la entrada en vigor, el Congreso del Estado deberá realizar las reformas a los ordenamientos secundarios que corresponda; y

Tercero. Se derogan las disposiciones legales que se opongan al presente decreto.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 19 de junio de 2018.

DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 50 Y LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 74 DE LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PRESENTADA por LA DIPUTADA DIANA PATRICIA GONZÁLEZ SOTO, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “Gral. ANDRÉS S. VIESCA”, del Partido Revolucionario Institucional.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos la presente, en el ejercicio de las facultades que nos confiere el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Primera Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforma el Artículo 50 y la fracción II del Artículo 74 de la Ley de Acceso para las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Con el objetivo de garantizar la seguridad, la no discriminación y la no violencia de las mujeres coahuilenses, se creó en nuestro Estado la Ley de Acceso para las Mujeres a una vida Libre de Violencia, misma que fue publicada en el Periódico Oficial del Estado, el 8 de marzo de 2016.

Así mismo resulta de suma importancia mencionar que los principios rectores que deberán ser observados de acuerdo a la Ley antes mencionada para el acceso de todas las mujeres a una vida libre de violencia son: 

· La igualdad formal; 

· La igualdad sustantiva; 

· El interés superior de la niñez; 

· El libre desarrollo de la personalidad; 

· La no revictimización; 

· El respeto a la dignidad humana de las mujeres; 

· La no discriminación; 

· La libertad de las mujeres; 

· La transversalidad de la perspectiva de género; 

· La integración de las mujeres a la vida democrática y productiva del Estado; y 

· La debida diligencia. 

Dado lo anterior es que con el seguimiento de los principios antes mencionados las diferentes dependencias y áreas del Gobierno del Estado, podrán llevar a cabo la elaboración y ejecución de las políticas, programas y acciones a favor de las mujeres de Coahuila; así mismo se definen las atribuciones que las mismas tendrán para garantizar el acceso a las mujeres a una vida libre de violencia.

Es así que considero que las dependencias que tienen competencia en la materia, deben estar correctamente mencionadas.

En particular me refiero al artículo 50 de la multicitada Ley, puesto que en el mismo aún se hace referencia a la Procuraduría General de Justicia del Estado, la cual desapareció por mandato del Decreto N° 942 del año 2017 emitido por el Congreso del Estado, para ser sustituida por la Fiscalía General del Estado de Coahuila.

Así mismo se propone modificar la fracción II del artículo 74 del mismo ordenamiento con el fin de que la Procuraduría para los Niños, Niñas y la Familia sea debidamente mencionada.

En esta tesitura, resulta necesario actualizar las denominaciones en comento, con la finalidad de que el referido ordenamiento jurídico no haga referencia a denominaciones inexistentes y de esta manera haya una adecuada terminología que garantice su viabilidad acorde al andamiaje jurídico vigente en Coahuila.  

Por las razones expuestas, presento ante este H. Pleno del Congreso del Estado, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el artículo 50 y la fracción II del artículo 74 de la Ley de Acceso para las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 50. La Fiscalía General del Estado, además de las atribuciones previstas en los ordenamientos descritos en esta Ley, tendrá las atribuciones siguientes: 

I. a IX. …

Artículo 74. …

I. 
… 

II. 
En caso de mujeres menores de edad, cuya vida se encuentre en riesgo por cualquier tipo de violencia, podrán ingresar previa solicitud firmada de la madre, padre o tutor legalmente designado o por quien ejerza la patria potestad, o bien de la Procuraduría para los Niños, Niñas y la Familia o del juez o jueza competente, o en su caso, a petición del Ministerio Público como una medida precautoria; 

III. y IV. … 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 18 de Junio de 2018.
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ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 50 Y LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 74 DE LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
H. DIPUTADOS INTEGRANTES DEL PLENO DEL CONGRESO 

DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTES.- 

El que suscribe Diputado Juan Carlos Guerra López Negrete, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “ DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL”, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, en ejercicio de la facultad legislativa que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputado Integrante de la Sexagésima Primer Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, me permito someter al mismo, INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE CREA LA LEY  DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE COAHUILA DE ZARAGOZA, con base en la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

A finales del siglo XX, se estableció la obligación del Estado de responder por los daños causados por sus funcionarios con motivo de su actividad regular, oficial, pero para hacerla efectiva, se requería que el causante de la lesión patrimonial fuera declarado responsable y no tuviera bienes, o teniéndolos que no fueran suficientes para resarcir el daño reclamado; es decir era un sistema de responsabilidad subsidiaria y subjetiva. El 10 de enero de 1994, se publicaron los artículos 1927 y 1928 del Código Civil y la adición al 77 bis de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. En el artículo 1927 quedó establecida la responsabilidad directa del Estado, con la calidad de solidaria, por los daños y perjuicios que sus servidores causaran en ejercicio de sus funciones como consecuencia de ilícitos dolosos, sino seguiría siendo subsidiaria. Por otra parte, el artículo 77 bis de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, artículo 33 de la actual ley, previó la reclamación de los particulares que hubieren sufrido daños y perjuicios como resultado de una actividad ilegal de un servidor público, no fue sino hasta la reforma que introdujo el actual segundo párrafo del artículo 113 de la Constitución Federal, publicada el 12 de junio de 2002 en el Diario Oficial de la Federación, cuando se resolvió, por un lado, la dicotomía “responsabilidad objetiva-responsabilidad subjetiva” y, por el otro, el de “responsabilidad subsidiaria- responsabilidad directa” en que se debatía la doctrina del momento. Dicho artículo es del tenor literal siguiente: 2 “Artículo 113. … La responsabilidad del Estado por daños que, con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes”. A nivel federal, el 31 de diciembre de 2004, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la ley reglamentaria del segundo párrafo del artículo 113 Constitucional, Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, la cual entró en vigor el 1° de enero de 2005 y tuvo por objeto el siguiente: 

“ARTÍCULO 1.- La presente Ley es reglamentaria del segundo párrafo del artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y sus disposiciones son de orden público e interés general; tiene por objeto fijar las bases y procedimientos para reconocer el derecho a la indemnización a quienes, sin obligación jurídica de soportarlo, sufran daños en cualquiera de sus bienes y derechos como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado. La responsabilidad extracontractual a cargo del Estado es objetiva y directa, y la indemnización deberá ajustarse a los términos y condiciones señalados en esta Ley y en las demás disposiciones legales a que la misma hace referencia. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por actividad administrativa irregular, aquella que cause daño a los bienes y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que se trate.” 

Este ordenamiento derogó el artículo 33 y último párrafo del artículo 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, así como el artículo 1927 del Código Civil Federal. Este nuevo ordenamiento fijó las bases y procedimientos para indemnizar a quien sufra daños por la actividad administrativa irregular del Estado; establece la responsabilidad objetiva y directa. 

Posteriormente el 14 de junio de 2002, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto que adiciona un segundo párrafo al artículo 113 de la Constitución Federal, el cual tiene como fin el reconocimiento de la responsabilidad patrimonial del Estado de carácter directa y objetiva, por los daños que, por motivo de su actividad administrativa irregular, le ocasionen a los particulares en sus bienes o derechos. En los transitorios de dicho Decreto se establecía que tal reforma entraría en vigor en enero de 2004, emplazando así en su momento a las Entidades Federativas a fin de que adecuaran sus legislaciones locales con la federal. 

Así pues, en diciembre de 2013, es decir nueve años después, Acción Nacional presentó ante el Congreso del Estado la iniciativa que se requería para homologar la Constitución Local con la Federal; siendo afortunada en ver la luz dicha propuesta fue publicada en el Periódico Oficial del Estado el 11 de abril de 2014, sin embargo a cuatro años de dicha publicación no se ha expedido en nuestro estado la ley secundaria que ayude a complementar lo establecido en dicha homologación. 

Mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, en fecha 27 de mayo de  2015,   se reformó  la normativa que dio origen a la Ley Federal  en materia de responsabilidad patrimonial,   esto para crear el Sistema Nacional Anticorrupción, quedando constancia que se modificó  el articulo 113 en forma completa  y el  párrafo aludido fue  trasladado  en forma íntegra al artículo 109 de la Constitución Federal, en su último párrafo.

Es dable mencionar que, en nuestra entidad federativa, se han presentado   proyectos de iniciativas para crear la Ley reglamentaria al Artículo 160 de la Constitución del Estado, en el año 2015 por el ex gobernador del estado, y en el último año de la Legislatura anterior se presentó en dos ocasiones los proyectos de iniciativas sin que se haya aprobado, una de ellas por el ex Diputado Jesús De León Tello y otra como iniciativa popular presentada por el suscrito el año pasado.  La insistencia en que se apruebe la iniciativa que hoy se pone a su consideración, es porque de manera recurrente se presentan casos donde ciudadanos son víctimas de la actividad irregular del estado ya sea por omisión, exceso o deficiencia en el cumplimiento de las leyes por parte de los servidores o servicios públicos prestados con deficiencia o negligencia en su prestación en las diversas áreas de la administración pública estatal o municipal.

Como punto de partida para  la debida elaboración del proyecto de iniciativa,  habremos de establecer los alcances de la responsabilidad administrativa la cual tiene una doble función, pues además de erigirse como una garantía a favor del particular para lograr el resarcimiento del perjuicio causado por el Estado, también se muestra como un “autocontrol” de la propia Administración Pública, ya que se entiende que el Estado actuará de la mejor manera posible para no incurrir en ningún tipo de responsabilidad.   

André Hauriou decía que existen dos pilares esenciales para el Estado: “que actúe, pero que obedezca la ley; que actúe, pero que pague el perjuicio”. Dichos principios reconocen básicamente que el Estado, tiene como fin el satisfacer ciertas necesidades que el individuo no puede resolver por sí mismo como lo son las necesidades colectivas las cuales implican que irremediablemente se realicen bajo el amparo de la Ley.  

La Corte ha determinado que se entiende como “actividad administrativa irregular”, en la Tesis: 1a. CXXXI/2012 (10a.) Semanario Judicial de la Federación Décima Época 2001473 4 de 14 Primera Sala Libro XI, Agosto de 2012, página 496 Pag. 496. Tesis Aislada (Administrativa).

“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 113 CONSTITUCIONAL, COMPRENDE EL DEBER DE REPARAR LOS DAÑOS GENERADOS POR LA ACTUACIÓN NEGLIGENTE DEL PERSONAL MÉDICO QUE LABORA EN UN ÓRGANO DEL ESTADO. Conforme a lo resuelto por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte en la acción de inconstitucionalidad 4/2004, la actividad irregular del Estado a la que se refiere el artículo 113 de la Constitución General, se configura cuando la función administrativa se realiza de manera defectuosa, esto es, sin atender a las condiciones normativas o a los parámetros establecidos en la ley o en los reglamentos administrativos. En tal sentido, cuando en la prestación de un servicio público se causa un daño a los bienes y derechos de los particulares, por haberse actuado irregularmente, se configura la responsabilidad del Estado de resarcir el daño y, por otro lado, se genera el derecho de los afectados a que sus daños sean reparados. Así, debe entenderse que la actividad administrativa irregular del Estado, comprende también la prestación de un servicio público deficiente. En el caso de la prestación deficiente de los servicios de salud, la responsabilidad patrimonial del Estado se actualiza cuando el personal médico que labora en las instituciones de salud públicas actúa negligentemente, ya sea por acción u omisión, y ocasiona un daño a los bienes o derechos de los pacientes...” 

Siendo importante establecer que la responsabilidad patrimonial del estado cuenta con dos características fundamentales: 

a) Responsabilidad Objetiva. Lo que determina la obligación, es la realización del hecho dañoso imputable al Estado y no la motivación subjetiva del agente de la administración (culpa, ilicitud, falta de cuidado o impericia). 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció la diferencia entre la responsabilidad objetiva y la subjetiva, en la tesis de jurisprudencia 43/2088 de rubro y texto siguientes: 

“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. DIFERENCIA ENTRE RESPONSABILIDAD OBJETIVA Y SUBJETIVA. La adición al artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de junio de 2002, tuvo por objeto establecer la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños causados en los bienes y derechos de los ciudadanos, otorgándole las características de directa y objetiva. La diferencia entre la responsabilidad objetiva y la subjetiva radica en que mientras ésta implica negligencia, dolo o intencionalidad en la realización del daño, aquélla se apoya en la teoría del riesgo, donde hay ausencia de intencionalidad dolosa. Por otra parte, del contenido del proceso legislativo que dio origen a la adición indicada, se advierte que en un primer momento el Constituyente consideró la posibilidad de implantar un sistema de responsabilidad patrimonial objetiva amplia, que implicaba que bastaba la existencia de cualquier daño en los bienes o en los derechos de los particulares, para que procediera la indemnización correspondiente, pero posteriormente decidió restringir esa primera amplitud a fin de centrar la calidad objetiva de la responsabilidad patrimonial del Estado a los actos realizados de manera irregular, debiendo entender que la misma está desvinculada 7 sustancialmente de la negligencia, dolo o intencionalidad, propios de la responsabilidad subjetiva e indirecta, regulada por las disposiciones del derecho civil. Así, cuando el artículo 113 constitucional alude a que la responsabilidad patrimonial objetiva del Estado surge si éste causa un daño al particular "con motivo de su actividad administrativa irregular", abandona toda intención de contemplar los daños causados por la actividad regular del Estado, así como cualquier elemento vinculado con el dolo en la actuación del servidor público, a fin de centrarse en los actos propios de la administración que son realizados de manera anormal o ilegal, es decir, sin atender a las condiciones normativas o a los parámetros creados por la propia administración.1 ” b) Responsabilidad Directa El Estado asume que los agentes públicos son “órganos” suyos, integrantes de la estructura misma del Estado, por tanto, cualquier conducta o actuación de dichos órganos que cause un daño le es directamente imputable al mismo. Es directa porque el particular podrá demandar la indemnización directamente al Estado sin necesidad de ir en primer término en contra del funcionario a quien pudiera imputarse el daño. Novena época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXVII, junio de 2008, página 719.” 

b) Responsabilidad Directa. El Estado asume que los agentes públicos son “órganos” suyos, integrantes de la estructura misma del Estado, por tanto, cualquier conducta o actuación de dichos órganos que cause un daño le es directamente imputable al mismo. Es directa porque el particular podrá demandar la indemnización directamente al Estado sin necesidad de ir en primer término en contra del funcionario a quien pudiera imputarse el daño. 

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como consta en la siguiente jurisprudencia 42/2008, fija la diferencia entre responsabilidad objetiva y la directa del Estado, frente al particular: 

“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO OBJETIVA Y DIRECTA. SU SIGNIFICADO EN TÉRMINOS DEL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 113 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Del segundo párrafo del numeral citado se advierte el establecimiento a nivel constitucional de la figura de la responsabilidad del Estado por los daños que con motivo de su actividad administrativa irregular cause a los particulares en sus bienes o derechos, la cual será objetiva y directa; y el derecho de los particulares a recibir una indemnización conforme a las bases, límites y 1 Tesis de jurisprudencia P./J. 43/2008, emitida por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 719 del tomo XXVII (junio de dos mil ocho) del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 8 procedimientos que establezcan las leyes. A la luz del proceso legislativo de la adición al artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que la "responsabilidad directa" significa que cuando en el ejercicio de sus funciones el Estado genere daños a los particulares en sus bienes o derechos, éstos podrán demandarla directamente, sin tener que demostrar la ilicitud o el dolo del servidor que causó el daño reclamado, sino únicamente la irregularidad de su actuación, y sin tener que demandar previamente a dicho servidor; mientras que la "responsabilidad objetiva" es aquella en la que el particular no tiene el deber de soportar los daños patrimoniales causados por una actividad irregular del Estado, entendida ésta como los actos de la administración realizados de manera ilegal o anormal, es decir, sin atender a las condiciones normativas o a los parámetros creados por la propia administración. Novena época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXVII, junio de 2008, página 722.”

Dicho de otra forma, la responsabilidad del Estado es un sistema directo y objetivo, en el cual la culpa pareciera carecer de importancia, ya que la procedencia se encuentra sujeta a dos elementos:  

1. Que el daño imputable a la Administración –Estatal o Municipal- sea entendido como la disminución sufrida al patrimonio de un sujeto como consecuencia de una actuación administrativa. 

2. Que exista un nexo causal que permita vincular ese daño con la gestión administrativa. El carácter de la presente iniciativa que se presenta es sencillo: que el Estado o los Municipios respondan de manera directa, es decir que el ciudadano no tenga que demostrar primero la responsabilidad basada en la culpa o hecho ilícito para poder acceder a una indemnización. 

Una vez establecido el concepto de actividad administrativa irregular y el tipo de responsabilidad, debemos precisar en qué consiste el daño material y moral, así como lo que habremos de entender como indemnización.

El daño en general es el efecto que causa a un particular la conducta administrativa irregular, ya sea en su persona o sus bienes. Por lo que hace al daño material, lo podemos identificar al causado en los bienes o en la persona de los particulares, es decir, en el patrimonio o en la integridad física de los particulares. El daño moral se produce en el estado psíquico o mental de las personas, que les puede ocasionar o producir un estado de ánimo anormal, en comparación a la generalidad de las personas, por   indemnización, se define como el pago que realiza el Estado, de un monto cuantificado, en términos de la ley, que de alguna forma pretende resarcir los daños causados al particular, por desplegar una actividad administrativa irregular.

Así pues, en la Iniciativa que hoy se presenta, además de los conceptos antes mencionados, se puntualiza los sujetos obligados, autoridad competente para conocer y resolver, así como la forma de sustanciación del procedimiento para el reclamo del pago de responsabilidad patrimonial del Estado o de los Municipios, además de precisar que la responsabilidad patrimonial tanto del Estado como de los Municipios, debe ser armonizada con la capacidad presupuestal de estos, por eso se establece que anualmente se deberá designar una partida presupuestal para destinarse a las erogaciones derivadas de la responsabilidad patrimonial, contemplando las que no se hayan podido cubrir en el ejercicio anterior. 

De igual manera en el presente proyecto de iniciativa, se considera que las indemnizaciones sólo comprenderán los daños y perjuicios reales que sean consecuencia inmediata y directa de la actividad administrativa pública irregular del Estado o del Municipio,   sin que existan limites en el monto del pago,  ya que  los primeros estados que crearon su Ley en materia de responsabilidad patrimonial, lo hicieron poniendo límites y candados a lo que tendrían derecho los particulares, aunque estos jurídicamente  hayan acreditado el monto mayor a lo establecido en dichos ordenamientos,  por ello se  dio lugar a acciones de inconstitucionalidad sobre el tema, por lo que la Corte resolvió que era inconstitucional fijar topes máximos, esto lo podemos verificar en las siguientes:

“Tesis: III.4o. (III Región) 7 A (10a.) Semanario Judicial de la Federación. Décima Época Tribunales Colegiados de Circuito. Libro IV, Enero de 2012, página 4609 Pag. 4609 
Tesis Aislada (Constitucional). RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. EL ARTÍCULO 11, FRACCIÓN III, DE LA LEY RELATIVA, QUE ESTABLECE UN TOPE MÁXIMO DE INDEMNIZACIÓN POR LOS DAÑOS QUE GENERE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR, CONTRAVIENE EL ARTÍCULO 113, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. De la exposición de motivos de la reforma que modificó la denominación del título cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de responsabilidad patrimonial, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de junio de 2002, por la cual se adicionó un segundo párrafo al artículo 113 de la propia Carta Magna, se advierte que tuvo como fin incorporar en el texto constitucional dos aspectos fundamentales: 1. El establecimiento expreso de una nueva garantía que proteja la integridad y salvaguarda patrimonial de los individuos respecto de la actividad del Estado, y 2. La obligación correlativa del Estado a la reparación de las lesiones antijurídicas que con su actividad irrogue en el patrimonio de todo individuo que goce de dicha garantía, además de precisar que la indemnización debe ser integral y justa, para lo cual se consideró pertinente adoptar como criterios de ponderación de ésta los de proporcionalidad y equidad. Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentó el criterio que el señalado precepto prevé un derecho sustantivo a ser indemnizado por los daños generados por la actividad administrativa irregular del Estado y que las autoridades estatales, incluido el legislador, tienen la obligación de proveer las bases y procedimientos, así como de desplegar sus potestades públicas con el objetivo de garantizarlo, lo cual implica que la mencionada reforma se apoyó en los siguientes principios: 1) el de que quien ocasione un daño que no hay obligación de soportar, debe repararlo y 2) el de solidaridad social, que insta a repartir las cargas de la convivencia social entre los integrantes de la sociedad. Así, estos fines se logran si la indemnización obedece al principio de reparación integral del daño, pues el particular obtiene una compensación que corresponde con el daño que resiente y el Estado interioriza los costos de su actuación irregular, lo que favorece los objetivos generales relacionados con la justicia y el mejoramiento de los servicios públicos. Por tanto, el artículo 11, fracción III, de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Jalisco y sus Municipios, al establecer un monto máximo como límite al que deberá sujetarse la indemnización por los daños que genere la actividad administrativa irregular del Estado contraviene la citada norma constitucional, porque restringe arbitrariamente el derecho a recibir una indemnización justa, precisamente porque no permite a la autoridad jurisdiccional hacer uso de su arbitrio en cuanto a todas aquellas cantidades que superen la máxima, pues en los casos en que la indemnización sea mayor al tope máximo y, por tanto, no puede verificar en cada caso cuál es el monto de la indemnización que debe corresponder de acuerdo con la magnitud del daño causado, ya que los particulares deberán asumir el costo que supere el tope máximo, lo cual no sólo impedirá la reparación integral de la violación sufrida en sus derechos, sino que permitirá al Estado no asumir parte de las consecuencias por los daños que causó.”

“Tesis 2000155. III.4o. (III Región) 9 A (10a.). Tribunales Colegiados de Circuito. Décima Época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro IV, Enero de 2012, Pág. 4608. RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. EL ARTÍCULO 11, FRACCIÓN III, DE LA LEY RELATIVA, QUE ESTABLECE UN MONTO MÁXIMO COMO LÍMITE AL QUE DEBERÁ SUJETARSE LA INDEMNIZACIÓN POR LOS DAÑOS QUE OCASIONE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR, INFRINGE EL PRINCIPIO DE IGUALDAD. El artículo 11, fracción III, de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Jalisco y sus Municipios, establece un monto máximo como límite al que deberá sujetarse la indemnización que el Estado debe cubrir con motivo de los perjuicios que se ocasionen al gobernado por su actividad administrativa irregular, de veinte mil días de salario mínimo vigente en la Zona Metropolitana de Guadalajara, Jalisco; es decir, no contiene un parámetro que establezca cantidades o porcentajes mínimos y máximos que permitan al juzgador, en uso de su arbitrio, determinar de manera justa e integral el monto pecuniario que provocó el daño, lo que infringe el principio de igualdad, puesto que trata de manera diferente a personas que se encuentran en el mismo supuesto, si se toma en cuenta que cuando no se rebase el límite indemnizatorio que prevé el numeral de mérito, el particular lo recibirá íntegramente, mientras que las personas a las que les resulte un monto superior al tope máximo no recibirán una indemnización completa y, por tanto, tendrán que resentir en su patrimonio el faltante. Lo anterior es así, porque los objetivos destacados en la exposición de motivos que dio origen a la adición del segundo párrafo del artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que son, cumplir con las indemnizaciones en apoyo a los principios de ponderación, proporcionalidad y equidad, no se cumplirían, pues los particulares a quienes el Estado les cause perjuicios, no siempre recibirán una indemnización justa, lo cual implica, además, prescindir de un incentivo necesario para adoptar medidas que eliminen o aminoren la mala calidad de los servicios públicos…”

Por otra parte, se dispone lo relativo para el caso de concurrencia, determinando que el pago de la indemnización deberá distribuirse proporcionalmente entre todos los causantes de la lesión patrimonial reclamada, de acuerdo con su respectiva participación. Para los efectos de dicha distribución, las autoridades administrativas tomarán en cuenta, diversos criterios los cuales deberán graduarse y aplicarse de acuerdo con cada caso concreto.   

Es por ello, que es de suma importancia que en nuestro Estado contemos con la ley que hoy presento a fin de brindar certeza jurídica a quienes en el habitamos, por  lo que para fundar a la presente iniciativa,  se realizó un análisis de las leyes relativas  a la Responsabilidad Patrimonial   del Estado  y Municipios de  Oaxaca, Guanajuato, Baja California, Nuevo León,  similares a la  Ley Federal de la Materia,   mismas que sirven como ejemplo,  aunados a los proyectos de iniciativas presentadas  en la Legislatura anterior,  por el Ex diputado Jesús de León Tello,  por el Ex gobernador Rubén Ignacio Moreira Valdés y por el suscrito,  sin que ninguna de ellas pasaran por el trámite legislativo para ser  dictaminadas.

Es importante recalcar la obviedad del razonamiento por la cual una iniciativa de esta índole tiende a caer en las “congeladoras de comisiones” y el “tortuguismo” legislativo: El miedo de los entes públicos estatales y municipales a caer en problemas presupuestales para resarcir los daños a los Coahuilenses causados por la nula calidad de su trabajo o el pobre o lento mantenimiento que se da a las obras publicas y los servicios de nuestros gobiernos.  Es un llamado de atención y establecimiento de reglas claras a nuestros servidores públicos que el típico “hay se va” debe ser postura del pasado y no el de un gobierno responsable y eficiente en todos y cada uno de sus deberes.  El techo presupuestal debe estar basado en “buenas obras” más que en “MÁS” obras públicas que simulan un servicio cuando en realidad no lo prestan.  Si cada secretaría construye y opera con calidad, el ciudadano recibirá obra pública para toda la vida, que por su calidad y buen mantenimiento no cause perjuicio alguno al usuario y eso resultará en secretarías profesionales y responsables. Lo que a mediano plazo representará también, en lugar de un problema presupuestal reparando daños, un catálogo de obras e infraestructura duradera que da el servicio que pagan los Coahuilenses con sus impuestos.

Les pido a los integrantes de las comisiones pertinentes que no le saquen la vuelta a esta iniciativa, que además ha sido traída a este Honorable Congreso por legisladores de diferentes partidos, como el ex gobernador Rubén Moreira Valdés, el exdiputado Jesús de León Tello y un servidor en mi carácter de ciudadano.  Este tipo de iniciativas pueden definir la verdadera profesionalización del ejercicio del poder en bien de nuestro estado.

En conclusión,  como ya se estableció en líneas anteriores,  se tomaron  como base las iniciativas  presentadas por  el Ex gobernador Rubén Ignacio  Moreira Valdés, del Ex diputado JESUS DE LEON TELLO, así como  la propia iniciativa popular presentada por el suscrito, de  las que se analizó la exposición de motivos y la estructura, haciendo las adecuaciones,  cambios y ajustes  que se consideraron necesarios de conformidad con nuestra Legislación vigente,  ello con la intención de  dar origen a la Ley de Responsabilidad Patrimonial del  Estado de Coahuila de Zaragoza y sus Municipios ,   pues existe la necesidad de que contemos con  una ley vigente y aplicable a los supuestos  concretos que se actualizan  diariamente en nuestra entidad en perjuicio de los ciudadanos,  de las que  habremos de señalar lo siguiente:

Respecto a la Iniciativa presentada por el primero de los mencionados, la cual está estructurada de la siguiente manera;

CAPITULO I . Disposiciones generales 

CAPITULO II. Indemnizaciones

CAPITULO III. Procedimiento

CAPITULO IV. Concurrencia

CAPITULO V. Derecho de repetir contra los servidores públicos 

En relación con  las disposiciones contenidas en los capítulos antes mencionados, se tomaron en consideración como base  para la redacción de presente proyecto de iniciativa, lo relativo a los capítulos DE LA  CONCURRENCIA, DERECHO DE REPETIR  CONTRA LOS SERVIDORES PUBLICOS,  mientras que los concernientes a DISPOSICIONES GENERALES,  INDEMNIZACIÓN  Y PROCEDIMIENTO,  se les realizaron modificaciones, pues se considera que la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y  Municipios de Coahuila de Zaragoza,   es una Ley Reglamentaria del artículo 106 fracción IV de la Constitución política del Estado de Coahuila de Zaragoza,   y no como lo establecía la iniciativa del ex gobernador,  así mismo se define de manera clara los sujetos obligados como entes públicos estatales y municipales; por otra parte en relación a la legislación aplicable para la sustanciación del  procedimiento se modificó, ya que en la iniciativa en análisis se estableció que se aplicaría el Código de Justicia Administrativa del Estado,  sin embargo, dicho ordenamiento legal no se ha promulgado,  es por ello que en el proyecto de iniciativa que hoy presento se  dispone que  el desahogo del  procedimiento se hará de conformidad con la Ley del Procedimiento Administrativo  del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Como parte del análisis de los proyectos el referente a la iniciativa presentada por el Ex diputado Jesús de León Tello, en la cual se tomó como base la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios de Nuevo León, se realizaron algunas adiciones y modificaciones, la cual está estructurada de la siguiente forma:

Además de los capítulos ya mencionados en el proyecto enunciado en líneas anterior, el segundo de los proyectos adicionó los siguientes capítulos:

CAPITULO II. IMPROCEDENCIA DE LA VÍA Y DE LA INDEMNIZACIONES

CAPITULO III. DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL

CAPITULO OCTAVO. LEGISLACIÓN SUPLETORIA

TRANSITORIOS

De tal guisa, se respetaron de manera íntegra el CAPÍTULO PRIMERO, en el CAPÍTULO SEGUNDO se agrega una causal más de improcedencia, se realizan ajustes en el articulado  sujetando la sustanciación de conformidad con la Ley del Procedimiento Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza,  en el capítulo relativo  DE  LA CONCURRENCIA, se  establece la posibilidad de que los entes estatales o municipales cubran la indemnización subsidiariamente por años ocasionados por concesionarios,  con la posibilidad de repetir contra el mismo, se amplia de dos artículos  a  cinco facultando a los  entes a instruir procedimientos contra los funcionarios  que ocasionen un daño en el ejercicio de sus funciones. 

En consecuencia, para la elaboración del presente proyecto de iniciativa, se tomó la decisión de realizar ajustes, modificaciones de suma trascendencia en varios de sus capítulos, dichos cambios son:

a).-  En el CAPITULO PRIMERO,  relativo a Disposiciones Generales,  se establece que es una Ley Reglamentaria del artículo 106 fracción IV de la Constitución Local.

b).- Establecimos de manera clara  los alcances y lo conceptos de sujetos obligados  y  afectados  con derecho a ser indemnizados.

c).- Eliminamos los topes máximos en las indemnizaciones, en razón de los criterios de la Corte que ya han sido expuestos.

d).- Se define de manera clara lo que debe entenderse por actividad administrativa irregular.

e).- Se concentra en el CAPITULO SEGUNDO IMPROCEDENCIA  DE LA VÍA Y LA INDEMNIZACIÓN, precisando con una redacción clara de las causales  en que se exime a los entes públicos al pago de la indemnización.

f).- Se establece de manera clara la competencia  para conocer de los procedimientos administrativos de responsabilidad patrimonial  en primera y segunda instancia de conformidad con la legislación vigente.

g).-  Establecimos  en el CAPITULO QUINTO DEL PROCEDIMIENTO, que el procedimiento   de reclamación de responsabilidad patrimonial  que se inicie entra de los entes públicos,  se sustanciara de conformidad con la Ley del Procedimiento Administrativo  del Estado de Coahuila de Zaragoza,   así como  cuales son las leyes supletorias 

Entre otras modificaciones que se realizaron para que este ordenamiento sea acorde con nuestra legislación vigente y sea idónea para su debida aplicación a los hechos concretos que se susciten.

Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, someto respetuosamente a la consideración de éste H. Pleno el siguiente proyecto de:

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO:   Se promulgue la LEY DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE COAHUILA DE ZARAGOZA, para quedar como sigue.

LEY DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE COAHUILA DE ZARAGOZA

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- La presente Ley es reglamentaria del último párrafo de la fracción IV del artículo 106 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, sus disposiciones son de orden público e interés general y tiene por objeto establecer las bases, límites y procedimientos para que los particulares ejerzan el derecho a la indemnización por daños y perjuicios que se genere con motivo de la actividad administrativa pública irregular del Estado o de sus Municipios.

Los preceptos contenidos en esta Ley serán aplicables, en lo conducente, para cumplimentar los fallos y recomendaciones de los organismos de Derechos Humanos competentes, en cuanto se refieran al pago de indemnizaciones.

La aceptación y cumplimiento de las recomendaciones a que se refiere el párrafo anterior, en su caso, deberá llevarse a cabo por el ente público estatal o municipal que haya sido declarado responsable; lo mismo deberá observarse para el cumplimiento de los fallos jurisdiccionales de reparación.

Artículo 2.- Para efectos de esta Ley, se considerará sujetos obligados y, por lo tanto, parte del procedimiento administrativo de indemnización por Responsabilidad Patrimonial, a las siguientes:

a) Entes Públicos Estatales, comprendido por los Poderes Ejecutivos, Legislativos y Judicial, y los organismos públicos de carácter descentralizado, autónomo y paraestatal que forman parte de la entidad y los organismos constitucionales autónomos.

b)  Entes Públicos Municipales, comprendiendo por el Ayuntamiento, el Cabildo y las dependencias y organismos descentralizados y paramunicipales que forman parte de éste, incluyendo a los juzgados y Tribunales de Justicia Municipal.

c) Cualquier otro organismo o institución que, de acuerdo a la legislación aplicable posea el carácter de entidad pública estatal o municipal.

No quedan comprendidos en ellos, los fedatarios públicos, los concesionarios, permisionarios o cualquier otra persona física o moral que, en ejercicio de alguna patente, permiso o concesión, preste un servicio público. 

Las expresiones entidad, entidad pública, administración pública, sujeto obligado y responsable, se entenderá en referencia a los entes del Estado y lo Municipios previstos en los incisos a), b) y c) de este artículo.

Las expresiones afectado y afectación se entenderán en relación al particular y al daño o perjuicio que ha sufrido por la actividad irregular del Estado o el Municipio. 

La expresión particular se refiere a las personas físicas o morales que sufren alguna afectación por la actividad irregular del Estado el Municipio.

Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley la actividad administrativa pública irregular es aquella que cause daño o perjuicio a los bienes y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica de justificación para legitimar el daño o perjuicio de que se trate, habiéndose vulnerado una disposición legal o reglamentaria.

No se considerarán actividades administrativas públicas irregulares, las realizadas por el ente público del Estado o Municipio en ejercicio de un derecho tutelado, siempre y cuando se realicen en los tiempos previstos formalmente para ellos, aun cuando con éstas se causare daño o perjuicio al particular.
Artículo 4.- Se considera afectado con derecho a ser indemnizado, a la persona física o moral que sufra daños materiales o perjuicios derivados de actos administrativos públicos irregulares realizados por el Estado de Coahuila de Zaragoza o de cualquiera de sus Municipios, que afecten directamente su patrimonio.

Los daños y perjuicios materiales que constituyan la lesión patrimonial reclamada, incluidos los personales y morales, habrán de ser reales,  evaluables en dinero directamente relacionados con una o varias personas, y desiguales a los que pudieran afectar al común de la población. La excepción a lo previsto en este párrafo corresponderá ser probada por el sujeto obligado.

CAPÍTULO SEGUNDO

IMPROCEDENCIA DE LA VÍA Y DE LA INDEMNIZACIÓN

Artículo 5.- No habrá obligación de indemnizar de acuerdo con esta Ley, en los casos y supuestos siguientes:

I.- Por actos materialmente jurisdiccionales o legislativos.

II.-  En caso fortuito o fuerza mayor.

III.- Cuando el Estado o el Municipio, por necesidad apremiante debidamente acreditada, deban tomar acciones urgentes para privilegiar y proteger el interés de la colectividad por encima del particular.

IV.- Cuando los daños y perjuicios causados no sean consecuencia directa de la actividad administrativa pública irregular o se deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar de acuerdo al conocimiento científico o técnico aplicable al momento de ocurrir el suceso o evento que generó el daño o afectación.

V.- Cuando la afectación o daño sea causada por servidores públicos que no actúen en ejercicio de funciones públicas; por hechos imputable a terceros que hayan producido la causa de responsabilidad; por hechos derivados del descuido o la negligencia del afectado; por hechos en los cuales el afectado sea el único causante del daño; por hechos que resulten de la concurrencia de culpas del afectado y del servidor público y por hechos acontecidos para evitar un daño grave e inminente.

VI.- Por actividades realizadas en cumplimiento estricto de una disposición legal o de una resolución jurisdiccional.

VII.- Cuando el afectado hubiere consentido expresa o tácitamente la actuación administrativa pública, exceptuando los casos donde la autoridad le hubiese garantizado previamente que no se generaría determinado daño o perjuicio y este se hubiese generado de todos modos.  Y;

VIII.- Cuando, de acuerdo a la naturaleza de la afectación o daño, esta deba reclamarse conforme a una ley distinta a ésta. 

Artículo 6.- El daño o perjuicio que motive la responsabilidad patrimonial que se reclame, deberá ser directamente relacionado con una o varias personas, y desproporcional al que pudiera afectar ordinariamente al común de la población. Probar la excepción a lo previsto en este párrafo le corresponderá al sujeto obligado.

CAPÍTULO TERCERO

DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL

Artículo 7.- La responsabilidad de los entes públicos por los daños y perjuicios que, con motivo de su actividad administrativa pública irregular, causen en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa.

Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados conforme a las bases, límites y procedimientos que establece la presente Ley. 

Artículo 8.- Los entes públicos estatales y municipales cubrirán las indemnizaciones derivadas de responsabilidad patrimonial que se determinen conforme a esta Ley, con cargo a sus respectivos presupuestos.

Los pagos de las indemnizaciones derivadas de responsabilidad patrimonial se realizarán conforme a la disponibilidad presupuestaria del ejercicio fiscal correspondiente, sin afectar el cumplimiento de los objetivos de los programas que se aprueben en el Presupuesto de Egresos del Estado.

Artículo 9.- Los entes públicos del Estado y Municipio, tomando en cuenta la disponibilidad de recursos para el ejercicio fiscal correspondiente, incluirán en sus respectivos presupuestos una partida contingente para cubrir las erogaciones derivadas de responsabilidad patrimonial conforme al orden establecido en el registro de indemnizaciones a que se refiere el artículo 22 de la presente Ley.

Dentro de esta partida deberán considerarse las indemnizaciones que no hayan podido ser cumplidas en el ejercicio inmediato anterior.

Artículo 10.- La partida asignada deberá contemplar un monto realista, calculado sobre la base del historial y antecedentes del pago de indemnizaciones anteriores al ejercicio fiscal que corre, y de las cantidades pendientes de pago; derivando en un monto promedio de conformidad con los antecedentes señalados.
 Artículo 11.- Los pagos de las indemnizaciones derivadas de responsabilidad patrimonial se realizarán conforme a la disponibilidad presupuestaria del ejercicio fiscal correspondiente, sin afectar el cumplimiento de los objetivos de los programas que se aprueben en el Presupuesto de Egresos del Estado o Municipio.

Cuando se deban cubrir montos que afecten al presupuesto de las entidades antes mencionadas, el Poder Legislativo del Estado deberá acordar, dentro de los límites financieros y presupuestales establecidos por la ley, y de acuerdo a las estimaciones y estudios actuariales pertinentes, la asignación de una partida extraordinaria para cubrir dichas indemnizaciones.

En los casos señalados en el párrafo anterior, los entes del Estado y Municipios contarán con el derecho a establecer pagos en parcialidades mensuales, trimestrales, semestrales o anuales, de acuerdo a cada caso concreto, sin tardar más de tres años en erogar el total de la indemnización acordada, ni dejar de cumplir con las parcialidades establecidas.

La autoridad jurisdiccional o administrativa que resuelva el pago de una indemnización de conformidad con las bases señaladas en presente artículo, deberá considerar lo señalado en el tercer párrafo del presente en el resolutivo o sentencia. 

Esta prerrogativa será aplicable sólo en los casos en que el monto establecido afecte el presupuesto de conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo de este artículo. En todos los demás casos el pago deberá hacerse en una sola exhibición, sin que medie un plazo mayor a tres meses entre la fecha en que se notifica el resolutivo o sentencia final al particular, y la fecha en que se realiza el pago correspondiente. 

En todo momento, el particular y el ente responsable, previo a la sentencia o resolutivo final, podrán acordar libremente, mediante convenio legalmente suscrito, un monto distinto al pretendido originalmente, formas de pago, ya sea en dinero o en especie, y las parcialidades que pacten.

Suscrito el convenio se suspenderá y sobreseerá el procedimiento de reclamo, y se estará al cumplimiento del acuerdo celebrado.

Artículo 12.- La indemnización se efectuará después de concluir los procedimientos para determinar la responsabilidad patrimonial a cargo del Estado o Municipio, y para precisar, en su caso, el monto de los daños y perjuicios.

CAPÍTULO CUARTO

DE LA INDEMNIZACIÓN

Artículo 13.- Las indemnizaciones reguladas por esta Ley, únicamente corresponderán a la reparación integral de los daños personales y morales  y perjuicios reales que sean consecuencia inmediata y directa de la actividad administrativa pública irregular del Estado o del Municipio.

Artículo 14.- La indemnización por Responsabilidad Patrimonial del Estado o Municipio, derivada de la actividad administrativa pública irregular, deberá pagarse al reclamante de acuerdo a las modalidades que establece esta Ley y las bases siguientes: 

I. La reparación del daño consistirá en el restablecimiento de la situación anterior a él, y cuando ello sea imposible, en el pago de una suma de dinero por daños y perjuicios; 

II. El pago en dinero se hará en moneda nacional; 

III. Podrá convenirse el pago en especie; 

IV. La cuantificación de la indemnización se calculará de acuerdo a la fecha en que la lesión efectivamente se produjo o la fecha en que haya cesado cuando sea de carácter continuo, sin perjuicio de la actualización de los valores al tiempo de su efectivo pago, de conformidad con el Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza;

V. En todo caso deberá actualizarse la cantidad a indemnizar al tiempo en que haya de efectuarse el cumplimiento de la resolución por la que se resuelve y ordena el pago de la indemnización;

VI. A las indemnizaciones deberán sumarse en su caso, y según la cantidad que resulte mayor, los intereses por demora que establece el Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza en materia de devolución morosa de pagos indebidos, o pago del interés legal que determina el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza; y 

VII. Los entes públicos Estatales y Municipales, podrán previo acuerdo y ajustándose a la partida contingente, cubrir el monto de la indemnización mediante parcialidades en ejercicios fiscales subsecuentes, realizando una proyección de los pagos de acuerdo a lo siguiente: 

a) Los diversos compromisos programados de ejercicios fiscales anteriores y los que previsiblemente se presentarán en el ejercicio de que se trate; 

b) El monto de los recursos presupuestados o asignados en los cinco ejercicios fiscales previos al inicio del pago en parcialidades, para cubrir la Responsabilidad Patrimonial del Estado o Municipio por la actividad administrativa pública irregular determinada conforme a esta Ley; y 

c) Los recursos que previsiblemente serán aprobados y asignados en el rubro correspondiente a este tipo de obligaciones en los ejercicios fiscales subsecuentes con base en los antecedentes referidos en el inciso anterior y el comportamiento del ingreso-gasto.

Para los efectos de la fracción V de este artículo, los términos para el cómputo de los intereses empezarán a correr 30 días después de que quede firme la resolución administrativa o jurisdiccional, según sea el caso, que ponga fin al procedimiento en forma definitiva.

Artículo 15.- El monto de la indemnización por daños y perjuicios materiales se sujetará a la práctica de un avalúo, que tenderá a establecer el valor comercial, los frutos que en su caso hubiere podido producir la cosa objeto del avalúo y todas las circunstancias que puedan influir en la determinación del valor comercial.

Artículo 16.- Los montos de las indemnizaciones se calcularán de la siguiente forma: 

I. En el caso de daños personales:

a) Corresponderá una indemnización con base en los dictámenes médicos correspondientes, conforme a lo dispuesto para riesgos de trabajo en la Ley Federal del Trabajo, y

b) Además de la indemnización prevista en el inciso anterior, el reclamante o causahabiente tendrá derecho a que se le cubran los gastos médicos comprobables que en su caso se eroguen, de conformidad con lo que la Ley Federal del Trabajo disponga para riesgos de trabajo.

II. En el caso de daño moral, la autoridad administrativa o jurisdiccional, en su caso, calculará el monto de la indemnización de acuerdo con los criterios establecidos en el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, debiendo tomar en consideración los dictámenes periciales ofrecidos por el reclamante.

III. En el caso de muerte, el cálculo de la indemnización se hará de acuerdo a lo dispuesto en el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza  en sus artículos 1890 y 1891, así como también tomando en cuenta el nivel de ingreso familiar del afectado.

IV. En el caso de daños emergentes, lucro cesante, la autoridad administrativa o jurisdiccional según sea el caso, calculará el monto de la indemnización de acuerdo al daño causado al bien o derecho del particular afectado.

Artículo 17.- El monto de la indemnización, se determinará atendiendo a la fecha en que se hubiese causado el daño o la fecha en que hubiesen cesado sus efectos cuando fuere de carácter continuo.

Dicho monto se actualizará por el periodo comprendido entre la fecha de causación del daño y la de la resolución que reconozca el derecho a la indemnización.

La actualización del monto de la indemnización se obtendrá multiplicando dicha cantidad por el factor de actualización que corresponda, mismo que se obtendrá dividiendo el Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes anterior al más reciente del periodo entre el citado índice correspondiente al mes anterior al más antiguo de dicho periodo.

El Índice Nacional de Precios al Consumidor será el que publique el Banco de México. En los casos en que el índice correspondiente al mes anterior al más reciente del período, no haya sido publicado, la actualización de que se trate se realizará aplicando el último índice mensual publicado.

Artículo 18.- Cuando el daño ocasionado al particular le produzca incapacidad para trabajar, y carezca de las prestaciones que otorgan las instituciones públicas de seguridad social para el sostenimiento personal durante el término de la incapacidad, la indemnización incluirá el equivalente a un salario mínimo vigente en el Estado, mientras subsista la imposibilidad de trabajar.

Artículo 19.- A las indemnizaciones deberán sumarse, en su caso, los intereses moratorios aplicándose el interés legal que determina el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

El término para el cómputo de los intereses empezará a correr treinta días después de que quede firme la resolución administrativa o jurisdiccional que ponga fin al procedimiento en forma definitiva.

Artículo 20.- Los entes públicos podrán contratar un seguro por responsabilidad patrimonial a efecto de hacer frente a las reclamaciones por responsabilidad patrimonial, la cual preferentemente se hará a través de la Secretaría de Finanzas a efecto de optimizar su contratación.

Artículo 21.- El derecho a la indemnización a la que se refiere esta Ley, prescribe en noventa días naturales, que se computarán a partir del día siguiente a aquel en que se produzca el daño o perjuicio, salvo que se trate de actos de tracto sucesivo, en los cuales no se computará dicho plazo. 

El plazo de la prescripción sólo se interrumpirá al iniciarse el procedimiento de reclamación correspondiente. 

El derecho al cobro de la indemnización determinada conforme a esta Ley, se extingue por el transcurso de un año contado a partir del día en que fue exigible. Este plazo sólo se interrumpirá por cada gestión de cobro que realice el particular ante el ente público del Estado o Municipio correspondiente.

Los plazos de prescripción previstos en este artículo, se interrumpirán al iniciarse el procedimiento de reclamación, a través de los cuales se impugne la legalidad de los actos administrativos que probablemente produjeron los daños o perjuicios.

Artículo 22.- Los entes públicos del Estado o Municipio, a través de sus instancias correspondientes, deberán contar con un registro de Indemnizaciones por Responsabilidad Patrimonial.

Los registros serán públicos y tendrán por objeto llevar el seguimiento y la inscripción de las resoluciones firmes que determinen responsabilidad patrimonial a cargo del Estado o Municipio, así como los convenios derivados de la misma, a fin de que las indemnizaciones se efectúen en orden cronológico, según la fecha y hora de notificación, asignándoseles un número de folio para su control.

Los registros de indemnizaciones por responsabilidad patrimonial se publicarán en el portal de Internet del ente público del Estado o del Municipio correspondiente, en los casos en que cuenten con ello; contendrán, sin perjuicio de lo previsto en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información en relación a la protección de datos personales, el nombre del beneficiario, la modalidad y en su caso, el monto de la indemnización y los datos del expediente en el que se haya dictado la resolución o convenio respectivo.

Artículo 23. - En los casos de haberse celebrado contrato de seguro contra la responsabilidad patrimonial, ante la eventual producción de daños y perjuicios que sean consecuencia de la actividad administrativa pública irregular del Estado o Municipio, la suma asegurada se destinará a cubrir el monto equivalente a la reparación integral o equitativa, según el caso. De ser ésta insuficiente, el Estado continuará obligado a resarcir la diferencia respectiva. El pago de cantidades liquidas por concepto de deducible corresponde al Estado y no podrá disminuirse de la indemnización.

Artículo 24.- Las indemnizaciones fijadas que resulten de algún procedimiento Judicial que exceden del monto máximo presupuestado o que no pudiesen cubrirse con la partida contingente en un ejercicio fiscal, deberán ser cubiertas en el siguiente ejercicio fiscal, basándose en el orden de registro.

CAPÍTULO QUINTO

DEL PROCEDIMIENTO

Artículo 25.- Los procedimientos de responsabilidad patrimonial de los entes públicos se iniciarán por reclamación de la parte interesada o por sus causahabientes. La parte interesada deberá describir puntualmente los hechos causantes de la lesión patrimonial producida y señalar la cuantía de la indemnización pretendida.

La autoridad que conozca del recurso de reclamación de daño patrimonial, deberá suplir la deficiencia de los escritos de reclamación, únicamente en cuestiones que no incidan en la resolución del asunto, tales como el ente público presunto responsable, cita de ordenamientos legales, ente público ante quien se promueve, entre otros errores de forma.

Artículo 26.- La parte interesada deberá presentar su reclamación ante la dependencia o entidad presuntamente responsable u organismo público autónomo, conforme a lo establecido la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza.
En caso de que la parte interesada ingrese su reclamación ante un ente público que no sea el responsable de la presunta actividad administrativa irregular, éste tendrá la obligación de remitirla en un término no mayor de 3 días hábiles al ente público competente, por lo que el término de substanciación empezará a correr a partir de que la autoridad competente lo reciba, además, dicho periodo no se computara para efectos del término de prescripción previsto en el artículo 31 de esta ley.

Los particulares en su demanda, deberán señalar, en su caso, el o los servidores públicos involucrados en la actividad administrativa que se considere irregular.

Si iniciado el procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado, se encontrare pendiente alguno de los procedimientos por los que el particular haya impugnado el acto de autoridad que se reputa como dañoso, el procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado se suspenderá hasta en tanto en los otros procedimientos, la autoridad competente no haya dictado una resolución que cause estado.

Artículo 27.- Las reclamaciones de indemnización por responsabilidad de la administración pública del Estado o los municipios que se presenten ante la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza, o bien que deriven del conocimiento de una queja o denuncia ante dicho organismo, deberán ser turnadas al ente público presuntamente relacionado con la producción del daño reclamado.

Artículo 28.- El procedimiento de responsabilidad patrimonial deberá ajustarse, además de lo dispuesto por esta ley, a lo dispuesto por la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza y Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza en la vía administrativa, y el primero de los citados en la vía jurisdiccional.

Así mismo, en lo que respecta a la substanciación del procedimiento de responsabilidad patrimonial, en el ofrecimiento, desahogo y valoración de pruebas, en lo no previsto en la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza se deberá aplicar de manera supletoria el Código de Procedimientos Civiles para el Estado.

Artículo 29.- La nulidad o anulabilidad de actos administrativos por la vía administrativa, o por la vía jurisdiccional contencioso-administrativa, no presupone por sí misma derecho a la indemnización.

Artículo 30.- El daño que se cause al patrimonio de los particulares por la actividad administrativa irregular, deberá acreditarse tomando en consideración los siguientes criterios:

I. En los casos en que la causa o causas productoras del daño sean identificables, la relación causa-efecto entre la lesión patrimonial y la acción administrativa irregular imputable al Estado deberá probarse fehacientemente, y

II. En su defecto, la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales, así como la participación de otros agentes en la generación de la lesión reclamada, deberá probarse a través de la identificación precisa de los hechos que produjeron el resultado final, examinando rigurosamente las condiciones o circunstancias originales o sobrevenidas que hayan podido atenuar o agravar la lesión patrimonial reclamada.

Artículo 31.- La responsabilidad del Estado deberá probarla el reclamante que considere lesionado su patrimonio, por no tener la obligación jurídica de soportarlo. Por su parte, al ente público corresponderá probar, en su caso, la participación de terceros o del propio reclaman te en la producción de los daños y perjuicios irrogados al mismo; que los daños no son consecuencia de la actividad administrativa irregular de los entes públicos; que los daños derivan de hechos o circunstancias imprevisibles o inevitables según los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de su acaecimiento, o bien, la existencia de la fuerza mayor que lo exonera de responsabilidad patrimonial.

Artículo 32.- Las resoluciones que dicte el ente público con motivo de la reclamación es que prevé la presente ley, deberán contener como elementos mínimos el relativo a la existencia de la relación de causalidad entre la actividad administrativa y la lesión producida y la valoración del daño o perjuicio causado, así como el monto en dinero o en especie de la indemnización, explicitando los criterios utilizados para su cuantificación. 

Igualmente en los casos de concurrencia previstos en el Capítulo V de esta ley, en dicha resolución se deberán razonar los criterios de imputación y la graduación correspondiente para su aplicación a cada caso en particular.

Artículo 33.- Cuando de las actuaciones, documentos e informes del procedimiento, el órgano de conocimiento considere que son inequívocas la relación de causalidad entre el daño y la actividad administrativa irregular de los entes públicos, la valoración de la lesión patrimonial y el cálculo de la cuantía de la indemnización, podrá acordar de oficio o a petición de parte interesada, un procedimiento abreviado en los siguientes términos:

I. Se podrá iniciar antes de la verificación de la audiencia a que se refiere el artículo 74 de la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila De Zaragoza.
II. Se concederá un plazo de cinco días hábiles al interesado para que ofrezca pruebas, tales como la documental, instrumental, pericial, reconocimiento e inspección judicial, fotografía, videograbación y las demás que se establezcan en las disposiciones que resulten aplicables; a partir del acuerdo que determine el inicio de dicho procedimiento, tiempo durante el cual las partes, podrán también dar por terminado el procedimiento mediante convenio, y

III. Una vez recibidas las pruebas, se desahogarán éstas y las ofrecidas con antelación, dentro de los cinco días hábiles siguientes, y la autoridad deberá emitir la resolución o sentencia en un lapso no mayor a cinco días hábiles, después de concluida aquella, en la que se determinará la relación de causalidad entre la actividad administrativa irregular de los entes públicos y el daño producido; la valoración del daño causado y la cuantía y modo de la indemnización, considerando los criterios previstos en la presente ley.

Articulo 34.- Las resoluciones de la autoridad administrativa que nieguen la indemnización, o que, por su monto, no satisfagan al interesado podrán impugnarse mediante juicio o recurso ante el Tribunal de Justicia Administrativo del Estado.

Artículo 35.- El procedimiento de reclamación terminará anticipadamente en los siguientes casos: 

 I. Por Convenio, mediante la fijación y el pago de la indemnización que las partes acuerden, para la validez de dicho convenio se requerirá, según sea el caso, la aprobación por parte de la contraloría interna o del órgano de vigilancia correspondiente

II.- Por desistimiento;  

 III. Por inactividad procesal, ante la falta de impulso del particular interesado durante más de 90 días naturales consecutivos; y 

 IV. En los demás casos en que, por disposición legal, haya impedimento para emitir resolución en cuanto al fondo de la reclamación. 

 Artículo 36.- El Estado o Municipio tendrá la obligación de denunciar ante el Ministerio Público a toda persona que directa o indirectamente participe, coadyuve, asista o simule la producción de daños o perjuicios con el propósito de acreditar indebidamente la responsabilidad patrimonial o de obtener alguna indemnización. 

CAPÍTULO QUINTO

DE LA CONCURRENCIA
Artículo 37.- En caso de concurrencia acreditada en los términos de esta Ley, el pago de la indemnización deberá distribuirse proporcionalmente entre todos los causantes de la lesión patrimonial reclamada, de acuerdo con su respectiva participación. Para los efectos de la misma distribución, las autoridades administrativas tomarán en cuenta, entre otros, los siguientes criterios de imputación, mismos que deberán graduarse y aplicarse de acuerdo con cada caso concreto: 

I.Deberá atribuirse a cada ente público del Estado o Municipio los hechos o actos dañosos que provengan de su propia organización y operación, incluyendo las de sus órganos administrativos desconcentrados;

II. Los entes públicos del Estado o Municipio responderán únicamente de los hechos o actos dañosos que hayan ocasionado los servidores públicos que les estén adscritos;

III. Los entes públicos del Estado o Municipio que tengan atribuciones o responsabilidad respecto de la prestación del servicio público y cuya actividad haya producido los hechos o actos dañosos responderán de los mismos, sea por prestación directa o con colaboración interorgánica;

IV. Los entes públicos del Estado o Municipio que hubieran proyectado obras que hayan sido ejecutadas por otras responderá de los hechos o actos dañosos causados, cuando las segundas no hayan tenido el derecho de modificar el proyecto por cuya causa se generó la lesión patrimonial reclamada. Por su parte, los entes públicos federales ejecutores responderán de los hechos o actos dañosos producidos, cuando éstos no hubieran tenido como origen deficiencias en el proyecto elaborado; y

V. Cuando en los hechos o actos dañosos concurra la intervención de la autoridad federal y la local, la primera deberá responder del pago de la indemnización en forma proporcional a su respectiva participación, quedando la parte correspondiente de la entidad federativa en los términos que su propia legislación disponga.

VI. El Gobierno del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y Tesorería General del Estado, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, podrá celebrar convenios de coordinación con los entes públicos del Estado y Municipio respecto de la materia que regula la presente Ley.

Artículo 38.- En el supuesto de que el reclamante se encuentre entre los causantes de la lesión cuya reparación solicita, la proporción cuantitativa de su participación en el daño y perjuicio causado se deducirá del monto de la indemnización total.

Artículo 39.- En el supuesto de que entre los causantes de la lesión patrimonial reclamada no se pueda identificar su exacta participación en la producción de la misma, se establecerá entre ellos una responsabilidad solidaria frente al reclamante, debiéndose distribuir el pago de la indemnización en partes iguales entre todos los cocausantes.

Artículo 40.- En el supuesto de que las reclamaciones deriven de hechos o actos dañosos producidos como consecuencia de una concesión de servicio público por parte de la Administración Pública del Estado o Municipio, y las lesiones patrimoniales hayan tenido como causa una determinación del concesionante que sea de ineludible cumplimiento para el concesionario, el Estado o Municipio responderá directamente.

En caso contrario, cuando el daño reclamado haya sido ocasionado por la actividad del concesionario y no se derive de una determinación impuesta por el concesionante, la reparación correrá a cargo del concesionario, y de ser este insolvente, el ente público la cubrirá subsidiariamente, pudiendo repetir contra el concesionario.

Los concesionarios tendrán la obligación de contratar seguros u otorgar garantías a favor del concesionante, para el caso de que la lesión reclamada haya sido ocasionada por la actividad del concesionario y no se derive de una determinación del concesionante.

CAPÍTULO SEPTIMO

DEL DERECHO DEL ESTADO DE REPETIR CONTRA LOS SERVIDORES PÚBLICOS.
Artículo 41.- El Estado o Municipio podrá repetir de los servidores públicos el pago de la indemnización cubierta a los particulares cuando, previa substanciación del procedimiento administrativo disciplinario previsto en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, se determine su responsabilidad, y que la falta administrativa haya tenido el carácter de infracción grave. El monto que se exija al servidor público por este concepto formará parte de la sanción económica que se le aplique.

La gravedad de la infracción se calificará de acuerdo con los criterios que establece la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza. Además, se tomarán en cuenta los estándares promedio de la actividad administrativa, la perturbación de la misma, la existencia o no de intencionalidad, la responsabilidad profesional y su relación con la producción del resultado dañoso.

Artículo 42.- Los entes públicos también podrán instruir igual procedimiento a los servidores públicos nombrados, designados o contratados por aquellos y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública Estatal y Municipal, cuando le hayan ocasionado daños y perjuicios en sus bienes y derechos derivado de faltas o infracciones administrativas graves. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto por otras leyes aplicables en la materia.

Artículo 43.- Los servidores públicos podrán impugnar las resoluciones administrativas por las que se les imponga la obligación de resarcir los daños y perjuicios que el ente público haya pagado con motivo de los reclamos indemnizatorios respectivos, a través del recurso de revisión, o ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Estado, en términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Los servidores públicos del Poder Judicial y del Legislativo, y los de los órganos autónomos del Estado, sólo podrán impugnarlas a través de la vía judicial

Artículo 44.- La presentación de reclamaciones por responsabilidad patrimonial de los entes públicos interrumpirá los plazos de prescripción que la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza determina para iniciar el procedimiento administrativo disciplinario a los servidores públicos, los cuales se reanudarán cuando quede firme la resolución o sentencia definitiva que al efecto se dicte en el primero de los procedimientos mencionados.

Artículo 45.- Las cantidades que se obtengan con motivo de las sanciones económicas que las autoridades competentes impongan a los servidores públicos, en términos de lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza se adicionarán, según corresponda, al monto de los recursos previstos para cubrir las obligaciones indemnizatorias derivadas de la responsabilidad patrimonial de los entes públicos.

CAPÍTULO OCTAVO

LEGISLACIÓN SUPLETORIA

Artículo 46.- En todo lo no previsto en esta ley, se aplicará en lo que corresponda las disposiciones de la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza, Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Coahuila, Código Civil y Código de Procedimientos Civiles del Estado, y el Código Fiscal del mismo. 

Artículo 47.- Los reclamos por responsabilidad patrimonial presentados conforme al presente ordenamiento son de naturaleza exclusivamente administrativa.

T R A N S I T O R I O S

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor a los noventa días contados a partir de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Segundo.- Dentro de los 30 días siguientes a la iniciación de vigencia de este Decreto, los entes públicos del Estado y de los Ayuntamientos de los Municipios determinarán los órganos competentes para conocer y resolver en su respectivo ámbito las reclamaciones de indemnización por responsabilidad patrimonial correspondientes.

Tercero.- Este Decreto no será aplicable a la responsabilidad patrimonial del Estado de Coahuila de Zaragoza o sus Municipios, que provenga de actos o hechos ocurridos con anterioridad a la iniciación de su vigencia.

Para dar cumplimiento a lo dispuesto por el Artículo 8 de la presente Ley, los sujetos obligados podrán reasignar partidas de sus respectivos presupuestos de egresos, hasta por las cantidades que se destinen a éste fin.

Por lo tanto, envíese al Ejecutivo del Estado para su promulgación y publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Dado en la sede del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza el día 19 de junio de 2018.

ATENTAMENTE

Por Grupo Parlamentario “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL”

DIP. JUAN CARLOS GUERRA LOPEZ NEGRETE

DIP.MARIA EUGENIA CAZARES MARTINEZ                 DIP. ROSA NILDA GONZALEZ NORIEGA

DIP. BLANCA EPPEN CANALES                                     DIP. FERNANDO IZAGUIRRE VALDES

DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ           DIP. GABRIELA ZAPOPAN GARZA GALVÁN

DIP.- JUAN ANTONIO GARCIA VILLA

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL ARTICULO 285 DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA A FIN DE ADICIONAR COMO CALIFICATIVA ESPECIAL DE ROBO, EL ROBO A CENTROS EDUCATIVOS, QUE PRESENTA LA DIPUTADA ZULMMA VERENICE GUERRERO CÁZARES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “BRIGIDO RAMIRO MORENO HERNANDEZ” DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRATICA DE COAHUILA, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE SUSCRIBEN EL PRESENTE DOCUMENTO.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

PRESENTE.

La suscrita Diputada Zulmma Verenice Guerrero Cázares, del Grupo Parlamentario “Brígido Ramiro Moreno Hernández” del Partido Unidad Democrática de Coahuila conjuntamente con las Diputadas y Diputados que suscriben el presente documento, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I,162,163 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, nos permitimos presentar a esta soberanía la presente INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL ARTICULO 285 DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA A FIN DE ADICIONAR COMO CALIFICATIVA ESPECIAL DE ROBO, EL ROBO A CENTROS EDUCATIVOS. 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La educación es uno de los derechos fundamentales que tenemos como seres humanos. También  es una de las políticas públicas centrales para acabar de fondo con problemas sociales y de desigualdad en nuestro país y en nuestro estado.

Indican estudios nacionales e internacionales que la educación es la base para el desarrollo de una sociedad.

Y sin duda la educación tiene varios componentes, la calidad de la enseñanza, el compromiso de los maestros, su capacitación y la inclusión de los padres de familia en este proceso educativo.

Pero sin duda alguna también tiene que ver la infraestructura con la que cuenta la comunidad educativa para poder fortalecer el ejercicio de enseñanzas en condiciones de calidad.

Llega la temporada de vacaciones, cuando los maestros y los alumnos toman su descanso incrementa el robo a las escuelas.

Tanto solo en lo que va del año sean presentado 157 robos  y 40 casos de daños en planteles educativos ejecutados durante el ciclo escolar 2017-2018 y lo que ha arrojado una pérdida de  2 millones 30 mil pesos, según datos de la propia Secretaría de Educación Pública.

Parte de los delitos van desde saqueo a equipos de oficina, los equipos de sonido para las actividades cívicas, material eléctrico, lámparas y en algunos casos cableado electrónico. Pero también existe el daño con grafitti , afectaciones a instalaciones hidráulicas y eléctricas.

El Sistema Educativo en el Estado cuenta con 5152 escuelas de todos los niveles educativos, de ellas 3840 son públicas y 1312 del sector privado.

De acuerdo a la información estadística de la Secretaría de Educación Pública 4183 pertenecen a la educación básica, el sector más golpeado por los robos y atracos.

Es importante recordar que el estado debe garantizar lo establecido en el artículo tercero de la Constitución Política que dice: Todo individuo tiene derecho a recibir educación y que la federación, estados y municipios deberán impartir educación preescolar, primaria, secundaria  y preparatoria, misma que será gratuita, laica y obligatoria.

Como legisladores tenemos la obligación de intervenir en adicionando o reformando leyes que permitan garantizar la educación, pero también castigar a esas personas que con dolo atacan el patrimonio de nuestros hijos. Es lamentable enterarnos por padres de familia o las noticias cuando los niños y jóvenes regresan a clases y no pueden tomar de manera adecuada su enseñanza porque no había luz o el aparato de refrigeración se lo robar  o el mobiliario administrativo “desapareció”.

A pesar de los esfuerzos de las autoridades, padres de familia y maestros por cuidar los planteles educativos en vacaciones, la incidencia delictiva contra las escuelas va en aumento.

Por ello como Diputados comprometidos con la educación, proponemos la siguiente reforma al Código Penal para que las personas que delinquen contra plantes educativos públicos o privados tengan castigos más severos.
   Por anteriormente expuesto y con fundamento a las disposiciones legales argumentadas anteriormente, someto a consideración de esta Honorable Sexagésima Primer Legislatura  el siguiente:

Decreto:

UNICO: Se adiciona la fracción lX al artículo 285 para añadir EL ROBO A CENTROS EDUCATIVOS, como calificativa especial de robo para quedar como sigue: 
Artículo 285 (Calificativas especiales del robo)

Se aumentará en un tanto el mínimo y el máximo de las penas previstas en el artículo 279 de este código, según la cuantía del robo de que se trate, cuando aquél se cometa:

I.
(Vivienda o cuarto habitado)

En vivienda o cuarto que estén habitados al momento del robo, comprendiéndose por aquéllos no sólo los que estén fijos en la tierra, sino también los móviles, sea cual fuese la materia de que estén construidos.

II.
(Despoblado)

En despoblado.

 III.
(Caminos o carreteras)

Respecto a cosas de personas o vehículos que sean conducidos en tramos desprotegidos, de caminos o carreteras federales, estatales o municipales.

IV.
(Intimidación con armas)

Mediante intimidación con armas.

V.
(Violencia)

Mediante violencia física, o cuando se ejerza esa clase de violencia para darse a la fuga o defender lo robado.

(Pautas específicas de aplicación)

Por violencia física se entenderá el empleo doloso de alguna parte del cuerpo, o de algún instrumento, objeto o arma, con los que materialmente se sujete, inmovilice o golpee a la víctima o a una persona que se encuentre con ella, o se cause daño a la integridad corporal a ambas, o a cualquiera de ellas.

La violencia para darse a la fuga deberá consistir en golpear a la víctima o a una tercera persona, o causar daño a la integridad corporal de cualquiera de ellas, o disparar contra cualquiera de ellas, aunque no resulten lesionadas.

(Violencia agravada)

Sin embargo, se aumentarán en un tanto, las penas de prisión mínima y máxima del robo simple según su cuantía, previstas en el artículo 279 de este código, cuando mediante la violencia referida en cualquiera de los párrafos segundo y tercero de esta fracción, se cause a la víctima o a una tercera persona, una o más lesiones de las previstas en la fracción III del artículo 200 de este código.

Y se duplicarán penas de prisión mínima y máxima del robo simple según su cuantía, previstas en el artículo 279 de este código, cuando mediante la violencia referida en cualquiera de los párrafos segundo y tercero de esta fracción, se cause a la víctima o a una tercera persona, una o más lesiones de las previstas en las fracciones IV a VIII del artículo 200 de este código.

VI.
(Miembro o ex-miembro de seguridad)

Por quien haya sido o sea miembro de alguna institución de seguridad pública, o de una empresa de seguridad privada, aunque el sujeto activo no esté en servicio.

Asimismo, al miembro de la institución de seguridad pública de que se trate, se le destituirá e inhabilitará de quince a veinte años para desempeñar un cargo, empleo o comisión en cualquier entidad oficial del Estado o de sus municipios, y se le suspenderá de quince a veinte años del derecho a realizar cualquier clase de actividad de seguridad privada.

Igualmente, al miembro de empresa de seguridad privada, se le suspenderá de quince a veinte años del derecho para realizar cualquier actividad de aquella clase, tanto privada, como en cualquier entidad oficial del Estado o de sus municipios.

Por instituciones de seguridad pública se entenderá a las señaladas en el artículo 341 de este código.

VII.
(Identificaciones falsas)

Valiéndose de identificaciones falsas o de supuestas órdenes de la autoridad.

VIII.
(Participación de menor de edad)

Valiéndose de un menor de doce años; o con la intervención de quien tenga doce años o más, pero menos de dieciocho años, ya sea que el mismo intervenga como autor, determinador o como cómplice.
lX.    (Robo a centros educativos)

Cuando se cometa en contra de uno o más bienes de cualquier institución educativa pública, o privada que cuente con reconocimiento oficial.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS.

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.
“POR UN GOBIERNO DE CONCERTACION DEMOCRATICA”

GRUPO PARLAMENTARIO “BRIGIDO RAMIRO MORENO HERNANDEZ”

Saltillo, Coahuila de Zaragoza a  19 de junio de 2018

Diputada Zulmma Verenice Guerrero Cázares

Diputado Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor
Diputado Edgar Gerardo Sánchez Garza
PROPUESTA DE INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 132 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, QUE PRESENTA LA DIPUTADA CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “ELVIA CARRILLO PUERTO” DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRACÁTICA, EN MATERIA DE DERECHOS DE SEGURIDAD SOCIAL.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

PRESENTE.

La suscrita Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 71 fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 21 fracción IV, 152 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta soberanía la siguiente propuesta de iniciativa por la que se reforma el artículo 132 de la ley de seguro social conforme a la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La pensión por viudez es un derecho de seguridad social que esta tutelado por el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por los artículos 1, 2, 3  y 9 del Protocolo de San Salvador Adicional a la Convención Americana de Derechos Humanos, relativa a Derechos Económicos Sociales y Culturales. En otras palabras, es un derecho fundamental que está protegido por la normatividad nacional como internacional.

El derecho a una pensión por viudez, surge de la necesidad de los trabajadores de proteger a sus seres queridos en caso de que por alguna situación del destino llegaran a fallecer, por lo que no debería estar condicionado por limitaciones que sean desproporcionales o que no puedan ser cumplidas por la simple voluntad de las viudas y viudos. 

En la redacción actual del artículo 132 de la Ley del Seguro Social, se puede observar que todas las causales para negar la pensión por viudez establecen la obligación de las y los viudos, de cumplir con ciertos periodos de duración del matrimonio. A saber, la norma exige por regla general cumplir con seis meses de casados para poder acceder al derecho de pensión por viudez, en los casos específicos, las fracciones II y III exigen por lo menos un año de matrimonio cumplido, cuando la persona asegurada sea mayor de 55 años o en el caso de que ya reciba una pensión por vejez, invalidez o cesantía por edad avanzada. 

Estos casos recientes, la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha manifestado sobre el tema, un ejemplo es el AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 2396/2017, en el cual el máximo tribunal del país sostuvo que  “el condicionar la procedencia de la pensión por viudez a un determinado tiempo como lo es 6 meses, es una causa ajena al trabajador lo cual constituye una regla desproporcionada y contraria a los principios de seguridad social contenidos en el artículo 123 de la Constitución”.

En el mismo sentido, se ha manifestado el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa y del Trabajo del Décimo Primer Circuito, el cual sostuvo en la Tesis: XI.1o.A.T.81 que: 

“la restricción al derecho fundamental a una pensión de viudez, prevista en el artículo 132, fracción II, de la Ley del Seguro Social, es desproporcional, porque impone una carga al particular que no está en posibilidad de cumplir, al exigirle haber estado un año en matrimonio con el de cujus, cuando al contraer nupcias éste tuviera más de cincuenta y cinco años de edad, pues se soslaya que la muerte constituye un hecho fortuito y, por ende, de verificación desconocida, de suerte que, al margen de la edad que tenía el asegurado cuando contrajo nupcias, a su cónyuge le corresponde recibir la pensión de viudez” 

En otras palabras, la fecha de la muerte es un hecho incierto, por lo que no debería ser una causal para negar la pensión por viudez a una persona, salvo por que se trate de un fraude a la ley, entendido éste como el hecho de que el matrimonio se contraiga con el único fin de recibir pensión.

A pesar de que los tribunales ya han declarado que el artículo 132 es inconstitucional, el ordenamiento sigue aplicándose debido a que no se ha realizado la declaración general de inconstitucionalidad, por lo que si una persona cae en cualquiera de los supuestos, tendrá que agotar primero la instancia ante el seguro social, luego la vía laboral y finalmente el amparo. Esta batalla legal puede durar varios años hasta que se le reconozca al afectado el derecho a recibir pensión, sin mencionar el desgaste físico, legal y económico que implica.

De ahí que la propuesta de iniciativa que hoy presento ante esta soberanía, pretende reformar el artículo 132 de la Ley del Seguro Social para eliminar aquellas fracciones que limitan de manera excesiva el derecho a recibir pensión por viudez. Nuestra finalidad es que el texto normativo esté de acuerdo con la interpretación que del mismo han hecho los tribunales constitucionales del país. 

De la misma forma, buscamos que los problemas derivados de una tragedia como lo es la muerte del cónyuge o ascendiente, se vean agudizados por un innecesario conflicto legal para lograr que reconozca el derecho a una pensión por viudez, que en teoría debería garantizar la seguridad y protección de quienes sobreviven al trabajador fallecido.

Por todas las razones antes mencionadas, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71 fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;  artículos  59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 21 fracción IV, 152 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente:
PROPUESTA DE INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

UNICO.- Se reforma el artículo 132 de la Ley del Seguro Social para quedar como sigue: 

Artículo 132. No se tendrá derecho a la pensión de viudez que establece el artículo anterior, cuando el matrimonio se hubiera celebrado con la persona asegurada y esta tuviere una enfermedad incurable en fase terminal, a menos que se acredite una relación de concubinato de cinco años previos a su muerte.
La limitación que establece este artículo tampoco regirá cuando al morir el asegurado o pensionado la viuda compruebe haber tenido hijos con él.

Por lo expuesto y fundado, ante esta soberanía respetuosamente solicitamos que las reformas presentadas sean analizadas con el propósito de que previo dictamen, sean presentadas a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión para los trámites correspondientes.

SALON DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

Saltillo, Coahuila de Zaragoza a 19  de junio de 2018

DIPUTADA 

CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA

H.  PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE. - 

Iniciativa que presenta la diputada Rosa Nilda González conjuntamente con los diputados del Grupo Parlamentario “ Del Partido Acción Nacional”; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO  por la que se  modifica el contenido de las fracciones VII y IX  del artículo27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza , en base a la siguiente:

Exposición de motivos

 Las leyes orgánicas de la administración pública son los ordenamientos que establecen las funciones del poder ejecutivo, en este caso, de los estados; delimitando las atribuciones del jefe del ejecutivo, de los secretarios de despacho, y de los demás funcionarios y dependencias pertenecientes al primer nivel en la estructura de este poder.

La función y objetivo de estos ordenamientos es clave para el quehacer público, ya que permiten conocer con certeza y plena seguridad jurídica los deberes y facultades de cada uno de los funcionarios que ocupan los cargos ya mencionados. 

Estas leyes regulan también, de modo general, el funcionamiento de la estructura paraestatal, descentralizada y desconcentrada.

En este sentido, una ley orgánica de la administración pública, cualquier ley de este tipo y finalidad, le confiere a la estructura de gobierno los deberes y facultades (atribuciones) precisas con las que cuenta para desempeñar sus actividades, debiendo sujetarse de modo a las mismas, sin poder hacer más allá de lo que la ley establece, principio que rige el quehacer público, éste es un principio de derecho constitucional ratificado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en criterios diversos, tanto antiguos como recientes.

Es así, que estos ordenamientos no escapan a la necesidad legislativa de ser constantemente reformados en aras de actualizarlos y ajustarlos a la realidad que enfrentan día a día los servidores públicos y las dependencias y organismos, con el ánimo de hacer más dinámico y eficiente su trabajo y desempeño.

Las complejidades y retos que se derivan de las atribuciones para una misma materia o rubro entre los tres órdenes de gobierno,  es otro factor que obliga al legislador a realizar actualizaciones con cierta frecuencia al marco normativo que regula las estructuras de la administración (local o federal), justamente para evitar conflictos de competencia, vacíos legales, duplicidad de funciones, antinomias, oscuridad legal, y otros vicios y fallas legislativas que generen conflictos en la práctica, ya sea entre funcionarios de la misma estructura, o entre estos y servidores públicos pertenecientes un nivel distinto de gobierno.

Sin embargo; queda claro que entre las motivaciones principales para reformar una ley de esta naturaleza, está la ya señalada: La autoridad solo puede hacer lo que la ley le permite. Es así, que cuando las atribuciones de una autoridad no son justas y suficientes de acuerdo a su naturaleza y materias o rubros que le competen, se establecen impedimentos o limitaciones para que el quehacer público sea más dinámico y eficiente. 

Para el fin que nos interesa, destacamos que la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece las atribuciones de la Secretaría de Desarrollo Rural al tenor de la siguiente redacción:

ARTÍCULO 27. A la Secretaría de Desarrollo Rural le corresponde el despacho de los siguientes asuntos:  

I. Diseñar y coordinar las políticas de desarrollo rural, que mejoren la competitividad y la productividad agropecuaria;

II. Formular e instrumentar planes y acciones que eleven el rendimiento, calidad y comercialización de los productos del campo;

III. Promover la articulación de modelos de desarrollo rural regional, bajo criterios de eficiencia, productividad y sustentabilidad;

IV. Promover el aprovechamiento sustentable de los recursos hidráulicos para riego de la entidad;

V. Fomentar la capacitación y las actividades que permitan la adopción y aplicación de tecnología e insumos para mejorar las condiciones de elaboración, producción y comercialización de productos del campo;

VI. Establecer y operar un sistema de inspección y verificación de las normas relacionadas con el sector rural;

VII. Coadyuvar con las instancias competentes, en la obtención de la información estadística y geográfica del sector rural;

VIII. Impulsar los programas de investigación y transferencia de tecnología en el sector rural, en colaboración con instituciones públicas y privadas;

IX. Promover la organización de productores, ejidatarios, comuneros y grupos sociales para la instrumentación de programas de beneficio colectivo;

X. Coordinar la ejecución de obras de infraestructura para impulsar el desarrollo rural;

XI. Realizar estudios de evaluación de los suelos para lograr su aprovechamiento racional, conservación, mejoramiento y debida explotación con una perspectiva de desarrollo sustentable;

XII. Promover la creación y ampliación de agro negocios, integración de cadenas productivas, así como alentar la diversificación de unidades de producción; 

XIII. Impulsar y coordinar la obtención de fondos para el desarrollo de proyectos y promover los programas de inversión en el campo;

XIV. Instrumentar en el ámbito de su competencia, campañas permanentes fitosanitarias y zoosanitarias de prevención y combate de plagas, siniestros y enfermedades; 

XV. Promover la participación de productores, empresarios e industriales estatales en exposiciones, ferias y congresos en materia rural;

XVI. Promover un sistema para la certificación de origen y calidad de los productos agrícolas, pecuarios, forestales, pesqueros y acuícolas en el Estado, y

XVII. Las demás que le confieran expresamente esta ley, otras disposiciones aplicables y aquellas que le encomiende el Titular del Ejecutivo.  

En la práctica legislativa, es inevitable que para determinar las atribuciones de una entidad federativa en una materia específica, se deben deducir parte de las mismas en base a revisar las que están expresamente atribuidas al Poder Ejecutivo Federal. En segundo lugar, de acuerdo a los casos donde una ley,  casi siempre una ley general, observar las atribuciones de los estados que de forma concreta establecen este tipo de ordenamientos.  Es, principalmente en base a estos dos métodos, que el legislador local puede dimensionar las atribuciones del poder ejecutivo (local), sus secretarías y organismos de modo claro.

En otros supuestos se debe acudir a fuentes como el derecho comparado, y en su caso, a criterios o sentencias relevantes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Apelando a los métodos antes señalados, revisamos las leyes que regulan las atribuciones en materia rural de los  órdenes de gobierno federal y local; así como algunas leyes orgánicas de diversas entidades federativas, para verificar que las atribuciones de nuestra Secretaría de Desarrollo Rural están debidamente actualizadas y completas de acuerdo a la competencia de la misma.  Encontrando que algunas atribuciones en rubros como fomento a las actividades agrícolas, intercambio de información con otros estados y niveles de gobierno, formulación y ejecución de programas para el desarrollo y el empleo en el campo, ameritan una adecuación al marco legislativo correspondiente.

Estas adecuaciones permitirán dotar de mayor certeza las atribuciones de esta secretaría, y brindarle un radio más amplio de acción en beneficio del campo coahuilense.

Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:

DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se  modifica el contenido de las fracciones VII y IX  del artículo27 de la  Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 27. .….

I a la VI……

VII. Coadyuvar con las instancias competentes, en la obtención de la información estadística y geográfica del sector rural; e intercambiar con los estados de norte del país las experiencias y conocimientos que permitan mejorar los estándares sanitarios y la comercialización regional de todos los productos agropecuarios. 

……

IX. Promover la organización de productores, ejidatarios, comuneros y grupos sociales para la instrumentación de programas de beneficio colectivo; así como formular y ejecutar los planes, programas y acciones para el desarrollo integral de las personas que viven y trabajan en zonas rurales del Estado, principalmente aquellos dirigidos a mejorar las condiciones de las mujeres.

.....

TRANSITORIO

Único. -  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCION NACIONAL”

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 19 de junio de 2018

DIP. ROSA NILDA GONZALEZ NORIEGA

DIP. MARIA EUGENIA CAZARES MARTINEZ
DIP. FERNANDO IZAGUIRRE VALDÉS

DIP. BLANCA EPPEN CANALES                            DIP. JUAN CARLOS GUERRA LÓPEZ NEGRETE

DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ
DIP. GABRIELA ZAPOPAN GARZA GALVÁN

DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA

H. Pleno del Congreso del 

Estado de Coahuila de Zaragoza.

Presente.

El que suscribe Diputado Edgar Sánchez Garza del Grupo Parlamentario “Brigido Ramiro Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila de la LXI Legislatura del Honorable Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con fundamento en el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I, 159 y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, pongo a consideración de ustedes, compañeras y compañeros legisladores, la presente iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Libre, Independiente y Soberano de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Apenas la semana pasada presente una iniciativa de ley donde señalaba que era necesario el uso de la tecnología para poder agilizar y hacer más práctico nuestro trabaja legislativo.

El día de hoy, subo nuevamente a esta tribuna, para reiterar que el uso de la tecnología en el trabajo parlamentario no solamente hace más rápido y eficiente las labores de este H. Congreso, sino además puede servir para reducir significativamente el costo económico que representa el envío de los acuerdos tomados por el Pleno del Congreso o por la Diputación Permanente a los 38 municipios del Estado.    

En efecto, compañeras y compañeros diputados, cuando alguno de nosotros presentamos un punto de acuerdo que es aprobado y cuyo resolutivo, implica que se exhorte a los 38 cabildos municipales, tiene un costo muy significativo para el erario de este poder legislativo, pues se deben enviar 38 paquetes vía paquetería, cuyo costo oscila entre los 150 ó 200 pesos por cada uno de ellos.

Muestra de ello, es lo ocurrido apenas hace dos semana en donde en una misma sesión, se aprobó primeramente una iniciativa constitucional que se envió a los municipios para conocer su opinión al respecto y en segundo lugar fue aprobado un punto de acuerdo donde se exhortaba a los municipios.  

Tan solo en este caso que les estoy comentando, se elaboraron dos paquetes para cada uno de los municipios, es decir uno donde contenía la iniciativa constitucional y otro donde se anexaba el punto de acuerdo, por tanto se pagaron 76 guías, mismas que a razón de 200 pesos cada una, tuvieron un costo de 15, 200 pesos.

El caso que les comento, es tan solo un ejemplo de los muchos que ha han sucedido durante estos casi seis meses de trabajo legislativo, en donde la Diputación Permanente o el Pleno, han exhortado por diversas razones a los 38 cabildos municipales, de ahí ustedes podrán imaginar, la cantidad de dinero que se ha utilizado únicamente por concepto de pago de paquetería.

En virtud de lo anterior, es que presento ante ustedes esta iniciativa de ley, donde se pretende que la Oficialía Mayor de este Congreso, que es la encargada de darle seguimiento a los acuerdo tomados tanto por la Diputación Permanente como por el Pleno, instituya un correo electrónico oficial, el cual servirá para enviar de manera oficial a los 38 municipios, los acuerdos que se tomen por este H. Congreso y que deban ser notificados para su cumplimiento.

Cabe hacer mención, que la Oficialía Mayor de este H. Congreso, deberá pedirles de igual forma a los 38 cabildos municipales un correo institucional, donde se lleve a cabo el envió de los exhortos aprobados por el Pleno del Congreso o por la Diputación permanente, mismo que hará las veces de acuse oficial, para efectos de fecha y horas de recibimiento de dichos documentos, los cuales deberán ser contestados de la misma manera por parte de los municipios.

Compañeras y compañeros diputados, con propuestas como las que aquí se plantean, además de hacer más ágil, el trabajo legislativo, le permite a este H. Congreso tener un ahorro económico considerable, además de perderse menos tiempo, así como tener un menor uso de papel, situaciones, que sin lugar a duda contribuyen  de manera positiva en el desempeño nuestro trabajo como legisladores.

Por último, deseo mencionar que ojalá la Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, tanto esta iniciativa de ley como la que presente la semana pasada, las pueda dictaminar de manera conjunta, pues ambas tienen relación con el trabajo diario de este órgano legislativo, solicitando además que sean dictaminadas favorablemente.

 En virtud de lo anterior, es que se somete a consideración de este Honorable Congreso del Estado, para su revisión, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente:

Iniciativa de Decreto por el que se modifican diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Libre, Independiente y Soberano de Coahuila de Zaragoza, de la manera siguiente:
El actual artículo 278 Fracc VI de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Libre, Independiente y Soberano de Coahuila de Zaragoza señala:

ARTÍCULO 278.- A la Oficialía Mayor del Congreso, le corresponde el despacho de los siguientes asuntos

VI.
Cumplir y dar seguimiento a los acuerdos del Pleno, de la Mesa Directiva del Congreso, de la Diputación Permanente, de la Junta de Gobierno, de las Comisiones y de los Comités;  

Para quedar como sigue:

ARTÍCULO 278.- A la Oficialía Mayor del Congreso, le corresponde el despacho de los siguientes asuntos

VI.
Cumplir y dar seguimiento a los acuerdos del Pleno, de la Mesa Directiva del Congreso, de la Diputación Permanente, de la Junta de Gobierno, de las Comisiones y de los Comités;  
Para el cumplimiento y seguimiento de los acuerdos que tienen que ver con los municipios del Estado, la Oficialía Mayor de este H. Congreso, establecerá un correo electrónico, a través del cual se realizaran las notificaciones correspondientes y servirá de acuse de recibo de los documentos oficiales.  
ARTÍCULO TRANSITORIO

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente a su publicación en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Por un Gobierno de Concertación Democrática 

Grupo Parlamentario “Brigido Ramiro Moreno Hernández”

Saltillo, Coahuila a 19 de Junio del 2018.

Dip. Edgar Sánchez Garza 
H. PLENO DEL CONGRESO 

DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

PRESENTE.-

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO, QUE PRESENTA EL DIPUTADO FERNANDO IZAGUIRRE VALDES, EN CONJUNTO CON LAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL “PARTIDO ACCIÓN NACIONAL”, EN EL QUE SE REFORMAN LOS ARTICULOS 13 y 20, DE LA LEY DEL SISTEMA ANTICORRUPCIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, AL TENOR DE LA SIGUIENTE
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La corrupción en México, es un problema de graves dimensiones que afecta de forma devastadora a la sociedad, tanto en lo económico, político, social, y en lo cultural. Esto representa un fenómeno que juntos, gobierno y ciudadanía debemos de combatir, pues lesiona la posible atracción de inversionistas, que puedan generar fuentes empleo, siendo el factor más determinante para que disminuya la pobreza. Así mismo, el flagelo de la corrupción genera inseguridad pública, porque promueve la impunidad y trastoca el estado de derecho al que todos nos debemos de sujetar.
En ese sentido, la prevención y el combate de la corrupción debe de ser una de las prioridades principales en las que se deben de ocupar aquellos que detentan el poder público, para procurarle a la sociedad el bienestar y la seguridad que tanto anhelamos.
Ahora bien, el artículo 113 Constitucional prevé expresamente, que el Sistema Nacional Anticorrupción es la instancia de coordinación entre las autoridades de todos los órdenes del gobierno que resulten competentes para la prevención, detección y sanción de todas aquellas personas que incurran en responsabilidad administrativa por hechos de corrupción, así como para establecer planes y programas para la confiable y transparente fiscalización, así como el debido control del manejo de los recursos públicos.

Dado lo anterior, resulta un ineludible compromiso legal que los Estados, al establecer sus Sistemas Locales Anticorrupción, deben de instituir mecanismos jurídicos eficientes y suficientes, para lograr la prevención, detección, combate y en su caso, la correspondiente sanción de todas aquellas personas que incurran en responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, para que sean señalados y castigados sin privilegios ni distinciones, ya sea que resulten ser  servidores públicos o ciudadanos.

Por virtud de lo antes expuesto, resulta pertinente Reformar los artículos 13 y 20, de la Ley del Sistema  Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza, para el efecto de que las reuniones de los integrantes del Comité Coordinador y del Consejo de Participación Ciudadana del mencionado Sistema, tengan la obligación legal ineludible de reunirse mínimamente una vez al mes, ya que el Comité Coordinador actualmente solo tiene la responsabilidad de sesionar ordinariamente cada tres meses, y el Consejo de Participación Ciudadana solo prevé legalmente que sesione previa convocatoria de su Presidente, cuando así se requiera a petición de la mayoría de sus integrantes, lo cual es inviable desde el punto de vista técnico y de dirección de una institución, ya que para poder alcanzar los objetivos deseados de detectar, prevenir y en su caso sancionar los actos de corrupción que se cometan en nuestra entidad, así como para lograr diseñar y poner en operación planes y programas para una confiable, eficiente y transparente fiscalización, que conlleve a consolidar el buen manejo de los recursos públicos que son patrimonio de los ciudadanos Coahuilenses, se requiere una mayor participación y activismo de tales organismos.

Por dicho motivo, se debe de obligar a esos Organismos a sesionar de forma más frecuente, de ahí, que para obtener resultados más inmediatos y mas ejecutivos, tales Instancias responsables del diseño, promoción, y evaluación de las políticas públicas locales de prevención y combate a la corrupción, deban de sesionar ineludiblemente por disposición legal de forma ordinaria mínimamente una vez al mes, como lo hacen las instituciones tanto públicas como privadas que ostentan grados de confiabilidad  y de eficiencia aceptables.

Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:

DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO.- SE REFORMA EL CONTENIDO DEL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 13 Y EL CONTENIDO DEL ARTÍCULO 20 DE LA LEY DEL SISTEMA ANTICORRUPCIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

Artículo 13. El Comité Coordinador se reunirá en sesión ordinaria cada mes. El Secretario Técnico podrá convocar a sesión extraordinaria a petición del Presidente del Comité Coordinador o previa solicitud formulada por la mayoría de los integrantes de dicho Comité.

…

Artículo 20. El Consejo de Participación Ciudadana se reunirá, en sesión ordinaria cada mes, previa convocatoria de su Presidente. Las decisiones se tomaran por mayoría de votos de los miembros presentes y en caso de empate, se volverá a someter a votación, y en caso de persistir el empate se enviara el asunto a la siguiente sesión.  

….

TRANSITORIOS

ÚNICO.- El presente decreto entrara en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA, GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA; A 19 DE JUNIO DE 2018.

DIP. FERNANDO IZAGUIRRE VALDÉS 
DIP. MARIA EUGENIA CAZARES MARTINEZ
DIP. ROSA NILDA GONZÁLEZ NORIEGA

DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ

DIP. BLANCA EPPEN CANALES

 DIP. JUAN CARLOS GUERRA LÓPEZ NEGRETE
DIP. GABRIELA ZAPOPAN GARZA GALVÁN

DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado para que se autorice al Gobierno del Estado, para que desincorpore y enajene a título gratuito, un predio de su propiedad, con una superficie de 3,946.591 M2., ubicado en el Municipio de Saltillo, Coahuila a favor del Instituto Electoral de Coahuila, con objeto de llevar a cabo la construcción de las oficinas administrativas de dicho organismo.

RESULTANDO
ÚNICO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 15 de mayo de 2018, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio y dictamen.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.  Que esta Comisión de Finanzas, con fundamento en los artículos 91, 116, 117 y demás relativos a la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.  Que la iniciativa se sustentó en la siguiente exposición de motivos.

TERCERO. 
El Gobierno del Estado, confirma su vocación de coadyuvar con los organismos públicos para incentivar la participación ciudadana en las tareas de la gestión pública, a fin de asegurar que las prioridades y los programas de gobierno respondan a las demandas y aspiraciones de la sociedad.

En este sentido, fomentar la cultura de la legalidad y los valores democráticos en la población es de suma importancia, toda vez que, a través de éstos, se contribuye al desarrollo de la vida republicana y al fortalecimiento de las convicciones humanistas y sociales del estado constitucional de derecho, así como la protección de los derechos políticos-electorales de los habitantes coahuilenses, y el resto de los derechos que conforman la esfera de protección de las personas.

Así, en atención a la reforma de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia político-electoral, publicada el 22 de septiembre del 2015, en cuyo Artículo Tercero Transitorio se dispone la extinción del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado y su sustitución por el Instituto Electoral de Coahuila; así como que los recursos financieros y materiales pertenecientes al otro Instituto pasarán a la disposición de la Secretaría de Finanzas quien dotará al nuevo organismo con el presupuesto necesario para el desempeño de sus funciones.

Ahora bien, el Gobierno del Estado es propietario y poseedor con plena potestad de una superficie de 3,946.591 M2, identificado con fracción de terreno número cuatro, ubicada en el predio conocido antiguamente como rancho “La Torrecilla”, en el municipio de Saltillo, Coahuila. Amparado en la Escritura Pública Número 35 de fecha 19 de diciembre de 2016, pasadas ante la fe del Notario Público Número 22, Licenciado Diego Rodríguez Canales, misma que se encuentra inscrita en el Registro Público de la ciudad de Saltillo bajo el folio número 167037 de fecha 02 de marzo de 2017.

En tal virtud, el Gobierno del Estado, en cumplimiento al Artículo Tercero Transitorio de la reforma a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en el  Periódico Oficial del Estado con fecha 22 de septiembre de 2015, en la que dispone que la Secretaría de Finanzas dotarán al Instituto Electoral de Coahuila de lo necesario para el cumplimiento de sus funciones, por lo que ha resuelto enajenar a título gratuito el lote que se describe, a favor del Instituto Electoral de Coahuila, con la finalidad que se destine única y exclusivamente para la construcción de las oficinas administrativas de dicho organismo, Asimismo, conforme a la Ley General de Bienes del Estado, le corresponde al Titular del Ejecutivo, disponer de los Bienes Inmuebles del Dominio Público y Privado del Estado. 

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que se han cubierto los requisitos necesarios para la enajenación de la superficie en mención, logrando así la posibilidad de formalizar su posesión y garantizar la construcción de sus oficinas administrativas, el cual otorgará un beneficio social. Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA AL GOBIERNO DEL ESTADO PARA QUE DESINCORPORE Y ENAJENE A TÍTULO GRATUITO UN PREDIO DE SU PROPIEDAD CON UNA SUPERFICIE TOTAL DE 3,946.591 M2., UBICADO EN EL MUNICIPIO DE SALTILLO, COAHUILA, A FAVOR DEL INSTITUTO ELECTORAL DE COAHUILA.

ARTÍCULO PRIMERO.- Se autoriza al Gobierno del Estado para que desincorpore y enajene a título gratuito, un predio de su propiedad, identificado como fracción de terreno número cuatro, con una superficie de 3,946.591 M2., ubicada en el predio conocido antiguamente como rancho “La Torrecilla”, ubicado en el Municipio de Saltillo, Coahuila a favor del Instituto Electoral de Coahuila, el cual se describe con el siguiente:

SUPERFICIE: 3,946.591 M²

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

	LADOS
	DISTANCIA 

METROS
	RUMBO
	COLINDANCIAS



	7-8
	15.958
	N 03°53’10.21” E
	BLVD. LUIS DONALDO COLOSIO

	8-28
	117.383
	N 84°44’41.33” W
	FRACCION 3

	28-29
	37.114
	S 15°30’10.55” W
	FRACCION 1

	29-30
	124.400
	S 88°13’37.25” E
	FRACCION 5

	30-7
	13.04
	N 06°07’15.81” E
	BLVD. LUIS DONALDO COLOSIO


El Gobierno del Estado acredita la propiedad de los predios con la Escritura Pública Número 35 de fecha 19 de diciembre de 2016, pasadas ante la fe del Notario Público Número 22 Licenciado Diego Rodríguez Canales, misma que se encuentra inscrita en el Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 209845, Folio 167037, Libro 2099, Sección I, de fecha 02 de marzo de 2017.

ARTÍCULO SEGUNDO.-  La autorización de esta operación es con el objeto de que el Instituto Electoral de Coahuila, destine el inmueble referido única y exclusivamente a la construcción de las oficinas administrativas de dicho organismo.
ARTÍCULO TERCERO.- Se autoriza al Titular del Ejecutivo Estatal para que por si, o por medio del representante legal que designe, otorgue al Instituto Electoral de Coahuila, el título de propiedad correspondiente, que deberá inscribirse en la Oficina del Registro Público de Saltillo, Coahuila de Zaragoza.
ARTÍCULO CUARTO.- Los gastos que se generen a consecuencia del proceso de escrituración y registro de la operación autorizada en este Decreto, serán cubiertos totalmente por el donatario.
ARTÍCULO QUINTO.-  En el supuesto que no se formalice la operación que se autoriza, mediante la escritura pública de donación dentro de un plazo de dieciocho meses, computados a partir de la fecha en que inicie la vigencia del presente Decreto, y/o no sea destinado para el objeto señalado, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose, en su caso, de nueva autorización Legislativa para proceder a la enajenación a que se hace referencia el Artículo Primero de este Decreto, revirtiéndose de pleno derecho el inmueble al patrimonio del Gobierno del Estado.
TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 11 de junio de 2018.
POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LXI LEGISLATURA 
	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos

Coordinadora


	A FAVOR
ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Gabriela Zapopan Garza Galván

Secretaria


	A FAVOR
ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga.


	A FAVOR
ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Rosa Nilda González Noriega.


	A FAVOR
ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Zulmma Verenice Guerrero Cázares


	A FAVOR
ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Elisa Catalina Villalobos Hernández


	A FAVOR
ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda.


	A FAVOR
ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 11,081.809 M2., ubicado en el Polígono CN-5 del Desarrollo Ciudad Nazas-San Antonio, de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor del Consejo de la Judicatura Federal del Poder Judicial de la Federación, con objeto de llevar a cabo la ampliación del Centro de Justicia Penal Federal.
RESULTANDO

PRIMERO. Que, en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, de fecha 08 de mayo del 2018, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, numeral 10 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que de conformidad con el Artículo 304 y el segundo párrafo del Artículo 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables, así como el Artículo 302 que dispone ”Ninguna enajenación, ni concesión de uso o usufructo de bienes inmuebles del Municipio, podrán hacerse a los miembros y servidores públicos del ayuntamiento, ni a sus parientes en línea recta sin limitación de grado, colaterales hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo”.
TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, según consta en la certificación del acta de Cabildo, de fecha 03 de mayo de 2018, aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 11,081.809 M2., ubicado en el Polígono CN-5 del Desarrollo Ciudad Nazas-San Antonio, de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor del Consejo de la Judicatura Federal del Poder Judicial de la Federación.

El inmueble antes mencionado se identifica como polígono CN-5 del Desarrollo Ciudad Nazas-San Antonio, de esa ciudad, con una superficie de 11,081.809 M2., y se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN POLÍGONO CN-5

SUPERFICIE DE 11,081.809 M2.

	LADOS
	RUMBO
	DISTANCIA
	V
	COORDENADAS

Y                                X

	EST
	PV
	
	
	
	

	
	
	
	
	76
	2,826,921.9636
	662,099.0958

	76
	77
	S 88°52’16.60” E
	0.010
	77
	2,826,921.9634
	662,099.1063

	77
	7
	S 01°32’00.29” W
	90.726
	7
	2,826,831.2700
	662,093.6785

	7
	32
	N 90°00’00” E
	93.922
	32
	2,826,831.2700
	662,190.6000

	32
	31
	S 02°17’28.94 W”
	122.600
	31
	2,826,708.7679
	662,185.6983

	31
	30
	S 89°57’16.79” E
	11.211
	30
	2,826,708.7590
	662,196.9093

	30
	29
	N 02°53’04.30” E
	197.089
	29
	2,826,905.5983
	662,206.8274

	29
	28
	N 04°08’49.10” E
	7.034
	28
	2,826,912.6137
	662,207.3361

	28
	23
	N 02°32’03.63” W
	7.231
	23
	2,826,919.8373
	662,207.0164

	23
	76
	N 88°52’16.59” W
	107.941
	76
	2,826,921.9636
	662,099.0958


Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en las oficinas del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 218692, Libro 2187, Sección I, de fecha 14 de abril de 2016, por adquisición; bajo la Partida 247221, Libro 2473, Sección I de fecha 2 de abril del 2018 por adquisición; bajo la Partida 237699, Libro 2377, Sección I de fecha 7 de agosto del 2017 por adquisición; bajo la Partida 165348, Libro 1654, Sección I de fecha 4 de junio del 2012 por adquisición; bajo la Partida 218398, Libro 2184, Sección I de fecha 8 de abril del 2016 por adquisición; bajo la Partida 218692, Libro 2187, Sección I de fecha 14 de abril del 2016 por subdivisión; bajo la Partida 237696, Libro 2377, Sección I de fecha 7 de agosto del 2017 por adquisición: bajo la Partida 237699, Libro 2377, Sección I de fecha 7 de agosto del 2017 por adquisición; bajo la Partida 238484, Libro 2385, Sección I de fecha 22 de agosto del 2017 por adquisición; bajo la Partida 238488, Libro 2385, Sección I de fecha 22 de agosto del 2017 por adquisición; bajo la Partida 247221, Libro 2473, Sección I de fecha 2 de abril del 2018 por adquisición y bajo la Partida 247596, Libro 2476, Sección I de fecha 11 de abril del 2017 por relotificación.

QUINTO. La autorización de esta operación es con objeto de llevar a cabo única y exclusivamente la ampliación del Centro de Justicia Penal Federal. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

SEXTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Torreón, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, logrando así la posibilidad de formalizar la posesión del predio, garantizando espacios para resolver y agilizar asuntos jurídicos que se presentan en ese Municipio, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 11,081.809 M2., ubicado en el Polígono CN-5 del Desarrollo Ciudad Nazas-San Antonio, de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor del Consejo de la Judicatura Federal del Poder Judicial de la Federación.

El inmueble antes mencionado se identifica como polígono CN-5 del Desarrollo Ciudad Nazas-San Antonio, de esa ciudad, con una superficie de 11,081.809 M2., y se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN POLÍGONO CN-5

SUPERFICIE DE 11,081.809 M2.

	LADOS
	RUMBO
	DISTANCIA
	V
	COORDENADAS

Y                                X

	EST
	PV
	
	
	
	

	
	
	
	
	76
	2,826,921.9636
	662,099.0958

	76
	77
	S 88°52’16.60” E
	0.010
	77
	2,826,921.9634
	662,099.1063

	77
	7
	S 01°32’00.29” W
	90.726
	7
	2,826,831.2700
	662,093.6785

	7
	32
	N 90°00’00” E
	93.922
	32
	2,826,831.2700
	662,190.6000

	32
	31
	S 02°17’28.94 W”
	122.600
	31
	2,826,708.7679
	662,185.6983

	31
	30
	S 89°57’16.79” E
	11.211
	30
	2,826,708.7590
	662,196.9093

	30
	29
	N 02°53’04.30” E
	197.089
	29
	2,826,905.5983
	662,206.8274

	29
	28
	N 04°08’49.10” E
	7.034
	28
	2,826,912.6137
	662,207.3361

	28
	23
	N 02°32’03.63” W
	7.231
	23
	2,826,919.8373
	662,207.0164

	23
	76
	N 88°52’16.59” W
	107.941
	76
	2,826,921.9636
	662,099.0958


Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en las oficinas del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 218692, Libro 2187, Sección I, de fecha 14 de abril de 2016, por adquisición; bajo la Partida 247221, Libro 2473, Sección I de fecha 2 de abril del 2018 por adquisición; bajo la Partida 237699, Libro 2377, Sección I de fecha 7 de agosto del 2017 por adquisición; bajo la Partida 165348, Libro 1654, Sección I de fecha 4 de junio del 2012 por adquisición; bajo la Partida 218398, Libro 2184, Sección I de fecha 8 de abril del 2016 por adquisición; bajo la Partida 218692, Libro 2187, Sección I de fecha 14 de abril del 2016 por subdivisión; bajo la Partida 237696, Libro 2377, Sección I de fecha 7 de agosto del 2017 por adquisición: bajo la Partida 237699, Libro 2377, Sección I de fecha 7 de agosto del 2017 por adquisición; bajo la Partida 238484, Libro 2385, Sección I de fecha 22 de agosto del 2017 por adquisición; bajo la Partida 238488, Libro 2385, Sección I de fecha 22 de agosto del 2017 por adquisición; bajo la Partida 247221, Libro 2473, Sección I de fecha 2 de abril del 2018 por adquisición y bajo la Partida 247596, Libro 2476, Sección I de fecha 11 de abril del 2017 por relotificación.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de llevar a cabo única y exclusivamente la ampliación del Centro de Justicia Penal Federal. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. Para que el Municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el Artículo que antecede, el Ayuntamiento, conforme a lo que señalan los Artículos 302, 304 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 11 de junio de 2018.
POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LXI LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos

Coordinadora


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Gabriela Zapopan Garza Galván

Secretaria


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Rosa Nilda González Noriega.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Zulmma Verenice Guerrero Cázares


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Elisa Catalina Villalobos Hernández


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




H.  PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE. - 

Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el diputado Gerardo Abraham Aguado Gómez, conjuntamente con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con objeto de que este H. Pleno solicite  al titular de la Fiscalía  General del Estado de Coahuila de Zaragoza que, conforme a sus atribuciones, considere disponer que las averiguaciones previas o carpetas de investigación relativas a los delitos cometidos por la contratación de créditos ilegales por parte del estado (Megadeuda) que aún se encuentran abiertas, sean remitidas para su conocimiento y resolución final a la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción.

La megadeuda es, por su naturaleza, alcances e impacto, el mayor fraude financiero cometido por autoridades locales en el estado de Coahuila de Zaragoza, es, por ende, un evidente acto de corrupción enormes proporciones. 

La Ley General de Responsabilidades Administrativas, establece:
Artículo 10. Las Secretarías y los Órganos internos de control, y sus homólogas en las entidades federativas tendrán a su cargo, en el ámbito de su competencia, la investigación, substanciación y calificación de las Faltas administrativas.
…..
Además de las atribuciones señaladas con anterioridad, los Órganos internos de control serán competentes para:

……
III.
Presentar denuncias por hechos que las leyes señalen como delitos ante la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción o en su caso ante sus homólogos en el ámbito local.

Por su parte, la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado, dispone:

Artículo 14. Atribuciones y deberes del Fiscal General

….

….

XXII. Emitir instrucciones generales o particulares, al personal de la Institución sobre el ejercicio de sus funciones y la prestación del servicio;   

XXIII. Encomendar a los servidores públicos de la Fiscalía General, el estudio de asuntos específicos, independientemente de las funciones que el Reglamento de esta Ley les señale; 
Artículo 21. Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción.  

La Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción, con autonomía técnica y operativa para investigar los delitos relacionados con hechos de corrupción, contará con Agentes del Ministerio Público Especializados en la materia y con personal directivo, administrativo y auxiliar capacitados para el cumplimiento de sus funciones.

…..
Artículo 22. Atribuciones del Fiscal Especializado en Delitos por Hechos de Corrupción.
El Titular de la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción, tiene las atribuciones siguientes:

IV.
Solicitar a las  instancias de gobiernos federales, estatales o municipales la información que resulte útil o necesaria para sus investigaciones, la que por ningún motivo le podrá ser negada, incluso anteponiendo el secreto bancario, fiduciario, industrial, fiscal, bursátil, postal o cualquiera otro de similar naturaleza;

V.
Dictar las medidas precautorias y promover los mecanismos necesarios para la reparación del daño;

VII. 
Autorizar la consulta de reserva, incompetencia, acumulación, y separación de indagatorias, archivo temporal, criterio de oportunidad, acuerdo reparatorio y procedimiento abreviado, que propongan los agentes del Ministerio Público de su adscripción;….

XX.
Diseñar e implementar, previa aprobación del Fiscal General, planes y programas destinados a detectar la comisión de los hechos que la ley considera como delitos en materia de corrupción en el ámbito de su competencia;

XXI.
Diseñar e implementar mecanismos de colaboración con autoridades que ejerzan facultades de fiscalización a fin de fortalecer el desarrollo de las investigaciones;

XXIII. Generar sus propias herramientas metodológicas para el efecto de identificar los patrones de conducta que pudieran estar relacionados con operaciones con recursos de procedencia ilícita;

 ……..

En ocasión de otra proposición con puntos de acuerdo leída en esta Tribuna en fecha 18 de abril del presente año, señalamos un dato que, por su contenido, resulta necesario retomar como elemento para la presente; y es el que se lee:

“…..respuesta a la solicitud de información folio 01046216, bajo el oficio PGJE/UT-669/2016, la entonces Procuraduría General de Justicia del Estado, respondió lo siguiente:

[image: image1.emf]
Constan las referencias a la averiguación previa D.G.R. -002/2011; y se mencionan   “diversas denuncias que se acumularon a la misma”.

Se supone, y esperamos que así sea, que dichas investigaciones siguen abiertas. 

El tema es que se trata de un enorme acto de corrupción, que, por su naturaleza, debiera conocer y resolver el Fiscal Anticorrupción del Estado (Fiscal Especializado en Delitos por Hechos de Corrupción), pues para eso fue creada su figura y fue dotada de autonomía técnica y operativa.

El que La Fiscalía General acuerde que dichos expedientes se le sean remitidos a él para su conocimiento, no afecta en modo alguno los derecho de las partes involucradas, no existe retroactividad negativa o positiva, solo se trata de cambiar de agente del Ministerio Pública y ya.

En fecha reciente, en declaración telefónica, el Fiscal Anticorrupción declaró no llevar él el asunto de la deuda. Es por ello que, consideramos que, debido a sus atribuciones, es al contrario, debe conocer del asunto  y ser el encargado de resolverlo.

Por las razones expuestas, presentamos a esta soberanía la siguiente: 
Proposición con Puntos de Acuerdo:

Que por las características del caso solicitamos que sea resuelta en la vía de urgente y obvia resolución.

Único. -  Este H. Pleno solicita  al titular de la Fiscalía  General del Estado de Coahuila de Zaragoza que, conforme a sus atribuciones, considere disponer que las averiguaciones previas o carpetas de investigación relativas a los delitos cometidos por la contratación de créditos ilegales por parte del estado (Megadeuda) que aún se encuentran abiertas, sean remitidas para su conocimiento y resolución final a la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción. 

Fundamos esta petición en los artículos 21, Fracción VI,  179, 180 y 182 de La Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCION NACIONAL”

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 19 de junio de 2018

DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ

DIP. MARIA EUGENIA CAZARES MARTINEZ

DIP. BLANCA EPPEN CANALES                                               DIP. FERNANDO IZAGUIRRE VALDES

DIP. ROSA NILDA GONZALEZ NORIEGA
DIP. GABRIELA ZAPOPAN GARZA GALVÁN

DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA
DIP. JUAN CARLOS GUERRA LÓPEZ NEGRETE

PROPOSICION CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO FERNANDO IZAGUIRRE VALDES, EN CONJUNTO CON EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL “PARTIDO ACCION NACIONAL” POR EL QUE SE EXHORTA AL INGENIERO MIGUEL ANGEL RIQUELME SOLIS, GOBERNADOR DEL ESTADO DE COAHUILA, AL LICENCIADO JOSE LUIS PLIEGO CORONA, SECRETARIO DE SEGURIDAD PUBLICA DEL ESTADO, AL LICENCIADO GERARDO MARQUEZ GUEVARA, FISCAL GENERAL DEL ESTADO DE COAHUILA Y DEMAS FUNCIONARIOS DEL PODER EJECUTIVO LOCAL, A QUE NO INTERFIERAN, MÁS ALLA DE LO QUE LA LEY LES PERMITA, DE MANERA DIRECTA O INDIRECTA EN EL ACTUAL PROCESO ELECTORAL.

CONSIDERANDO
Que para dar certeza a la presente proposición,  en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su artículo 21 inciso 1 expone:

“Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos”.

Que nuestra Constitución Política Federal, en su artículo 36 fracción III, de manera precisa, dicta lo siguiente:

Son obligaciones del ciudadano de la República:

“Votar en las elecciones y en las consultas populares, en los términos que señale la ley;”  

Que la libertad de expresión debe ser garantizada por el Estado y las normas electorales, esto, para que los comicios se lleven a cabo de manera pacífica, ordenada y justa.

Que por lo anterior, someto a consideración de las y los diputados de esta H. Soberanía la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El día 23 de mayo, del año en curso, el diario Vanguardia público en su plataforma digital la siguiente nota periodística: 

“Fuerza Coahuila custodiará material electoral para los comicios del primero de Julio; ejército las boletas.
En Coahuila serán instaladas 3 mil 764 casillas conformadas por 9 funcionarios capacitados
El secretario de Seguridad Pública en el Estado, José Luis Pliego Corona, informó que las fuerzas policiales del Estado se encuentran desde hace un mes en coordinación con el Instituto Electoral de Coahuila para custodiar el material electoral que será utilizado durante los comicios del 1 de julio.

…

Por último, informó que hasta estos momentos ninguno de los candidatos que están contendiendo por una elección local o federal en Coahuila, ha solicitado algún mecanismo de protección, o ha interpuesto una denuncia por amenazas o atentados en su contra.”(1)

En cambio, el día 12 de mayo de 2018, el diario Digital Milenio publico la siguiente nota:

“'Fuerza Coahuila' se encargará de seguridad en la elección 
Pese a las quejas presentadas durante la anterior elección por la participación de Fuerza Coahuila en el operativo de seguridad de la jornada, el Vocal Ejecutivo del Instituto Electoral de Coahuila, Juan Álvaro Martínez Lozano, indicó que esta corporación será quien lleve a cabo los rondines en las 3 mil 764 casillas que se contempla instalar en la entidad.
Detalló que el Ejército se ocupará de custodiar las instalaciones del INE donde se encuentran las boletas y se concentrarán los votos, pero la seguridad durante la elección correrá a cargo de la fuerza estatal, porque subrayó, "debemos apoyarnos en las fuerzas de seguridad que tenemos". 
Respecto a los señalamientos que se hicieron a Fuerza Coahuila, donde incluso se les acusó de permitir el saqueo y destrucción de votos en una de las casillas de Acuña, Coahuila, el Vocal fue enfático al recalcar que no se encontraron elementos de responsabilidad en su momento.”

…

Además, en la misma nota, el Vocal Ejecutivo del Instituto Electoral de Coahuila declaró:
“Martínez Lozano dijo que los partidos que se quejaron de la participación de Fuerza Coahuila, fueron aquellos a quienes, "el año pasado estuvieron cantando la victoria cuando todavía no se sabían vencedores y esto propició que muchos militantes o simpatizantes de esos partidos fueran los que estuvieran causando alguna problemática". (2)
Lamentablemente, en los comicios del 4 de junio de 2017 hubo situaciones en las que, de manera arbitraria, elementos de Fuerza Coahuila violentaron la Jornada electoral. Esto comprobado en las siguientes evidencias y declaraciones de ciudadanos que fueron testigos de ello.

“Se robaron las urnas, vinieron y reventaron la casilla, se robaron todas las boletas, ES GENTE DEL PRI, vinieron a hacer un desmadre y la policía no hizo nada la FUERZA COAHUILA ESTA EN FRENTE, allá esta… LA FUERZA COAHUILA NO ESTA HACIENDO ABSOLUTAMENTE NADA, están allá enfrente y no hicieron nada.” 
Estas fueron las palabras de una ciudadana que presencio y grabó el desafortunado suceso, esto en el municipio de Acuña, Coahuila. Contrario a la declaración del funcionario Martínez Lozano. (3)
“Aquí estamos recuperando los paquetes robados... por FUERZA COAHUILA. Esta camioneta de Durango (Número de Placa: GBG-51-02)”

…

“Estos son los paquetes electorales que intentaron robarse…” (4)

Estas fueron las declaraciones de otro ciudadano que fue testigo de las ilegalidades de  los elementos de FUERZA COAHUILA.  
Ambas denuncias fueron subidas a la plataforma digital Youtube, el día 5 de Junio del año 2017.
Aunado a esto, las declaraciones hechas por el Titular del Ejecutivo, han caído en contrariedades, haciendo ver que hay intereses partidistas, dejando su credibilidad en un nivel muy bajo ante la ciudadanía.

En el Diario El Heraldo de Saltillo, el dia 21 de marzo de 2018, como encabezado de la nota digital, se puede leer lo siguiente:

En Coahuila habrá elecciones limpias: Miguel Riquelme
“Por nuestra vocación a la legitimidad y salvaguarda de los derechos ciudadanos, tenemos la certeza de que en Coahuila tendremos unas elecciones limpias, donde se respetarán los derechos de todos y se privilegiará la pluralidad política e ideológica, que son las bases de toda cultura democrática”, declaró el gobernador Miguel Ángel Riquelme Solís.

…

En el evento también se dio la firma del compromiso por el Blindaje Electoral, para implementar las acciones preventivas para que los recursos y programas institucionales estatales no se utilicen con fines políticos, así como cero tolerancia para quien infrinja la Ley. (5)

Contrario a esta nota periodística, en el diario Reforma, en su plataforma digital, de día 1 de junio de 2018, publica la siguiente nota, que dice íntegramente:

Repartirá Riquelme millones en dádivas
Saltillo, México (1 de junio de 2018).- A un mes de la jornada electoral, el Gobierno de Coahuila lanzó una licitación pública nacional por más de 500 millones de pesos para adquirir 2 millones 575 mil despensas, que comenzara a distribuirse unos días antes de la elección del 1 de julio.
…
La Convocatoria número 20 de la Secretaria de Finanzas de Coahuila, lanzada el 21 de mayo de este año, quedo registrada en Compranet con el expediente CE-905002984-E30-2018.
La compra será realizada por la Secretaria de Inclusión y Desarrollo Social del Estado.

La junta de aclaraciones fue el 25 de mayo y la apertura de propuestas económicas se realizará hoy a las 10:00 horas. El fallo se dará a conocer el 18 de junio a las 15:00 horas.
…
En total, serían más de 500 millones de pesos para adquirir 2 millones 575 mil despensas. (6)

En la apertura de la propuesta económica celebrada el día 1 de junio del presente año, de la licitación en mención. La empresa licitante “Despensas y Provisiones de Alimentos S.A. de C.V.” presenta una propuesta económica antes de I.V.A. de $504,994,400.00 (Quinientos Cuatro Millones Novecientos Noventa y Cuatro Mil Cuatrocientos Pesos 00/100 M.N.) y una garantía de seriedad de la propuesta por $25,249,720.00 (Veinticinco Millones Doscientos Cuarenta y Nueve Mil Setecientos Veinte Pesos 00/100 M.N.), mediante cheque simple cruzado y con la leyenda “para abono a cuenta del beneficiario…”

En el tercer párrafo de la página segunda de la mencionada propuesta, se lee:

“…las bases de esta licitación, la fecha de la emisión del dictamen de fallo correspondiente a este proceso se modifica, por lo que será emitido el día 20 de junio de 2018 a las  15:00 hrs, en esta misma sala de juntas de la dirección general de adquisiciones”.

La fecha modificada tiene un sentido positivo, ya que las despensas deberían ser entregadas después de los comicios, pero, a ciencia cierta, no hay confianza de que así sea.

La empresa Despensas y Provisiones de Alimentos S.A. de C.V. “en 2011, ganó una adjudicación por 14 millones 118 mil pesos para entregar 25 millones de barras de cereales con “fruta deshidratada, yoghurt y sabor a piña”. Es un proveedor habitual de Nutriwell, pero nuevamente el gobierno estatal no transparentó la marca de los productos”. Esto, según la investigación de Carmen Aristegui el 9 de mayo de 2016.  Para considerar, la empresa mencionada está relacionada con el Presidente Enrique Peña Nieto. (7)

Normas y artículos trasgredidos:

De la Ley Electoral del Estado de Coahuila.

De la participación de los ciudadanos en las elecciones.

De los derechos y obligaciones.

Artículo 6°, numeral 3:

“Quedan prohibidos los actos que generen presión o coacción a los electores”.

De la Ley General en Materia de Delitos Electorales.

De los Delitos en Materia Electoral.

Reglas Generales.

Artículo 4. El Ministerio Público, en todos los casos, procederá de oficio con el inicio de las investigaciones por los delitos previstos en esta Ley. 
Artículo 5. Tratándose de servidores públicos que cometan cualquiera de los delitos previstos en esta Ley, se les impondrá, además de la sanción correspondiente en el tipo penal de que se trate, la inhabilitación para ocupar un empleo, cargo o comisión en el servicio público federal, de las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, de dos a seis años y, en su caso, la destitución del cargo.

Delitos en Materia Electoral

Artículo 7. Se impondrán de cincuenta a cien días multa y prisión de seis meses a tres años, a quien:

…

(Fracción)
IV. Obstaculice o interfiera el desarrollo normal de las votaciones, el escrutinio y cómputo, o el adecuado ejercicio de las tareas de los funcionarios electorales; introduzca o sustraiga de las urnas ilícitamente una o más boletas electorales, o bien, introduzca boletas falsas; obtenga o solicite declaración firmada del elector acerca de su intención o el sentido de su voto.
La pena se aumentará hasta el doble cuando se ejerza violencia contra los funcionarios electorales;
…
VII. Solicite votos por paga, promesa de dinero u otra contraprestación, o bien mediante violencia o amenaza, presione a otro a asistir a eventos proselitistas, o a votar o abstenerse de votar por un candidato, partido político o coalición, durante la campaña electoral, el día de la jornada electoral o en los tres días previos a la misma.
Si la conducta especificada en el párrafo anterior es cometida por un integrante de un organismo de seguridad pública, se aumentará hasta un tercio de la pena prevista en el presente artículo.
De igual forma, se sancionará a quien amenace con suspender los beneficios de programas sociales, ya sea por no participar en eventos proselitistas, o bien, para la emisión del sufragio en favor de un candidato, partido político o coalición; o a la abstención del ejercicio del derecho de voto o al compromiso de no votar a favor de un candidato, partido político o coalición;

...

XI. Se apodere, destruya, altere, posea, use, adquiera, venda o suministre de manera ilegal, en cualquier tiempo, materiales o documentos públicos electorales. 
Si el apoderamiento se realiza en lugar cerrado o con violencia, se aumentará la pena hasta en un tercio más. Si éste se realiza por una o varias personas armadas o que porten objetos peligrosos, a la pena señalada se aumentará hasta en una mitad más;

XII. Se apodere, destruya, altere, posea, adquiera, comercialice o suministre de manera ilegal, equipos o insumos necesarios para la elaboración de credenciales para votar. Si el apoderamiento se realiza en lugar cerrado o con violencia, se aumentará hasta un tercio de la pena. Si éste se realiza por una o varias personas armadas o que porten objetos peligrosos, a la pena señalada se aumentará hasta en una mitad;

XIII. Obstaculice o interfiera el traslado y entrega de los paquetes y documentos públicos electorales; 

XIV. Impida, sin causa legalmente justificada, la instalación o clausura de una casilla. Si la conducta se realiza por una o varias personas armadas o que utilicen o porten objetos peligrosos, a la pena señalada se aumentará hasta en una mitad, con independencia de las que correspondan por la comisión de otros delitos;

…

XVI. Realice por cualquier medio algún acto que provoque temor o intimidación en el electorado que atente contra la libertad del sufragio, o perturbe el orden o el libre acceso de los electores a la casilla. Si la conducta se realiza por una o varias personas armadas o que utilicen o porten objetos peligrosos, a la pena señalada se aumentará hasta en una mitad, con independencia de las que correspondan por la comisión de otros delitos;
Y de más artículos aplicables de la norma electoral citada. 

FUNDAMENTO LEGAL

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento legal en los artículos 21, Fracción VI, 179, 180, 181 y 182 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza; y 82 fracción XVIII, 85 y 88 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, es que presentamos ante esta Soberanía la siguiente:
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

QUE POR LAS CARACTERÍSTICAS DEL CASO SOLICITAMOS QUE SEA RESUELTA EN LA VÍA DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN.

ÚNICO. SE EXHORTA AL INGENIERO MIGUEL ANGEL RIQUELME SOLIS, GOBERNADOR DEL ESTADO DE COAHUILA, AL LICENCIADO JOSE LUIS PLIEGO CORONA, SECRETARIO DE SEGURIDAD PUBLICA DEL ESTADO, AL LICENCIADO GERARDO MARQUEZ GUEVARA, FISCAL GENERAL DEL ESTADO DE COAHUILA Y DEMAS FUNCIONARIOS DEL PODER EJECUTIVO LOCAL, A QUE NO INTERFIERAN, MÁS ALLA DE LO QUE LA LEY LES PERMITA, DE MANERA DIRECTA O INDIRECTA EN EL ACTUAL PROCESO ELECTORAL.

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA, GENEROSA, UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO DEL “PARTIDO ACCIÓN NACIONAL” 

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA; A  DE 19  DE JUNIO  DE 2018.

DIP. FERNANDO IZAGUIRRE VALDÉS 
DIP. MARIA EUGENIA CAZARES MARTINEZ

DIP. ROSA NILDA GONZÁLEZ NORIEGA

DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ

DIP. BLANCA EPPEN CANALES

 DIP. JUAN CARLOS GUERRA LÓPEZ NEGRETE
DIP. GABRIELA ZAPOPAN GARZA GALVÁN

DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA

Anexos:

(1) https://www.vanguardia.com.mx/articulo/fuerza-coahuila-tendra-cargo-material-electoral
(2) http://www.milenio.com/politica/fuerza-coahuila-se-encargara-de-seguridad-en-la-eleccion
(3) https://www.youtube.com/watch?v=0VTMC5NOyM8 (Link del video),

https://www.youtube.com/watch?v=rcicv-hpq3U (Link de video, nota El Siglo mx)

(4) https://www.youtube.com/watch?v=_McD9ddCam4&t=16s (Link del Video)

(5) http://www.elheraldodesaltillo.mx/2018/03/21/en-coahuila-habra-elecciones-limpias-miguel-riquelme/
(6) https://www.reforma.com/aplicacioneslibre/articulo/default.aspx?id=1408779&md5=0bdd060eab1d1bb0cfa50e2bb3510cc2&ta=0dfdbac11765226904c16cb9ad1b2efe
(7) https://aristeguinoticias.com/0905/mexico/licitaciones-a-modo-benefician-a-empresarios-cercanos-a-pena-nieto/
Archivo en formato PDF y Físico: Licitación Pública Nacional No. CE-905002984-E30-2018
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Proposición con punto de acuerdo que presenta el Diputado Edgar Sánchez Garza, del Grupo Parlamentario “Brígido Ramiro Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, con relación a la falta de asistencia médica en los ejidos y en las comunidades rurales en el municipio de San Pedro, Coahuila.

H. Pleno del Congreso del

Estado de Coahuila de Zaragoza.

Presente.-

El Suscrito Diputado Edgar Sánchez Garza, del Grupo Parlamentario “Brigido Ramiro Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 21, fracción VI, 179, 180, 181, 182  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta soberanía la presente Proposición con Punto de Acuerdo, a través de la siguiente

Exposición de Motivos

El Estado tiene la obligación de prestar servicios de calidad en materia de salud a la población, no obstante que reconocemos el esfuerzo realizado en los últimos años, para tratar de abarcar el mayor número de ciudadanos con derecho a servicios de salud, actualmente aún tenemos una falta de infraestructura es decir hospitales o clínicas de salud, así como de médicos que atiendan principalmente la parte rural de nuestro Estado.

Cabe señalar, para quienes viven en las comunidades alejadas de las cabeceras municipales, poder acceder a un servicio de salud o simplemente a una consulta médica, se ha convertido en un batallar que día a día va en aumento, pues para poder tener esos servicios, es necesario realizar un gasto económico, el cual muchas de las veces no están en condiciones de realizar, pues tienen que trasladarse hasta la cabecera municipal para ser atendidos y en ocasiones ponen en riesgo su vida, pues se trata de urgencias médicas, que requieren de atención inmediata.

Un ejemplo de lo que señalo, es lo que ocurre principalmente en la parte alta del municipio de San pedro, donde ejidos y comunidades rurales, como Sofía de Arriba, la Vega, Gavilanes, Purísima de Rubio, Nuevo Mundo, San Francisco de la Fe, Begoña, Santa Ana, Cuauhtémoc, así como en el Valle de las Delicias, donde se concentran ejidos como Nueva victoria, las Margaritas, Rayo, Pinto, el Mezquite, Nuevas Delicias, entre otros, no cuentan con un centro de salud en donde por lo menos exista lo indispensable (médico, instalaciones para consulta y material para brindar primeros auxilios, medicamentos o una ambulancia), que pueda prestar los servicios de salud,  que los habitantes de esa parte del municipio requieren urgentemente.

En virtud de lo antes expuesto, es que el día de hoy, subo a esta tribuna para presentar este punto de acuerdo, en donde le solicitemos a la Secretaría de Salud en el Estado, para que  de manera inmediata cubra la necesidad de los servicios de salud, que están requiriendo con carácter urgente los habitantes de los ejidos y las comunidades rurales del municipio de San Pedro, Coahuila, antes mencionados.

Cabe hacer mención, que una posible solución, rápida y efectiva mientras se hace una inversión a fondo, para cubrir esa falta de servicios de salud en la parte rural de San Pedro, pudiera ser que se instalaran dos puntos de auxilio médico móviles (uno en la parte alta de San Pedro y el otro en el Valle de las Delicias), los cuales deberán ser dotados con por lo menos un médico y una ambulancia, para poder brindar servicio de consulta y cubrir emergencias médicas de todos los ejidos y comunidades rurales, que necesitan de dicho servicio.

Compañeras y compañeros diputados, como pudimos observar del desarrollo de este punto de acuerdo, existe al día de hoy un déficit de servicios de salud, que atienden las necesidades de la población, sobre todo de aquella de bajos recursos económicos y que se encuentra en las zonas más alejadas del municipio de San Pedro, Coahuila, por tanto los invito a que apoyen esta propuesta que busca una justicia social, pues el tema de salud es algo muy sensible que merece atención y respaldo.

Por lo anteriormente expuesto, se pone a consideración de este pleno, la siguiente proposición con punto de acuerdo, para su urgente y obvia resolución.

Único.- Que la LXI Legislatura, envié un exhorto al titular de la Secretaría de Salud en el Estado, a fin de solicitarle la instalación de dos puntos de auxilio médico móviles, uno en la parte alta de San Pedro y otro en el Valle de las Delicias, con el fin de que puedan prestar la asistencia médica, que los habitantes de los ejidos y de las comunidades rurales de esas zonas requieren, además de que se puedan cubrir las emergencias médicas que se presentan diariamente y ponen en riesgo la vida de quienes las padecen por falta de atención oportuna.
Por un Gobierno de Concertación Democrática 

Grupo Parlamentario “Brigido Ramiro Moreno Hernández”

Saltillo, Coahuila a 19 de Junio del 2018.

Dip. Edgar Sánchez Garza 

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO JOSÉ BENITO RAMÍREZ ROSAS, COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PRESIDENTE BENITO JUÁREZ GARCÍA” DEL PARTIDO MOVIMIENTO REGENERACIÓN NACIONAL (MORENA), A FIN DE QUE SE DÉ CUMPLIMIENTO A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO APROBADO EL PASADO 6 DE ABRIL, RELATIVO A LA SOLICITUD DE QUE COMPAREZCA ANTE LA COMISIÓN DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA, EL SECRETARIO DE SALUD EN COAHUILA, DOCTOR ROBERTO BERNAL GÓMEZ, CON EL OBJETO DE QUE INFORME EN TORNO A UN CRECIENTE NÚMERO DE ASUNTOS DE SU COMPETENCIA.

En efecto, y como todos seguramente recordamos, fue en la sexta asamblea de este primer periodo ordinario de sesiones, efectuada el 6 de abril, cuando este Pleno aprobó la referida Proposición con Punto de Acuerdo, presentada por el Diputado Fernando Izaguirre Valdés, conjuntamente con los Diputados del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, por el que concretamente este Honorable Pleno ha requerido la comparecencia del Secretario de Salud del Estado, Doctor Roberto Bernal Gómez, ante la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua de esta Soberanía.

Tal presentación tiene el propósito de que el funcionario estatal dé a conocer “los avances y situaciones actuales en los rubros de abastecimiento de medicamentos, infraestructura hospitalaria, la empresa o empresas que abastecen de medicina, el abastecimiento de material de curación, el funcionamiento de los bancos de sangre, la plantilla de personal con la que se cuentan; y las acciones planteadas para resolver los problemas que tienen en los hospitales generales y el sector de salud en el Estado”.

Sin embargo, hasta el día de hoy continúa pendiente el apersonamiento del Doctor Bernal Gómez ante dicha Comisión, y ello, no precisamente por falta de voluntad del funcionario, sino porque seguramente sigue esperando recibir el citatorio respectivo por parte de este Poder Legislativo.

Es preciso reconocer la buena disposición expresada en varias ocasiones por el referido servidor, de acudir con la información solicitada, en el entendido de que a todos nos resulta de gran utilidad profundizar en el delicado quehacer de la Secretaría de Salud.

Mientras tanto, al interior de este Honorable cuerpo legislativo crece el número de asuntos que deben ser aclarados a la ciudadanía, pues esta sigue recibiendo servicios médicos de ínfima calidad, a decir de los propios usuarios de los centros de atención médica de la entidad.

Los asuntos o deficiencias relacionadas con los servicios que presta la Secretaría de Salud en la entidad, según se ha venido señalando en el curso de los trabajos legislativos que han tenido lugar en las sesiones realizadas en este reciento desde el pasado 24 de enero, son los que se indican en la siguiente relación cronológica:

Segunda sesión del primer periodo de la Diputación Permanente

24 de enero de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presentan de manera conjunta los Diputados del Grupo Parlamentario “Brígido Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, a través de la Diputada Zulmma Verenice Guerrero Cázares, “Referente a diversas disposiciones relativas a la prevención del suicidio”.

Tercera sesión del primer periodo de la Diputación Permanente

31 de enero de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la Diputada Blanca Eppen Canales, del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", “Con objeto de que esta Diputación Permanente envíe un exhorto a la Secretaría de Salud del Estado para que, en coordinación con las autoridades de la Comisión Nacional de Protección Social en Salud (Seguro Popular), se realicen las acciones necesarias a fin de garantizar la atención médica de urgencia en los Hospitales Generales del Estado”.

Cuarta sesión del primer periodo de la Diputación Permanente

7 de febrero de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la Diputada Lucía Azucena Ramos Ramos, del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, “Con relación a la prevención del cáncer”.

Séptima sesión del primer periodo de la Diputación Permanente

21 de febrero de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, conjuntamente con los integrantes del Grupo Parlamentario “Brígido Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, para que “El Gobierno de Coahuila lleve a cabo acciones para que se garantice el acceso a los servicios de salud a todos sus habitantes y el abasto suficiente y oportuno de medicamentos y que las Secretarías de Salud y de Finanzas, consideren el esquema de compras consolidadas de medicamentos”.

Octava sesión del primer periodo de la Diputación Permanente

28 de febrero de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado José Benito Ramírez Rosas, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García”, del Partido Movimiento Regeneración Nacional, “A fin de que en función de sus respectivas competencias y atribuciones, la Secretaría de Salud Estatal y los 38 Gobiernos Municipales de Coahuila, atiendan coordinadamente el grave problema de sobrepoblación canina en la entidad, con el objeto de prevenir riesgos de salud pública, detener la creciente incidencia de ataques de mascotas y reducir a su mínima expresión los frecuentes casos de maltrato animal, derivados de la acelerada proliferación de canes en situación de calle”.

28 de febrero de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Verónica Boreque Martínez González, sobre “Solicitar de la manera más respetuosa a este Poder Soberano, a la Secretaría de Salud y de Educación Pública del Estado, así como a los Municipios y demás Organismos de Coahuila, para que dentro del ámbito de sus competencias lleven a cabo durante el mes de marzo, la campaña “Di no a la Discriminación por el VIH”, en virtud del día 1 de marzo señalado por la ONUSIDA como día de la cero Discriminación por el VIH, esto con el objeto de difundir la información necesaria para fortalecer el respeto y la tolerancia a la mayor cantidad de personas, así como crear una conciencia de prevención a las enfermedades de transmisión sexual”.

Tercera sesión del primer periodo ordinario de sesiones

14 de marzo de 2018. - Iniciativa con Proyecto de Decreto para que se reforme la fracción VIII del Artículo 107 de la Ley Estatal de Salud, que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Andrés S. Viesca”, del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Josefina Garza Barrera, mediante la cual se propone incorporar al virus de papiloma humano como parte de aquellas enfermedades de transmisión sexual a las que el Gobierno del Estado, dará prioridad en la realización de actividades de vigilancia epidemiológica, de prevención y control.

Sexta sesión del primer periodo ordinario de sesiones

6 de abril de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presentan de manera conjunta los Diputados del Grupo Parlamentario “Brígido Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, a través de la Diputada Zulmma Verenice Guerrero Cázares, “Para solicitar un plan emergente y presupuesto para la prevención de suicidios”.

6 de abril de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Fernando Izaguirre Valdés, conjuntamente con los Diputados del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", “Por el que este Honorable  Pleno solicita la comparecencia del Secretario de Salud del Estado, ante la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua de esta Soberanía, a fin de que informe sobre los avances y situaciones actuales en los rubros de abastecimiento de medicamentos, infraestructura hospitalaria, la empresa o empresas que abastecen de medicina, el abastecimiento de material de curación, el funcionamiento de los bancos de sangre, la plantilla de personal con la que se cuentan; y las acciones planteadas para resolver los problemas que tienen en los hospitales generales y el sector de salud en el Estado”.

Séptima sesión del primer periodo ordinario de sesiones

11 de abril de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presentan la Diputada Diana Patricia González Soto, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, “En el marco del Día Mundial del Parkinson, se solicita de la manera más atenta se exhorte respetuosamente a la Secretaría de Salud y a los 38 Ayuntamientos del Estado de Coahuila, para que de acuerdo a sus posibilidades, implementen campañas que visibilicen esta enfermedad, así como conferencias, talleres y programas de capacitación, actualización al personal de salud y a las familias, cuidadores de pacientes con Parkinson a fin de sensibilizarlos sobre esta enfermedad neurodegenerativa y conocer el diagnóstico oportuno, así como el tratamiento y la terapia integral de este trastorno que afecta al sistema nervioso central”.

Décima primera sesión del primer periodo ordinario de sesiones

8 de mayo de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la Diputada Blanca Eppen Canales, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", “Con objeto de que este Pleno solicite al titular de la Secretaría de Salud del Estado, Dr. Roberto Bernal Gómez, para que de manera urgente e inmediata, destine los recursos económicos y humanos necesarios, al Centro Integral de Salud Mental de la Ciudad de Torreón, Coahuila, (CISAME), para que se resuelva la grave crisis de falta de medicamento y de personal médico para atender profesional y oportunamente las necesidades de atención a los pacientes de enfermedades mentales de la Región Lagunera de nuestro Estado”.

8 de mayo de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la Diputada Blanca Eppen Canales, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", “Con objeto de que este Pleno solicite al titular de la Delegación del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) en Coahuila que, de acuerdo con sus atribuciones, realice las acciones y gestiones necesarias para que se instale personal médico las 24 horas del día en la Clínica 22 de este Instituto en el Municipio de Viesca, Coahuila, así como una ambulancia que preste el servicio de traslado de pacientes a otras clínicas en los casos en que así se amerita y, se paguen los viáticos que la ley establece a favor de los derechohabientes para sus viajes a otros hospitales ”.

8 de mayo de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Fernando Izaguirre Valdés, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", “Con objeto de que este Pleno exhorte a los titulares de las Secretarías de Finanzas y de Salud del Estado, para que en el ámbito de sus respectivas atribuciones, rindan un informe pormenorizado a los integrantes de la Comisión de Salud de esta Soberanía, respecto de la correcta aplicación de los recursos que se obtuvieron de la colecta económica que efectúo el Gobierno del Estado en coordinación con un medio de comunicación de la Ciudad de Torreón, Coahuila, que denominaron CANCEROTÓN 2016, con cuyos fondos recaudados se debió de construir la Clínica de Prevención y Detección Oportuna del Cáncer de esa Ciudad, en donde se obtuvieron recursos superiores a los $33,000.000.00 (treinta y tres millones de pesos 00/100 M.N.), de las aportaciones voluntarias que generosamente  efectúo la comunidad, así como personas morales y organismos del Estado”.

8 de mayo de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado José Benito Ramírez Rosas, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García”, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA), “A fin de que, en función de sus competencias y atribuciones, todos los Ayuntamientos de Coahuila, den cabal cumplimiento a la Ley de Protección y Trato Digno a los animales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en lo relativo a establecer y regular centros de control animal, ello, ante el grave problema de sobrepoblación, canina que se observa en la entidad, asimismo, con el objeto de detener la creciente incidencia de ataques de mascotas a humanos, abatir el maltrato animal y reducir, en coordinación con la Secretaría de Salud, riesgos de salud pública asociados con la acelerada proliferación de perros en situación de calle”.

8 de mayo de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Josefina Garza Barrera, “Por el que se exhorta respetuosamente a la Secretaría de Salud y a la Secretaría de Educación del Estado, para que dentro de sus atribuciones lleven a cabo programas que fomenten la cultura de la donación de órganos”.

8 de mayo de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Edgar Sánchez Garza, del Grupo Parlamentario “Brígido Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila “Con relación a la necesidad de contar con una oficina de la Jurisdicción Sanitaria número Siete en el Municipio de San Pedro, Coahuila”.

8 de mayo de 2018. - Pronunciamiento que presenta el Diputado José Benito Ramírez Rosas, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García”, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA),” En relación con los descuentos salariales  inconstitucionales que la Dirección de Pensiones de los Trabajadores de la Educación (DIPETRE), aplica al gremio magisterial del Estado, y en torno con la pésima atención médica que, a cambio de ello reciben éstos.

Décima segunda sesión del primer periodo ordinario de sesiones

15 de mayo de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presentan los integrantes de la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, por conducto de su Coordinador Diputado José Benito Ramírez Rosas, “A fin de que esta Soberanía solicite a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, apoyo presupuestal parta la inmediata ejecución de un proyecto de mantenimiento a las deterioradas e insuficientes instalaciones del Centro Estatal de Salud Mental (CESAME) y hospital psiquiátrico de Parras de la Fuente, elaborado y planteado por esta Soberanía por la Secretaría de Salud en la Entidad”.

Décima tercera sesión del primer periodo ordinario de sesiones

22 de mayo de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Josefina Garza Barrera, “Por el que se exhorta de la manera más respetuosa a la Secretaría de Salud  en el Estado, para que en la medida de sus posibilidades presupuestales fortalezca los programas tendientes a la reducción del número de embarazos en adolescentes”.

Décima cuarta sesión del primer periodo ordinario de sesiones

29 de mayo de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Juan Carlos Guerra López Negrete, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", “Con objeto de que este Pleno del Congreso, exhorte al Secretario de Salud del Estado de Coahuila, a fin de que instruya a los titulares de los Hospitales Públicos, para que designen a uno o más médicos de guardia en las diferentes áreas en días inhábiles; y que se conmine al personal a proporcionar la información de manera empática a los pacientes y familiares, respecto del estado de salud, procedimientos, avance y evolución”.

29 de mayo de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Diana Patricia González Soto, “Por el que se exhorta de la manera más atenta y respetuosa a la Secretaría  de Salud y a las Direcciones de Salud de los 38 Ayuntamientos del Estado de Coahuila, para que promuevan campañas de difusión acerca de los síntomas, diagnóstico y tratamiento de la esclerosis múltiple y detecten, apoyen, asistan y acompañen a las asociaciones civiles que trabajan incansablemente por mejorar la calidad de vida de todos y cada uno de los pacientes”.

Décima quinta sesión del primer periodo ordinario de sesiones

5 de junio de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la Diputada Blanca Eppen Canales conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", “Con objeto de que el Pleno del Congreso, exhorte al titular de la Secretaría de Salud en el Estado, Dr. Roberto Bernal Gómez, para que investigue y, en su caso, informe a este Poder Legislativo, los resultados en relación al CONVENIO celebrado por el Director del Hospital General de Torreón, con una empresa particular para subrogar el servicio de Ultrasonografía. De la misma manera, que se aclare, cuál es la razón por la cual los mencionados servicios de ultrasonografía no se están prestando en dicho hospital, ya que se cuenta con los aparatos. Asimismo, se solicita al Secretario de Salud antes mencionado, que, a la brevedad posible, realice las gestiones y acciones necesarias para poner en funcionamiento los equipos de Imagenología de esa Institución de Salud”.

5 de junio de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto”, del Partido de la Revolución Democrática, “A través de la que se exhorta a la Secretaría de Salud del Estado, para que gestionen y entreguen los recursos económicos y materiales necesarios para que los centros ambulatorios para la prevención y atención del SIDA e infecciones de transmisión sexual (CAPASITS), puedan atender de manera óptima y completa a sus derecho-habientes.

Décima sexta sesión del primer periodo ordinario de sesiones

12 de junio de 2018. - Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la Diputada Gabriela Zapopan Garza Galván, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", “Con el objeto de que el Pleno exhorte al titular de la Secretaría de Salud en el Estado, para que, a la brevedad posible, realice las acciones necesarias a fin de que funcionen con total capacidad los Centros de Salud Rural en la Entidad, asimismo, que se investigue y se determinen las causas del abandono en que se encuentran, informando a este Pleno los resultados”.

En virtud de todo lo anterior, y en conformidad con lo que establecen los Artículos 70 (relativo al conducto por el cual deben solicitarse las comparecencias que se acuerden), 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos a la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento a este Honorable Congreso del Estado, a fin de que sea tramitado, por la vía de urgente u obvia resolución, la siguiente:
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO. – Cúmplase la Proposición con Punto de Acuerdo aprobado el pasado 6 de abril por esta Honorable LXI Legislatura, para que se cite a comparecer al Secretario de Salud, Doctor Roberto Bernal Gómez, a fin de que informe “sobre los avances y situaciones actuales en los rubros de abastecimiento de medicamentos, infraestructura hospitalaria, la empresa o empresas que abastecen de medicina, el abastecimiento de material de curación, el funcionamiento de los bancos de sangre, la plantilla de personal con la que se cuentan; y las acciones planteadas para resolver los problemas que tienen en los hospitales generales y el sector de salud en el Estado”, así mismo, para que aborde directamente los diversos asuntos planteados a través de 25 puntos de acuerdo admitidos por este Honorable Pleno a lo largo de por lo menos 14 sesiones.

A T E N T A M E N T E

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 18 de junio de 2018

DIPUTADO JOSÉ BENITO RAMÍREZ ROSAS

COORDINADOR

GRUPO PARLAMENTARIO “PRESIDENTE BENITO JUÁREZ GARCÍA”

PARTIDO MOVIMIENTO DE REGENERACIÓN NACIONAL
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTAN LA DIPUTADA MARÍA ESPERANZA CHAPA GARCÍA, CONJUNTAMENTE CON LOS DEMÁS DIPUTADOS Y DIPUTADAS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, “CON OBJETO DE SOLICITAR A LAS DEPENDENCIAS GUBERNAMENTALES DEL ESTADO Y MUNICIPIOS, QUE SE GARANTICE EL DERECHO DE LAS MADRES TRABAJADORAS A CONTAR CON UN ESPACIO ACONDICIONADO COMO LACTARIO Y PODER AMAMANTAR A SU BEBÉ EN SU CENTRO DE TRABAJO.”
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

La suscrita diputada Esperanza Chapa García, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Andrés S. Viesca”, del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, nos permitimos presentar a esta Soberanía, la presente Proposición con Punto de Acuerdo, solicitando sea considerada de urgente y obvia resolución en base a las siguientes:

C O N S I D E R A C I O N E S

La historia de la lactancia materna es tan antigua como la historia de la humanidad, sus beneficios se han documentado por siglos. Es además de un proceso biológico, una actividad cultural, en la cual intervienen las creencias ancestrales, la clase social, la etnia, región y educación.

La lactancia materna se refiere a la alimentación de los niños y niñas exclusivamente con leche materna, como único alimento durante los primeros seis meses de vida o más. La leche materna o también llamada leche humana, cuya función es alimentar al lactante, produce enormes beneficios tanto a la madre como al bebé lactante. Estando la madre en condiciones saludables, contiene todos los nutrimentos que el niño o la niña requieren para su crecimiento y desarrollo en los primeros meses de la vida, y le proporciona múltiples beneficios como los anticuerpos o sustancias que lo protegen de  las infecciones. Es una de las formas más eficaces de asegurar la salud y la supervivencia de los niños,  combinada con la alimentación complementaria, la lactancia materna óptima previene la mala nutrición y  puede salvar la vida de los niños y niñas.

La OMS promueve activamente la lactancia materna como la mejor forma de nutrición para los lactantes y niños pequeños. Se han examinado los muchos beneficios asociados a esa práctica, y se muestra que apoyando a las madres es posible aumentar la lactancia materna en todo el mundo. En este sentido la OMS recomienda que se debe seguir amamantando al niño incluso hasta los dos años (o más si mamá y niño lo siguen deseando), e iniciar con una alimentación complementaria a los seis meses.

Los bebés que se alimentan con leche materna tienen seis veces más probabilidades de sobrevivir; gozarán de mejor salud porque previene infecciones gastrointestinales y respiratorias, obesidad, diabetes, leucemia, alergias, cáncer infantil, presión arterial elevada, colesterol alto y enfermedades digestivas.
Además, la leche materna es más fácil de digerir que la fórmula artificial y ofrece la combinación ideal de nutrientes, incluyendo las vitaminas, proteínas y grasas que necesita el bebé. Dar pecho fortalece el vínculo afectivo entre la madre y el bebé, quien desarrolla mayor seguridad,  autoestima y altos niveles de inteligencia.
Los beneficios de amamantar para las mujeres también son muchos: se recuperan más rápido del parto, tienen menos riesgos de hemorragias y de depresión post parto, regresan al peso original en menor tiempo, reducen las probabilidades de enfermedades como diabetes tipo II, osteoporosis, cáncer, hipertensión y problemas cardiacos.  A pesar de todo esto, sólo 1 de cada 10 mujeres que trabajan amamantan a sus bebes, el resto les dan formulas artificiales.
El consumo generalizado de la leche materna también apoya al presupuesto familiar porque es gratuita y ayuda substancialmente a reducir gastos en cuidados médicos y alimentos.  Para las empresas, apoyar la lactancia materna de sus empleadas reduce incidencias de salud y el ausentismo. La ecología también se ve beneficiada porque reduce la producción de desechos, consumo de combustibles y agua.
Debido a la gran importancia e impacto de la lactancia en los seres humanos consideramos que es necesario que la creación de espacios denominados como lactarios; los lactarios son ambientes donde las madres pueden extraer la leche materna y conservarla adecuadamente para la alimentación del bebé. El uso del lactario es importante porque permite ejercer el derecho y responsabilidad de la lactancia materna dentro del ámbito laboral, en condiciones de calidad y calidez para los usuarios.

Los lactarios entre muchos otros beneficios tiene la finalidad de que los hijos de las madres trabajadoras puedan tener las mismas oportunidades de aquellos hijos que se encanutaran tiempo completo con sus mamás y así aumentar sus oportunidades de una vida más sana tanto física como emocionalmente. 
Es importante señalar que la Ley Federal del Trabajo contempla los derechos de las madres trabajadoras en relación al periodo de lactancia estableciendo en la fracción IV del artículo 170 que dicho periodo será hasta por seis meses, en los que gozaran de dos reposos extraordinarios por día, de media hora cada uno para alimentar a sus hijos en lugar adecuado e higiénico que designe la empresa, y cuando esto no sea posible el patrón podrá reducir una hora de trabajo de su jornada.

Para la Ley del Seguro Social las madres aseguradas tienen derecho a una ayuda en especie por seis meses para lactancia, capacitación y fomento para la lactancia y el amamantamiento, incentivando a que la leche materna sea alimento exclusivo durante seis meses y complementario hasta el segundo año de vida del infante. Así mismo se prevé en dicho ordenamiento a que las madres trabajadoras puedan decidir entre contar con los periodos extraordinarios de descanso de media hora por día, para alimentar a sus hijos o bien un descanso extraordinario de una hora para amamantar a sus hijos o para la extracción de la leche, lo cual deberá ser en lugar adecuado e higiénico.

La Ley Estatal de Salud del Estado prevé en su artículo 59 fracción II que las autoridades sanitarias del Estado de Coahuila son las encargadas de establecer las acciones de orientación, vigilancia institucional, el fomento a la lactancia materna, además de la instalación de lactarios en las dependencias, entidades públicas y en las instituciones de educación superior pública o privada.

El Estatuto Jurídico para los Trabajadores del Estado de Coahuila establece como una garantía social de las trabajadoras al servicio del Estado, el derecho de descanso por gravidez y lactancia, esto se encuentra contemplado en artículo 9 fracción XVII de dicho estatuto; y para lo anterior se establece que las mujeres en periodo de lactancia deberán gozar de dos reposos extraordinarios por día, de media hora cada uno para alimentar a sus hijos, debiendo la dependencia o entidad en la que labore, designar un lugar adecuado e higiénico es decir, un lactario, esto se encuentra artículo 32 fracción IV del Estatuto Jurídico de los Trabajadores del Estado. 

De acuerdo al Decreto N° 476, publicado en el Periódico Oficial de Gobierno del Estado el 1° de julio de 2016, mediante el cual se reformaron diversos artículos del Estatuto Jurídico de los Trabajadores del Estado, en el artículo tercero transitorio, se estableció que las dependencias o entidades de los Poderes del Estado tendrían un plazo de treinta días para la implementación de sus lactarios. Por lo que a la fecha, esto ya debe de estarse implementando, por lo que es necesario dar seguimiento a esta obligación a efecto de que se cumpla puntualmente con esta prestación laboral a las madres trabajadoras en oficinas gubernamentales.

Aunado a lo anterior, cabe señalar que el Estado de Coahuila es miembro de la Red Global de Bancos de Leche, quien es un órgano que promueve la donación de leche materna favoreciendo a la alimentación esencial de los recién nacidos, prematuros y enfermos hospitalizados, aunado a lo anterior podemos afirmar que el Hospital General de Saltillo cuenta con un Banco de Leche Materna en el que las mujeres donan para el beneficio de los bebes prematuros. 

En el ámbito municipal en el mes de marzo de 2018, en esta capital se aprobó mediante Sesión de Cabildo que el Instituto Municipal de la Mujer además del DIF y el edificio de la Presidencia Municipal cuente con lactarios. 
Por lo anterior, consideramos oportuno seguir impulsando acciones en beneficio no solo de las madres trabajadoras, sino de menores en su etapa lactante.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Pleno del Congreso del Estado, solicitando que sea tramitado como de urgente y obvia resolución el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO.- Se exhorte a las dependencias gubernamentales del Estado y Municipios, para que se garantice el derecho de las madres trabajadoras a contar con un espacio acondicionado como lactario y poder amamantar a su bebé en su centro de trabajo.

A T E N T A M E N T E
Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 18 de junio de 2018

DIP. MARÍA ESPERANZA CHAPA GARCIA

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, 
DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAIME BUENO ZERTUCHE
DIP. LUCÍA AZUCENA RAMOS RAMOS
DIP. JOSEFINA GARZA BARRERA
DIP. SAMUEL RODRÍGUEZ MARTÍNEZ

DIP. GRACIELA FERNÁNDEZ ALMARAZ
DIP. VERÓNICA BOREQUE MARTÍNEZ GONZÁLEZ
DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. JESÚS BERINO GRANADOS
DIP. DIANA PATRICIA GONZÁLEZ SOTO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO “CON OBJETO DE SOLICITAR A LAS DEPENDENCIAS GUBERNAMENTALES DEL ESTADO Y MUNICIPIOS, QUE SE GARANTICE EL DERECHO DE LAS MADRES TRABAJADORAS A CONTAR CON UN ESPACIO ACONDICIONADO COMO LACTARIO Y PODER AMAMANTAR A SU BEBÉ EN SU CENTRO DE TRABAJO.”
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIP. JESÚS BERINO GRANADOS, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, “POR EL QUE SE SOLICITA A LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN LA REFORMA AL ARTÍCULO 201 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, CON EL PROPÓSITO DE QUE GARANTICE EL DERECHO DE SERVICIOS DE GUARDERÍA A TRABAJADORES DE LOS DIFERENTES TURNOS, ASIMISMO SE ENVÍE UN ATENTO EXHORTO AL IMSS PARA QUE REALICEN LAS GESTIONES NECESARIAS, PARA QUE EL SERVICIO DE GUARDERÍAS SEA DE TIEMPO COMPLETO”

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

El suscrito Diputado Jesús Berino Granados, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Andrés S. Viesca”, del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, nos permitimos presentar a esta Soberanía, la presente Proposición con Punto de Acuerdo, solicitando que la misma sea considerada de urgente y obvia resolución, en base a las siguientes:

C O N S I D E R A C I O N E S

Una de las obligaciones patronales, de acuerdo a la fracción XIII del artículo 283 de la Ley Federal del Trabajo, consiste en brindar servicios de guardería a los hijos de trabajadores, durante las horas de su jornada laboral.

Estos servicios de guardería infantil son prestados por el Instituto Mexicano del Seguro Social y al cual tienen derecho las madres aseguradas, los viudos, divorciados o los que judicialmente conserven la custodia de sus hijos, mientras no contraigan nuevamente matrimonio o se unan en concubinato. 

Conforme al Reglamento para la Prestación de los Servicios de Guarderías, este servicio se presta a los hijos de los trabajadores que ya se hizo mención, entre las edades que van desde los 43 días de nacidos hasta los 4 años, durante este tiempo en las guarderías del IMSS se les brindan los cuidados adecuados, se les proporciona una alimentación balanceada, aseo, educación, recreación y se vigila su salud.

Al estar dados de alta en el IMSS, los trabajadores son beneficiarios de 5 seguros principales (entre ellos el de guarderías) y a cada uno de ellos va destinado un porcentaje diferente de la deducción; gastos que son compartidos entre trabajador y patrón, dependiendo del seguro que se trate, por lo que a cada quién le toca un porcentaje a cubrir.
En el caso del seguro de guarderías, corresponde al patrón aportar el 1% del sueldo base de cotización de sus trabajadores, monto que está destinado a brindar los cuidados necesarios para los hijos de los trabajadores mientras el padre o la madre se encuentran en sus jornadas de trabajo, propiciando un buen desarrollo en la primera etapa de su vida.

No obstante lo anterior, existe una problemática a la que se enfrentan los padres y madres trabajadores que laboran en turnos y es, ante quién dejan la responsabilidad sobre el cuidado de sus hijos menores cuando se encuentran laborando, ya que el servicio de guarderías tiene un horario determinado (generalmente es de 7 de la mañana a 7 de la tarde) fuera de ese horario no se proporciona el servicio.

Actualmente las jornadas de trabajo en la industria manejan tres turnos, matutino, vespertino y nocturno sin embargo, las trabajadoras que laboran en el turno matutino no les es posible hacer uso de este servicio ya que comúnmente el horario de entrada en la industria o en maquiladoras inicia desde las 6:00 am y el horario matutino de las guarderías es a partir de las 6:30 am, por otro lado, las trabajadoras que hacen uso del servicio vespertino se ven limitadas en su derecho debido a que los horarios de salida en la industria son entre las 11 pm de ese día y la 1 am del siguiente día, pero el horario de guarderías se presta hasta las 7:00 pm.
En ese sentido, el artículo 201 de la Ley del Seguro Social, establece lo siguiente:

“Artículo 201. El ramo de guarderías cubre el riesgo de no poder proporcionar cuidados durante la jornada de trabajo a sus hijos en la primera infancia, de la mujer trabajadora, del trabajador viudo o divorciado o de aquél al que judicialmente se le hubiera confiado la custodia de sus hijos, mediante el otorgamiento de las prestaciones establecidas en este capítulo.

Este beneficio se podrá extender a los asegurados que por resolución judicial ejerzan la patria potestad y la custodia de un menor, siempre y cuando estén vigentes en sus derechos ante el Instituto y no puedan proporcionar la atención y cuidados al menor.

El servicio de guardería se proporcionará en el turno matutino y vespertino pudiendo tener acceso a alguno de estos turnos, el hijo del trabajador cuya jornada de labores sea nocturna.”

La última reforma a este artículo data del 20 diciembre de 2001, según consta en el Diario Oficial de la Federación de esa fecha.

A 16 años de la citada reforma, consideramos que el entorno laboral en México ha ido  evolucionado, pues cada vez hay más demanda de empleos fuera de los límites convencionales, existen más empleos en los que se laboran en jornadas nocturnas y la incorporación de la mujer al mercado laboral es cada vez mayor, lo cual hace necesario implementar adecuaciones a dicha disposición, a efecto de que el servicio de guarderías sea de tiempo completo, de manera que puedan acceder a ese servicio las madres, padres y tutores que trabajan en los diversos turnos.  
Ante la generación de nuevos empleos en nuestro Estado, emigran a nuestra entidad familias de diversas regiones del país, a los que se les dificulta mayormente delegar la responsabilidad sobre el cuidado de sus hijos al no tener familiares cercanos o apego con los vecinos para que los apoyen en esta labor, por lo que forzosamente requieren hacer uso del servicio de guarderías, sin embargo este servicio es limitado a los horarios establecidos, que en muchas ocasiones no coincide con los horarios laborales.

Además, las empresas cada vez más requieren incrementar su productividad, es por ello que han generado diversos turnos de trabajo que permiten mantener constante el proceso de producción, así la manufactura diaria se desarrolla mediante la sucesión de equipos de trabajo y de esta forma, se puede asegurar una producción constante adecuada a las necesidades actuales.
Esta situación coloca a las madres y los padres de familia en un dilema complicado entre su necesidad y anhelo de incorporarse a una labor que le genere un ingreso y la zozobra de que sus hijos pequeños cuenten con un cuidado adecuado a su edad; lo cual hace notorio la insuficiencia en la cobertura de las prestaciones para cubrir la demanda actual de los servicios de cuidado infantil. 

Al no tener acceso a un servicio de guarderías acorde a sus horarios y la crisis a la que se enfrentan por no poder pagar por un servicio para el cuidado de sus hijos, los obliga en algunos de los casos a dejar a sus hijos en circunstancias adversas debido a su imperiosa necesidad de salir a trabajar o bien, el mercado laboral para ellos se ve limitado, solo para empleos que se adapten al horario de guarderías.

El artículo 58 de la Ley Federal del Trabajo, reglamentaria del artículo 123 Constitucional, define como Jornada de trabajo el tiempo durante el cual el trabajador está a disposición del patrón para prestar su trabajo.

En ese mismo sentido, el artículo 60 de la Ley Federal del Trabajo clasifica 3 tipos de jornadas: la jornada DIURNA que es la comprendida entre las 6 A.M. y las 8 P.M., la jornada NOCTURNA que es la comprendida entre las 8 P.M. y las 6 A.M. y la jornada MIXTA que comprende periodos de tiempo de la jornada diurna y la nocturna, siempre que el periodo nocturno sea menor de tres horas y media, pues si comprende tres horas y media, o más, se reputará jornada nocturna.

Ante esta situación, resulta indispensable una reforma que garantice a los trabajadores con hijos pequeños, el acceso a su derecho de contar con el servicio de guarderías de tiempo completo, para que puedan gozar de este beneficio los trabajadores de los distintos turnos, se logre su permanencia en el trabajo, para que más personas puedan alcanzar mejores oportunidades laborales, con ello se logra no solo impulsar el desarrollo económico de la entidad, sino que contribuye a la generación de ingresos familiares, pero principalmente se brinda un ambiente favorable para el desarrollo de los niños pequeños en una etapa fundamental para su crecimiento y formación. 
Como representante del sector obrero dentro del Consejo Consultivo Delegacional en Coahuila, he pugnado por lograr mejores condiciones laborales para los trabajadores, impulsando propuestas como la ampliación de los horarios en los servicios de guarderías.

Hoy como Diputado de la LXI Legislatura, mi compromiso es seguir luchando por lograr mejores condiciones laborales para los trabajadores de nuestro Estado y desde esta tribuna seguir gestionado ante las autoridades correspondientes para que los derechos de cada padre y madre trabajador sean garantizados para lograr su bienestar y el de su familia, pues con ello se impulsa el desarrollo económico de nuestro Estado y nuestro país.

Es por ello, compañeros y compañeras diputadas, que los invito a sumarse a esta petición en favor de la clase trabajadora, para que los niños y niñas puedan ser atendidos y cuidados en las guarderías infantiles en todos los horarios y sus padres puedan acceder a mayores oportunidades de trabajo y mejorar su economía familiar.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Pleno del Congreso del Estado, solicitando que sea tramitado como de urgente y obvia resolución el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

PRIMERO.- Que esta Soberanía solicite a la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión se realice una reforma al artículo 201 de la Ley del Seguro Social, con el propósito de que se garantice el derecho del servicio de guarderías a los trabajadores de los diferentes turnos.
SEGUNDO.- Se envíe un atento exhorto al Instituto Mexicano del Seguro Social para que realicen las gestiones necesarias, para que el servicio de guarderías sea de tiempo completo y considere la posibilidad de ampliar la cobertura del servicio de guardería para atender la demanda y necesidades del mercado laboral.
A T E N T A M E N T E

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 07 de junio de 2018

DIP. JESÚS BERINO GRANADOS

CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, 

DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. MARÍA ESPERANZA CHAPA GARCÍA
DIP. LUCÍA AZUCENA RAMOS RAMOS
DIP. JOSEFINA GARZA BARRERA
DIP. SAMUEL RODRÍGUEZ MARTÍNEZ

DIP. GRACIELA FERNÁNDEZ ALMARAZ
DIP. VERÓNICA BOREQUE MARTÍNEZ GONZÁLEZ
DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. DIANA PATRICIA GONZÁLEZ SOTO
DIP. JAIME BUENO ZERTUCHE

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO “POR EL QUE SE SOLICITA A LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN LA REFORMA AL ARTÍCULO 201 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, CON EL PROPÓSITO DE QUE GARANTICE EL DERECHO DE SERVICIOS DE GUARDERÍA A TRABAJADORES DE LOS DIFERENTES TURNOS, ASIMISMO SE ENVÍE UN ATENTO EXHORTO AL IMSS PARA QUE REALICEN LAS GESTIONES NECESARIAS, PARA QUE EL SERVICIO DE GUARDERÍAS SEA DE TIEMPO COMPLETO”

PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTA LA DIPUTADA CLAUDIA 
ISELA RAMÍREZ PINEDA, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “ELVIA CARRILLO PUERTO” DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA, CON MOTIVO DEL DÍA MUNDIAL DE LOS REFUGIADOS.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

PRESENTE.
La suscrita Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la fracción parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática”, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 21 fracción IV, 172, 249 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento este pronunciamiento al tenor de lo siguiente:
“Los muros no son la solución. Los refugiados están ahí, en la frontera, porque hay muchas puertas y corazones cerrados” 

 El Papa Francisco. 
Muy buenos días, compañeras y compañeros diputados y público que nos acompaña.

A ninguno de nosotros nos gustaría estar lejos de nuestro hogar, de nuestra familia, del lugar donde crecimos y donde aprendimos todo lo que conocemos y todo lo que somos. Nadie es refugiado por gusto, nadie decide abandonar su país, su ciudad o sus pueblos debido a los conflictos y la violencia. 
 Los refugiados, son personas que  se ven obligadas a dejar su lugar de origen y exiliarse en otro sitio, debido a conflictos internos, conflictos étnicos, la persecución política,  las violaciones masivas a los derechos humanos así como por la  pobreza, el hambre, las enfermedades, y los desastres naturales. 
Según datos de la ONU,  se calcula que hay alrededor de 16 millones de refugiados internacionales y más de 26 millones de desplazados internos.  Una buena  parte de ellos  sufre carencias, discriminación y exclusión en los países a los que logran llegar, convirtiéndose así en un grupo doblemente vulnerable, pues no pueden regresar a su lugar de origen; pero tampoco son plenamente aceptados en los países donde se refugian. 

En la actualidad, el racismo y la xenofobia se han incrementado de manera dramática en muchas naciones y se han proyectado en gobiernos populistas que cada vez más endurecen sus políticas migratorias e impiden entrar en sus fronteras a quienes buscan huir de los conflictos en sus estados nacionales.

No muy lejos de nosotros, las amenazas racistas del presidente de Estados Unidos, han afectado nuestras relaciones de buena vecindad y apoyo mutuo, debido a las deportaciones masivas, la separación de familias y el racismo institucionalizado, por parte del gobierno norteamericano.

Sin embargo, la falta de empatía con los refugiados y la negativa de ofrecer asilo a quienes son víctimas de la violencia, se han generalizado alrededor del mundo y han sacudido a nuestras democracias actuales, sumergiéndolas en un debate sin fin sobre la responsabilidad de atender y garantizar los derechos de las personas refugiadas, sobre todo en los países que se hacen llamar de “primer mundo”.

En la actualidad, casi el 84% de los refugiados del planeta son acogidos por países de ingresos bajos o medianos, entre ellos México. No se puede seguir permitiendo que un reducido número de países, los cuales suelen ser los más pobres del mundo, soporten ese peso. 

En el caso mexicano, entre 2013 y 2017 se recibieron alrededor de 30 mil solicitudes de refugio de las cuales solo 6,800 fueron aceptadas. Estos datos nos obligan a redoblar esfuerzos en favor de aquellos que huyen de sus naciones, a solidarizarnos con ellos y demostrar que nuestro país siempre tiene las puertas abiertas para aquellos que escapan de la opresión. 

No debemos olvidar que los refugiados traen consigo una serie de tradiciones, costumbres, idiomas, creencias e historias que contribuyen a fortalecer y diversificar la cultura y la ideología del país en el que se instalan. 

Es por estas razones y en el marco del Día Mundial de los Refugiados, exhortamos desde esta tribuna legislativa,  a las  autoridades diplomáticas, migratorias y consulares a que comprometan verdaderamente con las obligaciones internacionales, de respetar, proteger y garantizar los derechos de las personas refugiadas. 

Pues a nadie le gusta ser refugiado y nadie decide serlo por su propia voluntad. 

Muchas gracias. 

SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO

Saltillo, Coahuila de Zaragoza a 19 de junio de 2018.
DIPUTADA 

CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA
� Existe un basto número de precedentes en ambos sentidos, tanto en las resoluciones de Acciones de Inconstitucionalidad como de Juicios para la Protección de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano.


� Artículo 19, numeral 1, fracción IV de la Constitución Política del Estado de Guerrero; Artículos 14, fracción III y 15, fracción VI de la Constitución Política del Estado de Zacatecas.


� Baja California Sur; Campeche; Chiapas; Chihuahua; Coahuila; Colima; Durango; Estado de México; Guanajuato; Guerrero; Hidalgo; Michoacán; Morelos; Nayarit; Nuevo León; Puebla; Querétaro; Quintana Roo; San Luis Potosí; Sonora; Tabasco; Tamaulipas; Tlaxcala; Veracruz; Yucatán y Zacatecas.


� Artículo 159 de la Constitución Política del Estado de Sinaloa.


� Artículo 12, fracción VI de la Constitución Política del Estado de Baja California.


� Ejecutoria publicada en el Diario Oficial de la Federación de fecha 16 de octubre de 2012.


� Artículo 30, fracción XLI de la Constitución Política del Estado de Yucatán, declarada inválida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


� Artículos 23, fracción I, 24, fracción I, y 25, apartados A, fracción IV y C, fracción III, de la Constitución Política del Estado de Oaxaca.


� Artículos 59 al 76 de la Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Nuevo León.


� Artículo 16, apartado C, inciso d) de la Constitución Política del Estado de Aguascalientes.


� Artículo 54 de la Ley de Participación Ciudadana del Estado de Aguascalientes.


� Artículo 62, segundo párrafo de la Ley citada.


� Artículo 11, fracción VIII de la Constitución Política del Estado de Jalisco.


� Artículos 427 al 439 del Código Electoral y de Participación Social en el Estado de Jalisco.


� Artículo 25, apartado G, numeral 1 de la Constitución Política de la Ciudad de México.


� Aclarando que en las leyes de estas entidades el 10% se refiera a la solicitud de revocación de mandato del Gobernador y de Presidentes de los municipios con mayor número de electores.





